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INTRODUCCIÓN 



Panamá es un país de apenas un siglo de vida republicana pero ha 

coexistido en el concierto de naciones (sobre todo las latinoamericanas) en 

un periódo de cambios significativos desde el punto de vista estructural, 

económicos, culturales, pero sobre todo, de cambios políticos y jurídicos 

pues pareciera que los cambios en el rol que las masas juegan en la 

sociedad han sido proporcionales a los cambios en las diferentes esferas o 

instituciones sociales descritas. 

Así, el contrato social habido entre las masas y los gobernantes ha 

sufrido variaciones que van desde el laise faire en 1903 cuando surgió a la 

vida la República en forma mediatizada y el concepto predominante era que 

ni el Estado ni los trabajadores como clase debían intervenir en la fijación 

de las condiciones de trabajo; hasta las modernas concepciones 

neoliberales, pasando por el Estado benefactor-interventor y actualmente se 

debate entre ampliar la cobertura del Derecho de¡ Trabajo y su 

"desregulación". 

La aplicación de medidas económicas de tipo "monetaristas" 

consistentes en el predominio de las exportaciones; privatizaciones de 

empresas estatales y servicios públicos y promoción de la integración 

económica en diferentes niveles son el reflejo de una hegemonía ideológica 

post caída del campo socialista. Ello sin embargo ha llevado aun 
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distribución desigual de la riqueza jamás vista, en donde la concentración 

M capital es cada vez aguda y la precarización de las masas va en 

aumento, hechos reconocidos ya incluso a nivel oficial por los propios 

organismos de financiamiento internacional como el BID en su última 

asamblea general. 

En Panamá, el 20% de los más ricos poseen ingresos 30 veces 

superiores al 20% de los más pobres de acuerdo a cifras del Programa para 

el Desarrollo de Naciones Unidas (PNUD). La pobreza alcanza niveles de 

casi el 40% de la población, mientras que la pobreza extrema está por el 

orden del 22%. 

Los servidores públicos no escapan a esta realidad, su situación 

refleja una total y absoluta injusticia. Ellos representan el 28% de la población 

ocupada según cifras oficiales y sin embargo le están vedados derechos de los 

cuales gozan el resto de los trabajadores del país desde hace ya varias décadas, 

entre los que podemos destacar una ausencia total de estabilidad; exclusión del 

salario mínimo legal. 

Pero la injusticia no se encuadra en la limitación de derechos que produce 

frustración a los servidores públicos, sino que además afecta al Estado y al resto 

de la sociedad. 



Cuando un servidor público es separado sin causa alguna disciplinaria o 

sea cuando se hace patente la falta de estabilidad en el sector público panameño, 

también pierde la propia Administración Estatal. 

La Ley 31 de setiembre de 1977 sobre perfeccionamiento de los servidores 

públicos, establece que el beneficiario de una licencia con sueldo para capacitarse 

fuera del país, debe firmar un contrato en el que se comprometa entre otras cosas, 

a trabajar para el Estado panameño por el doble del tiempo que se le otorgó como 

licencia con sueldo para estudiar. En no pocas ocasiones ha ocurrido que el 

servidor público cumple con dicha obligación pero no la puede culminar porque es 

destituido sin causa objetiva disciplinaria alguna. Con ello, el Estado pierde una 

cantidad considerable de conocimientos y recursos financieros. 

La Convención Americana de Derechos Humanos al igual que el Protocolo 

de San Salvador, del cual nuestro país es signatario obligan a los Estados 

miembros de la O.E.A. a garantizar un empleo justo, equitativo y ausente de 

discriminaciones a todos los ciudadanos. La O.I.T. por su parte, ha lanzado desde 

1998 una campaña mundial por el trabajo decente, en base a los convenios y 

principios fundamentales del trabajo, describiéndolo como "Aquella ocupación 

productiva justamente remunerada, que se ejerce en condiciones de libertad, 

equidad seguridad y respeto a la dignidad humana". Obviamente que ésta 

conceptualización abarca el trabajo en el sector público en tanto que esfuerzo 

humano dirigido a satisfacer las necesidades sociales. 
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L2 relación de trabajo en el sector estatal panameño ha estado 

presidida sin embargo, por el concepto de derecho administrativo de que la 

vinculación se produce de manera Iatoria, en donde el servidor público debe 

supeditarse al sistema jurídico de deberes y derechos preexistente (más deberes 

que derechos). 

La realidad internacional en el ámbito del Derecho del Trabajo y en la 

política, así como en el ámbito nacional, fue cambiando poco a poco el escenario 

que originó la concepción descrita. 

En los inicios de la República, prevalecía la concepción de que los 

servidores públicos de base eran una parte más del engranaje estatal, fáciles de 

reemplazar por amigos y simpatizantes políticos. 

Pero hechos tan trascendentales como las dos guerras mundiales fueron 

creando condiciones distintas en el país, al igual que la política de sustitución de 

importaciones por ejemplo, que dió origen a la industria nacional en 1945 en 

adelante, y la concepción ideológica del Estado benefactor e intervencionista que 

hizo que se invirtiera capital estatal en empresas productivas y se nacionalizaran 

las que estaban en manos de grandes transnacibnales como la energía eléctrica y 

las telecomunicaciones. 

Otro de los factores que determinó cambios objetivos fue la desaparición de 

los partidos políticos desde 1968 hasta 1983, lo que redundó en un alto grado de 

estabilidad en el sector público pero la escisión de la sociedad panameña en los 
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años 80 del siglo XX en tomo a priorizar entre la defensa de la soberanía o de los 

derechos humanos individuales en. que fue colocada la nación panameña por las 

Fuerzas Armadas que dirigían el país, trajo nuevamente cambios en la relación 

laboral de sector público. 

Poco antes la firma de los Tratados Torrijos-Carter en 1977, se pusieron de 

relieve las pospuestas contradicciones sociales entre las que se incluía la 

regulación de la relación laboral en el Estado 

El desenlace de la crisis política concretada en la invasión militar de 1989 

por parte de Estados Unidos evidenció la necesidad de mirar hacia adentro de la 

relación laboral en él Estado, lo que en los primeros años de los 90 se tradujo en 

un duro y constante enfrentamiento de los gremios de servidores públicos con el 

Gobierno Nacional. 

Todo este acontecer político marcó como hemos descnto, cambios 

objetivos en la relación estatal que son el marco para un nuevo orden jurídico que 

nosotros- definimos como la unificación de la legislación laboral panameña. 

Más allá de las reclamaciones sindicales, existen condiciones materiales y 

aún ideológicas además de objetivas, que fundamentan la necesidad del cambio. 

En materia de necesidades, los servidores públicos poseen las mismas que 

el resto de los trabajadores. Ellos realizan un esfuerzo humano, físico o intelectual 

que redunda en un beneficio de su empleador, igual que en el sector privado. 
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Laboran por la necesidad de garantizar un sustento para sí y para su familia. 

Algunos incluso estudian expresamente para laborar en el Estado 

La legislación del sector privado es semejante a la del sector público pero el 

temor de los gobernantes a que los derechos individuales y sobre todo colectivos 

como la sindicación y la huelga puede crearle dificultades al Estado hacen que 

aún no se produzca la legislación que reconozca muchos de los derechos vigentes 

en el sector privado. 

La descripción que hace el Manual de Clasificación de Clases 

Ocupacionales del Estado coincide en muchos casos con la descripción de cargos 

y funciones que existe en algunas empresas, debido a que no hay, salvo la 

especialidad de Administración Pública dictada en la Universidad de Panamá, 

cursos paraenseñar a laborar en el sector,público o privado de la economía pues 

el aprendizaje de una profesión u oficio no está determinado como regla, por el 

patrono al que se pretende servir. 

El Doctor Rolando Murgas ha escrito: "En la legislación panameña hace 

falta una regulación integral y sistematizada del trabajo en el sector público. La 

que existe, dispersa y en gran parte atrasada, requiere de una homogeneización y 

modernización, que la equipare mayormente, a los principios básicos de protección 

reconocidos a los trabajadores de la empresa privada. Este propósito sólo se 

1  Según cifras oficiales, la escuela de Administración Pública de la Universidad de Panamá tuvo una matrícula 
de 3,859 estudiantes para el año 2001. 
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cumple parcialmente con la ley de carrera administrativa, que todavía no tiene 

vigencia práctica" (Murgas: 1998; 192). 

Proponemos esencialmente la unificación de las legislación Jaboral 

panameña basada principalmente en el Código de Trabajo y la Ley 9 de 20 de 

junio de 1994. Somos concientes de la necesidad de actualización que requiere 

nuestro Código de trabajo pero aplicar sus normas a los servidores públicos de 

base es a nuestro juicio un importante paso en la modernización del Estado 

panameño. 

Nuestro trabajo pretende hacer un recorrido histórico acerca de los 

servidores públicos desde sus orígenes hasta nuestros días, por io que iniciamos 

desarrollando aspectos conceptuales e históricos, necesarios para entender la 

situación actual de nuestros servidores públicos. 

En el segundo Capítulo justificamos desde el punto de vista teórico 

doctrinario, la posibilidad no sólo de la unificación, sino de la sustitución del viejo 

derecho Administrativo por el derecho del Trabajo en el marco de la regulación de 

la relación existente entre el Estado y. sus trabajadores o "servidores". 

Como quiera que formamos parte de un mundo globalizado, en donde las 

comunicaciones son cada vez menos complejas tanto a nivel nacional como 

internacional, revisamos en nuestro tercer Capítulo la situación del Derecho 

Comparado y del Derecho del Trabajo Internacional, incluyendo las modernas 

concepciones de la Organización Internacional del Trabajo (O.I.T.) 



El cuarto y último Capítulo presenta nuestra propuesta de unificación 

legislativa laboral, sustentada en la realidad nacional, desarrollando aspectos 

como el fundamento constitucional; el marco teórico de la legislación laboral sobre 

derechos individuales, colectivos y la jurisdicción; definiendo el ámbito de 

aplicación propuesto; la viabilidad económica y el impacto administrativo de la 

reforma, así como lo relativo al período de transición que necesariamente habrá 

de darse. 

Es oportuno hacer la aclaración de que el lenguaje de género no ha sido 

desarrollado en forma específica debido a que es un tanto difícil de redactar en las 

condiciones culturales que hasta ahora habíamos mantenido al respecto sin 

embargo, desde éstas primeras líneas destacamos que deben entenderse 

incluidas la mujeres cada vez que hacemos mención de los trabajadores, de 

manera genérica, ya que no es nuestra intención utilizar lenguaje sexista o 

machista en el presente trabajo. 

No se trata de una propuesta final, incólume, sino de un ejercicio que 

intenta despertar las opiniones de mejores criterios jurídicos y legislativos, pero 

imbuido de una profunda convicción de que además de cumplir a cabalidad con al 

legislación existente, el cambio es necesario para beneficio del país, que incluye a 

los servidores públicos de base; a la administración estatal y a nuestros hijos. 
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CAPITULO ¡ 
EVOLUCION HISTORICA Y CONCEPTUAL 



A. EVOLUCION IIISTO1UCA DEL TRABAJO EN LA 
ADMINISTRACION ESTATAL. 

Como bien se ha dicho, la historia del trabajo es la historia deja humanidad. 

De allí el interés académico y aún profesional que suscita el conocimiento de la 

historia del trabajo, en el sempiterno caminar del hombre por el sendero de la 

búsqueda de respuestas a sus preguntas sobre el quiénes somos, hacia donde 

vamos?, con el objeto de dejarle a nuestros hijos un mundo que le brinde mayores 

posibilidades de bienestar material y espiritual. 

1. Historia Del Trabajo. 

La historia del trabajo en general, nos demuestra que la humanidad ha 

pasado, desde el punto de vista del modo de producir y de la distribución o 

apropiación del producto del trabajo, por la auto-satisfacción, la esclavitud, el 

feudalismo, el capitalismo y el socialismo. 

La etapa de auto-satisfacción se remonta a los orígenes del hombre 

primitivo, cazador y nómada, que no producía otra cosa que alimentos y abrigo y 

con el devenir de los tiempos, al aparecer la agricultura y por lo tanto el 

sedentarismo, se transformó en esclavitud, desde la misma gens, y luego a través 

de formas superiores de organización social. 
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En él régimen escavista como es sabido, los esclavos eran considerados 

"res" (cosas) y no personas. Ellos debían trabajar para sus amos, a cambio de 

comida. 

En la Roma esclavista por ejemplo, los esclavos eran originados por la 

guerra o por causa de deudas; los alieni luris debían servir desde el punto de 

vista laboral al su¡ ¡uris o Pater familia de la gens (Alonso Garcia: 1982; 61). 

En el réqimen feudal que sustituyó al esclavista, es sabido que la principal 

forma de trabajo era el feudalismo, que tuvo su antecedente jurídico en la 

"locatio" o arrendamiento de servicios (Op. Cit, 62). Esta forma de producción 

se distinguió por el arrendamiento de una parcela de terreno para producir y pagar 

al señor propietario de la tierra con parte o la totalidad del producto o la cosecha; 

reservando una ínfima parte para sus necesidades (las del vasallo) y la producción 

de bienes materiales se desarrollaba con base en los oficios individuales, 

transmitidos de una generación a otra. 

Con el advenimiento de la revolución industrial; el invento del buque a vapor 

y el descubrimiento de América entre otras causas, surgió la forma de producción 

capitalista, en donde una persona "vende" su fuerza de trabajo a otra que posee el 

capital o los medios de producción y a cambio recibe una cantidad de dinero 

descrita universalmente como salario debido a que las primeras formas de pago 

fueron en sal, bien altamente valorado en la sociedad del siglo XVI debido a la 

escasez del mismo. (Marx; 1974; 139). 
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Los principios de la revolución liberal francesa sobre libertad, igualdad y 

fraternidad, propiciaron las condiciones ideológicas para el inicio de una 

argumentación teórica que conllevara históricamente del capitalismo al socialismo 

como forma de producción o trabajo, en donde no existe el capitalista individual. 

2. Historia Del Trabajo En La Administración Estatal. 

Este breve repasopor la historia del trabajo tiene el objeto de ubicarnos en 

las etapas en que se divide el desarrollo del trabajo humano y aunque la 

descripción anterior se fundamenta en el criterio de quién y cómo se apropia del 

producto del trabajo del hombre, creemos importante destacarla 	para 

introducirnos en el desarrollo del trabajo estatal, que tiene otra forma de 

apropiación del producto, como veremos más adelante pero que a nuestro juicio 

permite conocer los antecedentes para justipreciar la propuesta explicitada en el 

presente trabajo acerca de la legislación del trabajo en la administración estatal. 

2.1. Epoca Antigua. 

El Estado apareció con la división social del trabajo entre agricultura y 

ganadería; con la necesidad de aumentar la fuerza de trabajo y la de administrar 

las relaciones entre tribus y gens (Engels: 1970; 200). En el momento mismo de 

la aparición del Estado surgió la necesidad del trabajo estatal o administrativo, 
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"desde el momento en que los hombres se dividieron entre gobernantes y 

gobernados" (BaIlén: 1996; 5). 

2.1.1. Egipto. 

Hubo trabajo estatal desde las más antiguas sociedades: Egipto; 

Mesopotamia; Roma y China. 

En Egipto antiguo el Faraón era el poseedor de las tierras y sus rentas, lo 

que originaba la necesidad de controlar el uso y explotación de la tierra pero el 

Faraón no podía hacerlo solo, dado lo vasto del imperio. 

Por otro lado, al surgir los primeros brotes de tendencias separatistas de las 

provincias, se hacía necesario controlar más aún la administración de las mismas 

(Sauneron, en Historia General del Trabajo: 1965; 145). 

El Centralismo de 12 administración estatal colocaba a la cabeza de la 

misma al Faraón y dependiendo directamente de él, estaba el Visir, que dirigía a 

las nomos y los condes, los cuales eran los jefes de provincia. 

El Visir dirigía la justicia (represión por abusos de poder, testamentos, 

nombramientos de jueces, etc); vigilaba los servicios públicos tales iímo las 

medidas a tomar frente a las crecidas del río Nilo etc. También dirigía la hacienda 

pública al controlar la recaudación de impuestos (www.artehistoria.com/245htm)  
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El Visir y el resto de los funcionarios eran privilegiados a los que se 

colmaba de constantes premios y favores. Los escribas ganaban altos salarios 

anuales, y más aún si eran escribas de la contabilidad (Ibidem). 

2.1.2. Mesopotamia. 

El Rey es el representante de los dioses en la tierra. El se encarga de 

dictar las leyes, dirigir la política, la religión, el derecho y la economía. Todos los 

impuestos y riquezas son entregados a Palacio, quien los redistribuye en la 

colectividad. A diferencia de Egipto Antiguo, el Rey delegaba parte de su poder 

"divino» entre el ejército y la administración. "El Estado fue dirigido durante 

mucho tiempo como una gran familia" (Bailén. Op.Cit; 6). 

Los servidores del Estado se denominaban "wardum" que significaba 

esclavo del Rey pues se conceptuaba que el funcionario servía a Dios a través del 

Rey y no al pueblo. 

Originalmente era la Iglesia quien administraba la justicia, hasta la aparición 

del Rey Hammurabi, el cual designa a los gobernadores para que administren las 

provincias y a los jueces civiles, los cuales se encargan de administrar justicia y 

de algunos aspectos administrativos como el control de las compras de palacio, 

etc. (Ibidem). 

Los gobernadores debían proteger la integridad territorial; vigilar los trabajos 

agrícolas; recaudar impuestos; atender la vida religiosa y ordenar sacrificios. 

Debían rendir informe periódico y detallado al soberano. 
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Los Asirios organizaron una especie de ejército profesional, en donde había 

letrados que se encargaban de contabilizar los bienes incautados en las batallas y 

de "relatar las peripecias de la campaña para la mayor gloria de su temible 

señor" (Gracelli, en Historia General del Trabajo: 1965; 101). 

2.1.3. Grecia 

Los funcionarios llamados escribas redactaban estatutos, llevaban la 

contabilidad; tenían una gran capacidad de resumen en sus escritos e incluso hay 

quienes opinan que fueron estos funcionarios los que inventaron el concepto de 

"copia" de un documento, al hacer dos tablillas con el mismo texto, una para cada 

parte interesada en su contenido. 

El Heraldo o Ministro, de origen noble, convocaba a las asambleas del 

pueblo y en tiempos de guerra eran los mensajeros de los reyes; eran a la vez 

jefes religiosos con autoridad para ordenar sacrificios. 

Los aedos o poetas eran funcionarios de palacio encargados de distraer a 

Reyes e invitados y eran muy respetados (Baniot, en Historia General del Trabajo; 

205-206). 

2.1.4. Roma 

Ser funcionario público en Roma constituía un honor y por lo tanto, a 

diferencia de las sociedades que hasta ahora hemos revisado, no era un servicio 

remunerado en sentido estricto. Los Magistrados, altos funcionarios 
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gubernamentales, eran los encargados de administrar justicia entre otras cosas; 

su carrera política era pagada con costosísimos honores y privilegios. 

El servicio militar; el pretor; el centurión o el legionario, tampoco eran 

servicios remunerados pero si era considerado una obligación de todo propietario 

la participación en el ejército, como una especie de contraprestación por la 

tenencia y/o propiedad de la tierra; defenderla de los ataques de extranjeros o 

bárbaros nómadas. En sentido contrario, los 'prolem darem" no poseían tierras y 

en consecuencia no tenían que formar parte del ejército. 

Roma, como es sabido, estructuró una compleja administrión estatal que 

pasó del centralismo a una descentralización obligada a medida que el imperio 

crecía. Ello conllevó a un aumento inusitado de "cancilleres", embajadorés y en 

general, una estructuración más compleja de la administración, de cara a recaudar 

los impuestos; administrar justicia (penal y civil); realizar servicios y obras 

públicas, etc. Pero siempre estaba en la base de la cultura romana el concepto de 

honorabilidad del cargo público, no remunerado pero sí muy bien recompensado 

con bienes y servicios, incluyendo esclavos personales, etc. (Remondon, en 

Historia General del Trabajo; 350). 

2.1.5. China. 

La formación intelectual fue siempre un pilar de la cultura milenaria China 

base para ascender en el escalafón oficial. Algunos autores se arriesgan a 

concluir que los chinos fueron los fundadores de la Carrera, Administrativa. (BaIlén; 

Op. Cit: 8) 
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El imperio de los Han impuso a los militares la obligación de estudiar la 

cultura. 

El sistema de enseñanza ordenaba a los estudiantes aprender las seis 

ciencias, consistentes en los cinco tipos de ritos; las seis especies de música; los 

cinco modos de. lanzar las flechas; los cinco procedimientos de conducción de los 

carros; las seis clases de escrituras; los nueve métodos del cálculo; las seis 

etiquetas; las tres virtudes (sincendad, vigilancia y piedad filial) y las tres prácticas. 

Al aprobar el examen final los alumnos podían ser clasificados en categorías que 

entre otras cosas, servía para ocupar cargos en la administración estatal. 

Durante el imperio de los Suei, se estableció el ingreso al servicio público 

mediante exámenes de admisión que posteriormente se generalizó en todo el 

imperio. Se hacían exámenes más complejos en la medida en que se intentaba 

ingresar a un nivel oficial más alto. La motivación de ésta práctica era la de 

sustituir paulatinamente a la nobleza hereditaria de la administración, por hombres 

nuevos, formados y cultos, designados según sus méritos. 

2.2. El Medioevo ó Feudalismo. 

El vasallaje feúdal del medioevo europeo se desarrolló en el marco del 

mejoramiento de las comunicaciones y de los conocimientos geográficos; 

progresos de las técnicas económicas; transformaciones militares; evolución del 

pensamiento intelectual y político y una activación de los sentimientos nacionales 

y xenófobos (www.artehisto(a.com/ 1189. Htm). 
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Entre 1400 y  1500 se consolidaron los Estados Nacionales modernos, 

proceso en el cual jugaron un papel importante los funcionarios y autoridades 

administrativas como los Virreyes; lugartenientes; gobernadores; corregidores; 

militares y judiciales. Este fortalecimiento a su vez promovió el expansionismo y 

con él, la transformación de tos anaratos de gobierno de la monarquía, proceso 

caracterizado por el auge de los trabajadores de la administración al servicio de la 

monarquía. 

Los "Letrados" eran funcionarios provenientes de sectores sociales 

intermedios o incluso pobres, que asumieron cada vez más una mayor cuota de 

poder en la administración estatal pero "con todo, la burocratización no 

desplazó a la nobleza, que mantuvo su papel político en la estructura estatal 

de la monarquía" (Ibidem). 

En resumen, podemos concluir que este periodo sirvió para consolidar el 

Estado Nacional y luego expandirlo con evidente muestras de imperialismo como 

fueron los casos de España; Francia e Inglaterra principalmente, y que ésta 

caracterización del periodo obligó a aumentar las actividades del funcionarado 

público pero sujeto a la monarquía, que mantenía el control del poder estatal y aún 

eclesiástico. 

En esta etapa, los funcionarios gozaban de los privilegios de la corte 

monárquica. No recibían salarios pero eran inconmensurablemente mejor 

remunerados que los trabajadores manuales o del campo, al servicio de la nobleza 

y aún de la monarquía. El respeto que se les rendía provenía del cargo público 
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que ostentaban, lo que en no pocas ocasiones provocó envidias e intrigas intra y 

extra palacio: (Ibidem; 8). 

2.3. La Revolución Francesa. 

Previo al estallido social de la revolución francesa él Estado Nacional europeo 

fue asumiendo responsabilidades cada vez mayores en materia social y 

económica. El tamaño mismo del aparato estatal creció espectacularrmente como 

consecuencia de sus nuevas y crecientes funciones. El Estado intervino por 

ejemplo en el ámbito de la educación. En Francia el sistema estatal de educación 

fue creado por Napoleón Bonaparte en 1808, promoviendo una virtual separación 

de los conceptos eclesiásticos en la educación. 

El Estado asumió también responsabilidad de protección y seguridad social, 

etc. (Ibídem; 9). 

La revolución francesa de 1789 proclamó al mundo la terminación de la 

monarquía absoluta y la creación de un nuevo Estado, basado en la filosofía 

liberal y los principios de libertad, igualdad y fraternidad que en términos de la 

administración del Estado se expresó en los siguientes conceptos. 
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Separación de tres órganos estatales; Ejecutivo; Legislativo y Judicial. 

Los trabajadores al servicio de la administración estatal responden al 

pueblo y no al monarca. 

La revolución francesa introdujo muchas reformas conceptuales que todavía 

rigen a nivel mundial en una buena cantidad de relaciones de trabajo entre los 

trabajadores estatales y la administración estatal como son los conceptos de 

nombramiento, como un acto soberano del estado; incondicionalidad del 

funcionario frente al Estado; especialización del funcionario en alguna de las tres 

ramas del Estado, etc. 

2.4. El Estado Interventor. 

En contraposición a tres siglos de laise fair, los principales actores sociales 

del capitalismo, trabajadores y empleadores (en sentido amplio), en una constante 

interrelación de guerra y armisticio, producen una reacción de la administración 

estatal a finales del siglo XIX que se expresa en la intervención del Estado en las 

relaciones obrero-patronales como una forma de garantizar la paz social. 

Este nuevo papel del Estado a su vez, produce una nueva necesidad de 

personas especializadas a todos los niveles, para afrontar este papel en los 

diferentes niveles y especialidades de la administración estatal. Así por ejemplo, 

surgen los Ministerios o Secretarías para asuntos del Trabajo; etc. 

Esta particular función del Estado sin embargo, provoca volver la mirada 

hacia los propios trabajadores del Estado, que ya para la segunda mitad del siglo 
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XX han dejado sentir sus protestas por estar excluidos de algunos derechos y 

beneficios de que gozaban desde tiempo atrás, los trabajadores al servicio de 

empleadores privados. Así por ejemplo, en 1931 se crea en México la 

Procuraduría Federal de la Defensa del Trabajo y en 1984 se creó la Procuraduría 

de la Defensa de los Trabajadores al servicio del Estado. 

Por último, el desarrollo del modelo económico socialista estatiza a todos 

los trabajadores. El experimento de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas 

sin embargo, fracasó después de 70 años, entre otras razones, por la creación de 

una elite de trabajadores estatales del más alto nivel, que no sólo vivía del erario 

público sino que gozaba de extremados privilegios que al resto ae la población 

(trabajadores estatales) les estaban vedados. 

Las recientes reformas económicas en países socialistas como Cuba y 

China Continental apuntan a una mayor equidad entre los trabajadores estatales 

de menor y mayor jerarquía en cuanto a derechos y privilegios. 
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B. DELIMITACIONES CONCEPTUALES 

El análisis y propuesta acerca de la situación laboral de los trabajadores al 

servicio del Estado requiere de precisiones conceptuales previas, a fin de no 

incurrir en interpretaciones subjetivas o alejadas del contexto en que son 

utilizadas. Es por ello que el prente trabajo intentará antes de continuar, 

especificar algunos conceptos, a nuestro juicio necesario para el mejor 

entendimiento del alcance de los mismos. 

1. El Trabajo 

Las personas interactúan entre sí y con la naturaleza que los rodea, 

produciendo un conjunto de relaciones personales e interpersonales, de grupo y 

de colectividad, a partir del concepto del trabajo. (Alonso García. Op. Cit; 5) pero 

es necesario definir el concepto trabajo en sí. 

En un sentido etimológico, la palabra trabajo alude a la sanción bíblica que 

pesa sobre el género humano. Se compone de dos términos latinos: "Trabs» y 

"Trabis" que significan Traba, dificultad o impedimento. Algunos aseguran que 

proviene de la voz latina uTripaliaren  que significa literalmente torturar con el 

instrumento de tortura llamado tripalium, o del griego "pono" que se traduce 

como trabajo, fatiga y pena (Vargas V: 1994; 2-3). 
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Existen diversas acepciones y concepciones de trabajo. 

"El Trabajo no es otra- cosa que el ejercicio de la propia 
actividad enderezada a la adquisición de aquellas cosas que son 
necesarias para los varios usos de la vida y principalmente para 
la propia conservación" 

Así lo definía el Papa León XIII en la 'cíclica papal Rerum Novarum en 

1891, concepto que fuera ratificado por Juan Pablo II en la encíclica papal 

Laborem Exercens, en 1981. 0 sea que noventa años después, la Iglesia 

mantiene el mismo concepto sobre el trabajo. 

"El hombre debe trabajar bien sea por el hecho de que el 
creador lo ha ordenado, bien sea por el hecho de su propia 
humanidad, cuyo mantenimiento y desarrollo exigen el trabajo. El 
hombre debe trabajar por respeto al prójimo, especialmente por 
respeto a la propia familia, pero también a la sociedad a la que 
pertenece, a la nación de la que es hijo o hija, a la entera familia 
humana de la que es miembro, ya que es heredero del trabajo de 
generaciones y al mismo tiempo coartifice del futuro de aquellos 
que vendrán después de él con el sucederse de la historia". (Juan 
Pablo II; Laborem Exercens; 1981). 

El trabajo es "La fuente de toda riqueza" ha dicho David Ricardo (Lenin: 

1974; 246), mientras que para Carlos Marx, es la producción de "Valores de uso" 

(Marx: 1974; 130-131). 

Nos interesa sin embargo destacar que no existe una concepción que 

delimite el trabajo entre "público y privado" ya que, como veremos más adelante, 

esta distinción hace alusión más al empleador y a los objetivos del trabajo que al 

trabajo en sí. 
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La noción jurídica del trabajo es lo que realmente interesa a la presente 

investigación, de allí que concordemos con Manuel Alonso García en que trabajo, 

desde este punto de vista, es: 

"toda actividád del hombre aplicada al mundo exterior, con 
independencia de sus resultados predominantemente especulativos 
o prácticos, en cuanto dicha actividad origina relaciones ordenadas 
por normas, según principios que constituyen la base de su 
régimen jurídico" (Alonso García; Op Cit; 7). 

Destacan en esta concepción cuatro elementos consustanciales al concepto 

trabajo que deben estar presentes en el uso jurídico del término: La ajenidad; la 

prestación personal del servicio; subordinación y rernunerabilidad; elementos sin 

los cuales no podríamos estar hablando de trabajo en sentido jurídico. 

2. El Trabajador. 

El Trabajador es, a la luz de los conceptos vertidos, el prestador del 

servicio, en condiciones de ajenidad; prestación personal del servicio; 

subordinación y remunerabilidad. 

La ajenidad consiste en realizar el trabajo para otra persona natural o 

jurídica o sea que el resultado del trabajo realizado no es apropiado por el que lo 

realiza, sino por otra persona, en virtud de un acuerdo (contrato habido entre 

ellos). 

La prestación del servicio, para que sea considerado como trabajo en el 

sentido jurídico y más específicamente en el sentido jurídico laboral, debe ser 
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personal pues si se realiza de otra forma o sea, a su vez contratando a terceros, 

entonces no se considera que hay trabajo en sentido ius laboral. La prestación 

impersonal de un servicio puede generar otras relaciones jurídicas pero no las que 

trascienden al derecho laboral. 

La subordinación supone el sometimiento del trabajador al querer del 

empleador en lo tocante al servicio contratado (jornada;, horario; normas 

disciplinarias, etc.) previamente acordadas entre ambas partes. La inobservancia 

del trabajador de la conducta de sometimiento al querer del empleador acarrea 

normalmente, la pérdida de la condición de trabajador. 

En cuanto a la remunerabilidad, hemos descritos que el trabajo remunerado 

es la característica principal y distintiva del modo de producción de bienes y 

servicios conocido como capitalista. Si no existe remuneración no existe trabajo 

en el sentido jurídico- capitalista y por ende no puede ser considerado en el ámbito 

del derecho del trabajo. 

El trabajador es un acreedor de salario y deudor de trabajo, mientras que el 

empleador es un acreedor de trabajo y deudor de salario, hablando con 

reminiscencias del derecho civil (Alonso García: Op Cit; 306). 

Por último hay que destacar que el trabajador debe ser una persona capaz 

de obligarse jurídicamente, de donde se sigue que los menores de edad como 

regla general; los incapacitados para obligarse como los sujetos a tutela o curatela 

(civil o penal) no pueden ser considerados trabajadores. Llama la atención sin 

embargo la existencia a nivel mundial, de trabajadores menores de edad que 
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aunque con limitaciones legales tendientes a protegerlos, se les permite trabajar, 

de acuerdo a la legislación nacional y aún internacional. 

3. El Servicio Público. 

Por servicio público debemos entender el conjunto de actividades 

que desarrolla el Estado para el cumplimiento de sus fines. 

Hay diversidad de términos que intentan describir los servicios públicos 

desde el punto de vista conceptual, tales como función pública; administración 

pública; sector público; etc. 

3.1. Función Pública. 

La función pública constituye el conjunto de deberes, derechos y 

situaciones jurídicas que se originan entre el Estado, los funcionarios y empleados 

públicos (Serra Rojas: 1959; 317). 

Belisario Porras intentaba definir función pública desde 1922, cuando 

describía: 
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"Para saber bien lo que es un funcionario es preciso tener 

conocimiento de lo que es una función: es un deber conferido o 

impuesto a una o varias personas para contribuir a la ejecución y 

aplicación de la Ley..." (Porras: 1922; 65). 

Según la Organización Internacional del Trabajo (O.l.T), las características 

que permiten definir mejor el servicio público son: 	 - 

Sus funciones: Administración, gestión y elaboración de políticas; 

• Sus empleados: Estructura y clasificación de los asalariados dentro del 

servicio y; 

• Su trabajo: Servir al interés público en la elaboración y análisis de opciones 

políticas así como su aplicación, apoyándose en criterios de neutralidad 

política, objetividad, anonimato y una neta separación entre el interés público y 

privado (www.11o.com/ Htm). 

3.2. La Administración Pública. 

La Administración Pública podemos definirla con Cabanellas así: 

"el poder ejecutivo en acción, con la finalidad de cumplir y 
hacer cumplir cuanto interesa a la sociedad en las 
actividades y servicios públicos. . .en su actuación, obra 
unas veces con la plenitud de poder, como representación 
M Estado y persona o entidad de Derecho Público; pero a 
veces contrata, gestiona, demanda o es demandada, como 
persona de Derecho Privado. . ." (Cabanellas: 1998; 170-171). 

La doctrina esta de acuerdo en que la Administración Pública posee una 

doble personalidad o capacidad de actuación; una vez como sujeto del Derecho 

Administrativo y otra vez como conjunto de actuaciones del Estado. Así por 
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ejemplo Garrido Fallas concluye que la Administración Pública en sentido subjetivo 

es la realización de tres tipos de actividad estatal: legislación; jurisdicción y la de 

ejecución (Garrido Fallas: 1994; 33). 

La Administración Pública en sentido general, se conceptúa como la 

actividad del Estado para alcanzar su fines (Merkl: 1980; 9) a la vez que el 

ejercicio de la soberanía interna del Estado, expresada en el conjunto de 

decisiones y actuaciones de sus autoridades. 

3.3. El Sector Público. 

En cuanto al concepto de "sector público" hay que destacar que se trata de 

una dicotomía conceptual desde el punto de vista económico, que lo distingue del 

"sector privado", en donde éste último se refiere a la producción de bienes 

materiales y servicios con ánimo lucrativo por parte del empleador, mientras que 

aquel es el conformado por medios de producción pertenecientes al Estado 

(García Murcia; 1998; 420-421). 

El concepto remite. en sentido amplio, a "la organización administrativa del 

Estado, esto es, a la organización institucional de los "servicios públicos". En el 

sector público se 'incluye, en definitiva, "la administración pública", como 

conjunto de gentes, organismos e instituciones de naturaleza pública 

encargados de desarrollar y poner en práctica las tareas de gobierno y 

administración que corresponden a los poderes públicos. . ." (García Murcia: 

Op Cit; 422). 
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4. El Trabajador Del Sector Público. 

Los trabajadores del Estado o de la Administración Pública, o del Sector 

Público, han tenido diversas denominaciones a lo largo de la historia e incluso en 

un mismo momento histórico; en una misma región o país e inclusive en una 

misma legislación. La sutil diferencia entre éstos y los trabajadores del sector 

privado en cuanto a la labor desempeñada o más bien en cuanto al patrono al que 

sirven, también los ha diferenciado a través de la historia. 

Las connotaciones culturales de cada término con que se diferencia a los 

trabajadores en la dicotomía entre sector público y privado afloran y se expresan 

en formas ideológicas planteadas en la legislación, a lo largo de la historia. 

En Francia y Rusia, a principios del siglo XVII, se crearon los Intendentes» 

y "oficiales" que eran especie de funcionarios encargados de la recaudación de 

impuestos. También se crearon los llamados Intendentes locales", para cada 

provincia. Ellos tenían además funciones administrativas y de información. Se 

creó un cuerpo de subordinados denominados "subdéleguez, maires y échevins 

(Kamenka: 1981; 16). 

En la época previa a la revolución francesa los funcionarios eran servidores 

del Rey y no de la nación y una parte de los cargos públicos era literalmente 

propiedad privada de los allegadós al Rey. La revolución cambió ese estado de 
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cosas. Los trabajadores al servicio del Estado respondían o debían responder 

según la filosofía revolucionaria, a la nación pues el soberano era el pueblo y de él 

emanaba la autoridad. Surgió entonces el concepto de "servidor público". 

(Kamenka: Op Cit; 19). 

Rápidamente en el resto de Europa se asumió que la administración 

del Estado era un "interés público" y por lo tanto los que laboraban en ella debían 

ser considerados servidores públicos o funcionarios públicos. 

También en Francia, tomó auge la teoría mecanicista de la administración: 

Auget de Montyon insistió entre otros fundadores de las ciencias administrativas, 

que se aplicaran a la administración estatal los principios de la mecánica. En un 

manuscrito inédito denominado "Des Agents de]' administration" decía de los 

funcionarios que: "son instrumentos administrativos tan necesarios que 

cuando son buenos pueden llevar al éxito al administrador más débil, y 

cuando son malos pueden anular las decisiones del administrador más 

¡lustrado, o bien cargado de trabajo tan excesivamente que perderá de vista 

sus verdaderos objetivos." (Kamenka: Op Cit; 41). 

En los siglos XVIII y XIX surgió en Europa una fiebre por reformas 

administrativas debido al entonces enorme tamaño del Estado. En 1971, Wilhelm 

Von Humboldt expresaba: "En la mayoría. de los estados se observa de 

decenio en decenio que aumenta el número de funcionarios públicos y la 

extensión de los registros, mientras que la libertad del súbdito declina 

proporcionalmente" (Humboldt, en Kamenka: Op Cit; 45). 
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En el siglo XVIII surgió el concepto "burocracia", que etimológicamente es 

una adición a la clasificación griega de los gobiernos, que surgiere un nuevo grupo 

de gobernantes: los funcionarios. Ya no son visires subordinados, sino una nueva 

categoría de gobernantes al decir de los críticos franceses. 

A Vinrnt de Gournay se le atribuye la creación del término, fisiócrata, 

mentor de Turgot, a quien también se le atribuye la acuñación de la frase "laissez-

faire, laissez—passer (Kamenka; Op. Cit; 47). El concepto surgió de manera 

peyorativa, cuya aceptación fue casi inmediata en toda Europa. Con tal concepto 

se identificó a todos los funcionarios, sin distinción. (Martínez Morales: 1991; 

302). El término identifica el formalismo, la altanería; el despilfarro de recursos; la 

falta de entusiasmo para desarrollar sus actividades; la corrupción y la adopción 

de trámites excesivos. 

Henry Monnies publicó en 1835.una monografía denominada uScenes de la 

vie bureacratique", (esenas de la vida de Un burócrata) en que describía un día 

en la vida de un burócrata así: "A las nueve de la mañana llegan los 

empleados al ministerio y se calientan alrededor de una estufa demasiado 

caliente; a las diez toman té y le sacan punta a sus plumas; a las diez y 

media conversan; a la una comen; a las dos se ponen a pasear dentro del 

ministerio. Sólo trabajan medio día, cuando el jefe de su división hace su. 

gira de inspección". Igualmenté Balzac; John Stuart Mil¡ y otros autores de la 

época, se expresaron en sendas publicaciones en contra de los funcionarios 

"burócratas". (Kamenka: Op. Cit; 62-63). 
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El concepto moderno de funcionario o servidor público también tiene 

diversas acepciones: 

Para Sayaguez Lasso, funcionario público es todo individuo que ejerce 

funciones públicas en una entidad estatal, incorporado mediante designación u 

otro procedimiento legal (Sayaguez Lasso: 1991; 201). 

Garcia Murcia sin embargo, nos da una definición más amplia al señalar 

que son las personas físicas contratadas para prestar sus servicios en régimen de 

ajenidad y dependencia, y a cambio de una retribución (García Murcia en Op. Cp; 

424). 

Alfredo Blanco Odio nos indica: 

"el servidor público nace y se desarrolla con el advenimiento de 
las sociedades hasta llegar a ser un personaje indispensable en el 
manejo de la administración y los servicios que este brinda, y el 
resultado de su trabajo servirá para lograr el bienestar de quienes 
forman parte de esa sociedad". (Blanco Odio: Libro en línea No.2: 
2000; 1). 

También se maneja el concepto de trabajador del Estado, a los cuales se 

les caracteriza o distingue de los "empleados públicos" por la forma de vincularse 

jurídicamente con el Estado, siendo que los primeros son contratados mientras 

que los segundos son "designados". A los trabajadores del Estado se les aplica el 

réqimen laboral que le es aplicable al resto de los trabajadores del 'sector privado" 

mientras que los "empleados públicos" se rigen por una norma predeterminada, 

normalmente descrita como el Estatuto de los servidores o empleados públicos. 
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El empleo público es un concepto jurídico que atañe a las relaciones 

laborales entre dos partes: El Estado como patrono; y los agentes públicos, en 

tanto empleados o trabajadores de la Administración Pública (Romero Pérez, en 

Memorias del XIIIer Congreso Iberoamericano de Derecho del Trabajo y la 

Seguridad Social: 1998; 394). Se da en éste sentido una equivalencia de nombres 

para el trabajador del Estado que podría ser denominado técnicamente "agente 

público", ya se trate de empleado iibordinado a un jefe, o un funcionario con 

potestad de jerarca (Romero Pérez: Op. Cit; 397). 

Modernamente, la burocracia pública "designa el conjunto de oficinas 

públicas o privadasy de los empleados asignados en ella a quienes se les 

pide la ejecución operativa y el control administrativo, llevados a cabo 

impersonalmente con base en criterios unificados y prefijados a cargo de 

todos los sujetos que entran en determinadas categorías generales" (Romero 

Pérez: Op. Cit; 403). 

Por último la Organización Internacional del Trabajo (O.I.T.) ha dicho que se 

acepta de mañera general, una distinción entre empleados públicos titulares que 

gozan de la 'asegundad del empleo", o que son "permanentes", "titulares" o 

"estatutarios", que gozan del estatuto de empleados estatales, y tos trabajadores 

del sector público no titulares, que son considerados como trabajadores 

contratados por el Estado. Sin embargo, numerosos sistemas consideran al 

conjunto de trabajadores del servicio público como trabajadores contratados. 

(www.11o.com/Htm.).  
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En Panamá, Iq mayoría de los textos legales en la actualidad describen a 

los trabajadores del Estado como "Servidores Públicos", desde el propio texto 

constitucirul. En Capítulos posteriores analizaremos entre otras cosas la 

trayectoria del término en nuestro país. Basta por ahora saber que el término 

descriptivo genérico es el de servidor público. 
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C. NATURALEZA JURII)ICA DE LA RELACION ENTRE 
TRABAJADORES Y EL ESTADO 

1. En La Doctrina. 

Las reivindicaciones laborales de los trabajadores promovidas a raíz de 

la revolución industrial, se desarrollaron un nno más lento en el caso de la 

función pública, pues recordemos que los trabaiadores del Estado pasaron de ser 

privilegiados y preferidos de la monarquía a servidores públicos que eran pagados 

con el erario y que, debido a la "burocratización" no se le hicieron mayores 

concesiones laborales pues por un lado no eran muy agradables a la vista popular 

y por otro lado no eran considerados trabajadores, sino "servidores". 

Todo esto determinó que el nombramiento de los servidores públicos, que 

establece el vínculo entre el Estado y aquellos, fuese objeto de diferentes 

posiciones doctrinales acerca de la naturaleza jurídica de éste acto. 

Rafael 'Martínez Morales ha propuesto un esquema de las teorías que 

explican la naturaleza jurídica del vínculo entre trabajador y Estádo (Martínez 

Morales: Op. Cit; 335 —338) que se resume de acuerdo a la siguiente agrupación: 

1.1. Teoría Civilistas. 

Herederas y cancerberas de las más puras tradiciones jurídicas romanistas, 

estas concepciones consideran la relación entre el Estado y sus trabajadores 

como la locatio" o arrendamiento de servicios, según el cual el Estado consensa 
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con el trabajador las condiciones de la prestación del servicio. Se trata, según 

estas teorías, de un acto de naturaleza contractual, en donde el Estado obtiene la 

fuerza, que requiere para cumplir con las funciones que le son atribuibles, 

mientras que el trabajador obtiene el pago de una remuneración por el servicio 

brindado. 

La función pública sin embargo, reviste una rigidez yio una reglamentación 

aplicables a los trabajadores al servicio del Estado, que desborda la locatio 

romana. De igual forma, las expresiones del contrato de trabajo moderno, que 

pudieran atribuirse a algún tipo (o a todos los tipos) de relación jurídica entre el 

Estado y sus trabajadores, se salen del marco conceptual de la clásica escuela 

romanista - civilista sobre arrendamiento de servicios y/u obras, como es el caso 

de las vacaciones; inducción; licencias y permisos; etc. 

1.2.Teoría del Contrato Administrativo. 

Según esta teoría, el nombramiento de un trabajador al servicio del estado 

constituye un contrato administrativo o sea, que se trata de un contrato en función 

del interés público, sujeto exclusivamente al régimen de derecho público 

(administrativo para ser más especifico). 

Los contratos administrativos son casi contratos de adhesión, aleatonos, en 

los cuales el particular sólo puede aceptar las condiciones preestablecidas en 

función del orden y el interés público, normas que son más o menos permanentes, 

y según las cuales el particular no debe sacar ningún provecho, salvo un mínimo 



28 

de garantías jurídicas que le' permitan el beneficio de una contraprestación 

segura. Pero en el caso del nombramiento de los servidores públicos, si bien se 

dan elementos del contrato administrativo también es cierto que el trabajador 

puede aceptar o no el nombramiento; en ocasiones se prepara profesionalmente 

o sea cursa estudios para ejercer la función pública, por lo que el nombramiento 

en éste caso no sólo responde a un interés general, sino también a uno particular. 

Por otro lado, el derecho administrativo está constituido por normas de 

organización y comportamiento del Estado frente a los particulares (Garrido Falla: 

1961; 125) mientras que la relación entre trabajadores y Estado cada vez más 

está sujeto a un mayor margen de negociación y acuerdo, sobre todo de carácter 

colectivo, lo que se sale absolutamente del marco del derech6 administrativo 

tradicional. 

1.3.Teoría del Acto Unilateral del Estado. 

Según la cual el nombramiento es un acto condición del Estado para con el 

trabajador, que debe aceptar el nombramiento y las condiciones de trabajo, sin 

tener derecho a revisar, proponer ni acordar nada con el Estado al respecto. No 

requiere consentimiento del servidor, pues es una imposición de orden público 

(Bailen; Op. Cit: 226). 

Esta concepción desconoce la realidad de que el nombramiento, por una 

parte puede ser rechazado por el trabajador y por otra parte, al menos en las 

democracias latinoamericanas del presente siglo, los gobernantes se esfuerzan 
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por asegurar atractivas condiciones de trabajo en el Estado, para beneficio de su 

clientela político partidista. Al igual que la teoría del contrato administrativo, 

desconoce la posibilidad de negociación individual y colectiva que en la actualidad 

existe en las relaciones entre trabajadores y Estado. 

1.4.Teoría del Acto Condición 

Consiste en la supeditación del trabajador al orden jurídico preestablecido, 

aceptando de antemano que el Estado puede cambiar ese orden jurídico en 

cualquier momento. Ello implica la existencia de normas jurídicas previas; la 

aceptación del trabajador acerca de la aplicación de ese orden jurídico y de que el 

mismo pueda ser cambiado. En otras palabras, el nombramiento se condiciona a 

la aceptación del estatuto previo existente. En el momento en que el trabajador 

deje de aceptar ese orden, pierde su condición de trabajador estatal. 

Los trabajadores se vinculan al Estado por medio del nombramiento y la 

nota principal de éste acto es que "el régimen de servicio o de la relación de 

trabajo si se prefiere el término, está previamente determinado en la Ley, y 

por lo tanto, no hay posibilidad legal de que el funcionario entre a discutir 

las condiciones de empleo, ni fijar' alcances laborales distintos que los 

concebidos por las normas generales y abstractas que la regulan" (Younes 

Moreno: 1994; 19). 
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Como queda escrito, esta teoría desconoce o no se ajusta a la realidad del 

sector, en donde no sólo se discuten, negocian y acuerdan condiciones de trabajo, 

sino que por vía de iniciativa parlamentaria popular, se modifican los estatutos 

preestablecidos, no pocas veces con la intervención de los gremios de 

trabajadores del Estado o sus representantes. 

Existe por último, el concepto de la "labonzación" de la relación entre el 

Estado y sus trabajadores, que esencialmente apunta a reconocer que la rigidez 

de esta relación de antaño ha ido dando paso a una nueva concepción de la 

naturaleza jurídica de la misma. Reconociendo que el Derecho del Trabajo se 

ocupa mucho mejor de este tipo de relaciones que la tradicional regulación con 

base en el Derecho Administrativo. De ello nos ocuparemos en el Capítulo 

siguiente. 

2. Diferencias y Semejanzas entre El Sector Público y Privado. 

Evidentemente no se puede hablar en términos absolutos de que las 

relaciones de trabajo en el sector público son iguales o distintas que las existentes 

en el sector privado, por lo que resulta imposible arropar un sólo concepto la 

naturaleza jurídica de esas relaciones pero sí es posible demandar los rasgos 

característicos de cada cual, a fin de ir señalando la tendencia de esa naturaleza 

jurídica y del régimen jurídico aplicable a ellas, correspondientemente. 
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2.1. Diferencias. 

2.1.1. Manual de Cargos y Funciones. 

En orimer lugar es importante destacar que el trabajo en el sector público 

está precedido de una necesidad expresada de manera permanente en un manual 

de cargos. "Los cargos públicos sólo pueden crearse para satisfacer 

necesidades permanentes de la administración pública" (Younes Moreno: Op. 

Cít; 59). En el sector privado, los contratos pueden responder a necesidades 

permanentes o temporales pero la propia actividad general de la empresa no tiene 

un carácter de permanente en tanto que está sujeta a las leyes del mercado. 

No es sin embargo alejarse de la verdad el reconocer la existencia de 

necesidades "contingentes" del Estado, las que deben proveerse mediante 

nombramientos eventuales o temporales. En nuestro país, la Ley de Presupuesto 

de la Nación prevee la posibilidad de nombramientos contingentes ( Ley 55 de 27 

de diciembre de 2000), en sus artículos 172 y subsiguientes, lo que a su vez 

suscita dudas acerca de su constitucionalidad, ya que el artículo 301 de la 

Constituóión Política ordena la existencia de un manual de clasificación de cargos 

que refleja las necesidades de nombramiento de personal al servicio del Estado. 

2.1.2. El Empleador. 

Es obvio que en el sector público o en la Administración estatal, no se sirve 

al mismo patrono que en el sector privado de la economía. Mientras que en este 
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último se está al servicio de un empleador particular cuyo animo de lucro es la 

motivación de la acti ,idd para la cual ha sido contratado el, trabajador, en el 

sector estatal se trabaja para un empleador que (al menos en teoría) existe para 

satisfacer las necesidades de la sociedad que no son asumidas por la empresa 

privada por no generar ingresos o por lo costoso de la inversión. 

La diferencia surge respecto a quien emplea. En el sector privado lo hace 

el empresario, normalmente a través de un departamento especializado de 

administración de recursos humanos o por propia decisión, mientras que en el 

Estado el empleador asume la figura del Gobierno Nacional. En el caso de 

nuestro país contrata o designa, a través de un nombramiento, el Organo 

Ejecutivo (Presidente (a) y Ministerios correspondientes), para reali7r actividades, 

en lo que se denomina "Gobierno Central" (cualquiera de los Ministerios 

existentes) en, tanto que para ingresar a una Institución descentralizada, el 

nombramiento lo hace el Jefe de la Institución (autoridad nominadora según la Ley 

9 de 1994). 

El empleador particular puede ser una persona natural ó jurídica, mientras 

que el Estado es una ficción jurídica, representada por las autoridades 

gubernamentales que cambian periódicamente debido a los procesos políticos 

electorales, de donde resulta que las personas que representan al Estado son más 

inestables que las que representan al empleador particular. Ello ha devenido en la 

práctica en confundir el concepto de trabajador del Estado con el de trabajador 

"del gobierno", con la consecuente inestabilidad de hecho. 
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2.1.3. Objeto del Trabajo. 

Es evidente que el fin de lucro es el objeto del trabajo en el sector privado 

de la economía, mientras que la satisfacción de un interés público general, es el 

objeto del trabajo en el sector público. Ello hace que la actuación en cada sector 

no sea igual y por lo tanto tenga diferentes niveles -de represión disciplinaria la 

actuación del trabajador en el sector público y privado. 

El empleador particular aparece y desaparece de la escena económica de 

acuerdo a las leyes del mercado, de oferta y demanda. En tal sentido, el 

empleador particular puede aumentar su mano de obra contratada o disminuirla, 

de acuerdo a las mencionadas leyes del mercado, mientras que el Estado no 

desaparece, por cuanto no desaparecen las necesidades que deben ser 

satisfechas por éste. 

Los trabajadores de la empresa privada producen bienes y servicios que 

son vendidos para satisfacer necesidades mínimamente básicas y de orden 

estéticos o de lujo. El Estado produce servicios que como regla no tienen valor 

agregado en cuanto a su costo pues algunos son gratuitos como la construcción 

de carreteras y caminos, y otros cobranpor el valor de su reproducción o 

mantenimiento (seguridad social, etc.) 

Resultan interesantes sin embargo, dos situaciones en las que 

interviene el Estado. En primer lugar cuando actúa como mediador entre capital y 
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trabajo en las disputas que originan las relacionas de trebejo, osas es el cual se 

comporta como asta pos expresa le coinsted de le 050isdeo, si "istsrds público". 

Paro por otra partán el Estado también da isonreisnebo beoda mebiebse del nipis 

XX es le psetids socodmine lucrativa p es nosasnüesois sntds es setos casos, 

como otro empresario capitalista, defensor do OOS propios intereses, nos le 

dualidad de ser el pos interpreta p depende el interés pddlinc e le ces. 

Es le practica seta 'Osisoids conlleve e le ncstoaids de roles sssspoiAs del 

trabajador estatal sos satd sujeto e os "soto nosbiAbs" del nombramiento Durante 

E ddnsds del 70 del nipIs AA Pesems senisnelied cePsa asrAnica es menos 

empresas tmsassnicssisa pavadas, como le energía eléctrica, telecomunicaciones 

p los posAse. A ano trabajadores se les epllob lapso especiales pos se enarcadas 

mondo mds el régimen laboral privado (Addipc de Arsdsjc) pos e le ispislsnids 

general pera los servidores pddt055 (Código Administrativo p otras). 

3.2. Esmsjsessn 

Como pa demos sedeledo, existe ose "isdorsiissnids" del trebejo es el cantor 

publico, nos lo pos se pnisrs expresar un acercamiento esAs ambos sistemas, es 

donde oso tome del otro importantes espantos, pos marcos le tendencia de 

moosoner que E unilateralidad ncsssstodissss del nombramiento, se de ido 

paulatinamente transformando es ose rslsAds mds bilateral p consecuentemente, 

menos oporose. 
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"Laboralización significa dar un tratamiento de conjunto a 
las relaciones de trabajo que tienen lugar en los sectores privados 
y público, habida cuenta de las importantes simetrías que 
presentan" (Morgado Valenzuela: 1998; 172). 

2.2.1. Legislación Aplicable. 

La Legislación aplicable a los trabajadores del sector público y privado 

son cada vez más uniformes y aunque revistan formas diferentes, el contenido se 

ha ido identificando. Así por ejemplo, la jornada de ocho horas laborales es 

reconocida en la legislación laboral del sector privado y también en la legislación 

(estatutaria) del sector público. Y si bien los trabajadores del sector privado 

reflejan en general mejores condiciones de trabajo, debido a sus seculares luchas 

para obtener esos logros, el momento histórico actual se caracteriza por una 

efervescente exigencia de los gremios de servidores públicos por equiparar sus 

condiciones de trabajo a las del sector privado, más allá del mínimo común de 

beneficios que comparten en legislaciones separadas. 

En Panamá, el artículo 2 del Código de Trabajo expresa que los servidores 

públicos se regirán por la Ley de Carrera Administrativa, y por las normas 

expresas del Código de Trabajo que les sean aplicables. En ese sentido, el 

artículo 46 del mismo Código, que versa sobre días de fiesta o duelo nacional 

verbigracia, es de aplicación general obligatoria a ambos sectores. 

La redefinición de los roles del Estado, que determinó en el pasado 

reciente su participación en empresas llamadas estatales, lo que a su vez conllevó 
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a dictar un estatuto especial para esos trabajadores estatales, parecido al régimen 

laboral del sector privado. 

Como se ha descrito, el caso de Panamá se materializó en la década del 70 

del siglo XX con la estatización de algunas empresas que explotaban servicios 

públicos. 

Lomismo ocurrió en otros países como España, en donde se distinguió en 

la legislación entre trabajadores al servicio del Estado y empleados públicos 

propiamente dichos. (Izquierdo Hernández y Molina Gracia-. 1995; 14) 

Recientemente, actuando en sentido contrario, las privatizaciones de 

empresas estatales han determinado que los trabajadores de esas empresas 

estatales, pasen a formar parte de los trabajadores regidos por la legislación 

laboral propiamente dicha, aumentando con ello el número de trabajadores del 

sector privado, en detrimento del sector público pero en fin de cuentas, aplicando 

las mismas normas de trabajo a los que desarrollan funciones publicas y privadas. 

2.2.2. Derechos Laborales Universales. 

La necesidad del reconocimiento de algunos derechos inherentes a todo 

trabajador, independientemente del sector (público o privado) en el que se 

ubique, armoniza un conjunto de normas que deben ser universalmente 

aplicadas a todos los trabajadores. "Resulta muy difícil perder de vista que 

pese a su condición especialísima de trabajadores públicos, más por la 
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naturaleza del servicio que prestan o por la del organismo o entidad en 

que laboran, los emplAados al servicio del Estado tienen derechos que 

reclamar, protección que solicitar y aspiraciones que hacer valer" (Silva 

Cima, en Morgado Valenzuela: Op. Cit;. 175). 

La necesidad de trabajo efectivo; remuneración digna; la ausencia de 

discriminaciones por razón de índole política, racial, de género, religiosa, etc; la 

igualdad de salarios; la eliminación del trabajo forzoso en todos sus formas; así 

como los derechos colectivos de organización; negociación colectiva y huelga, 

forman parte de los derechos reconocidos por la mayoría de los Estados del 

planeta, reflejados en las legislaciones nacionales y aún internacionales a favor de 

todos los trabajadores, sin distingo alguno. 

En Panamá por ejemplo, la Constitución Política contiene un Capítulo (El 

Trabajo) dedicado a establecer lo que ella misma denomina "garantías mínimas" a 

favor de todos los trabajadores y aunque al igual que en el resto de América 

Latina, no se ejecuten estos derechos con criterio amplio e imparcial en la mayoría 

de las veces, están plenamente vigentes y pueden (y deben) ser invocados por 

cualquier trabajador. Entre esos derechos destcan el derecho al trabajo (artículo 

60); la protección a la maternidad de la mujer trabajadora (artículo 68); salario 

mínimo (artículo 61); igualdad de salarios (artículo63); jomaaa máxima de trabajo 

(artículo 66); jurisdicción laboral (artículo 73); derecho a la sindicación (artículo 

64); y a la huelga (artículo 65), etc. 
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El protocolo de San Salvador, que en realidad es un Protocolo Adicional a la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales,,  establece los derechos de no discriminación 

en el trabajo; derecho al trabajó; a la remuneración justa; libertad de vocación; 

derecho a promoción y ascensos; estabilidad en el empleo; seguridad e higiene; 

limites a la jornada ordinaria, etc. 

Así mismo, la Organización Internacional del Trabajo (O.I.T.) ha destacado.  

un conjunto de Convenios que considera como fundamentales y que a partir de la 

Conferencia del Trabajo de Ginebra de 1998 ha elevado al rango de Derechos 

Humanos laborales. Entre ellos se distinguen los siguientes: Convenio No. 29, 

relativo al trabajq forzoso; Convenio 87, sobre libertad sindical y protección del 

derecho de sindicación; Convenio 98, sobre sindicación y negociación colectiva; 

Convenio 100, sobre igualdad de remuneración; Convenio No. 105, sobre 

abolición del trabajo forzoso; Convenio 111 sobre discriminación (en el empleo y 

en la ocupación) y Convenio No. 138, sobre la edad mínima para trabajar. 

Todos estos derechos no distinguen entre los trabajadores al servicio del 

estado o del sector privado pues son inherentes a la persona humana que trabaja 

no importa el lugar, ni el tiempo, ni el patrón a1 que sirvan. Y es que como dice 

Alain Supiot, es engañosa la dicotomía entre público - privado" No es cierto que 

la esfera pública retroceda irremisiblemente ante los valores y los métodos del 

sector privado, sino que están modificando las relaciones entre uno y otro. El reto 

que se plantea es redifinir los valores de interés general comunes a ambas 

esferas" (www.11o.com/— 115-6.htm). 
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A juicio de Morgado Valenzuela, las transformaciohes en la denominación 

de los trabajadores estatales reflejan los cambios ocurridos en la 

conceptualización de "laboraUzación" que hemos descrito (Morgado Valenzuela: 

Op. Cit; 176). 

Concordamos con los autores que resumen el camino recorrido por el 

funcionario público empezando por describirlo como el que hacía funcionar el 

Estado y se convirtió en servidor público cuando el Estado necesitó además de 

funcionarios, personas que brindaran los servicios requeridos por la amplia masa 

de usuarios. Se transformó en empleado cuando el acceso a la administración se 

convirtió en una forma de ingreso para sobrevivir y finalmente derivó en la 

condición de trabajador cuando sus condiciones de trabajo y necesidades se 

tornaron muy similares a las de los trabajadores del sector privado (Morgado 

Valenzuela. Ibidem) 

En Iberoamérica se han utilizado todas las expresiones que reflejan lo 

descrito; funcionario (Uruguay); funcionario público (Bolivia; Brasil; El Salvador; 

España; Perú; Venezuela y República Dominicana); funcionario del Estado (Chile 

y Perú), funcionario de la administración pública (Bolivia y El Salvador); Servid—  

(México); servidor público (Brasil; Colombia; Costa Rica; Ecuador; El Salvador; 

Honduras; Panamá y Perú); Servidor del Estado (Honduras); Servidor de la 

Administración Pública (Brasil); Empleado Público (Bolivia; Brasil; Colombia; El 

Salvador; Guatemala; Honduras; Paraguay; Perú; República Dominicana y 

Venezuela); Empleado del Estado (Colombia); Empleado de la Administración 

Pública (Bolivia y El Salvador); trabajadores (México); trabajadores públicos 
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(Paraguay); trabajadores del Estado (Guatemala); y trabajadores, al servicio del 

Estado (Panamá). 



CAPITULO II 
FUNDAMENTACION TEORICA 



42 

A. EL DERECHO DEL TRABAJO COMO REGENTE DE LA 
RELACION ENTRE TRABAJADORES Y EL ESTADO. 

Para sugerir una propuesta. de unificación legislativa que regule las 

relaciones de trabajo tanto en el sector públicó como privado, es necesario 

además de tener capacidad creativa, conocer y manejar aspectos fundamentales 

'1e1 Derecho del Trabajo y de¡' Derecho Administrativo o Estatutario, como 

normalmente se denomina a la parte del Derecho Administrativo que regula las 

relaciones laborales con el Estado. 

"La mejor respuesta a la cuestión de porqué existen reglas 

particulares para el sector público es el hecho de que no resulta fácil 

cambiar lo que se viene haciendo durante siglos" ha dicho el laboralista sueco 

Folke Schmidt (Schmidt, en Pla Rodríguez: 1998; 130). Para hacer una propuesta 

como la descrita, debe hacerse suficientemente sólidá, "no sólo para que resista 

los embates de la crítica, sino para que alcance el prestigio necesario 

proveniente del propio valor del estudio" (Pta Rodríguez: Op. Cit; 130). 

En tal sentido, se hace necesario precisar el alcance del Derecho del 

Trabajo, a fin de sustentar la propuesta descrita. 
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1. Concepto del Derecho del Trabajo. 

Existiendo un sinnúmero de descripciones de Derecho del Trabajo, 

presentamos aquellas que a nuestro juicio abren las posibilidades teóricas para 

proponer la vigencia y aplicación del mismo al trabajo en el sector público. 

Kaskel Dersh ha sostenido que "El Derecho del Trabajo es el ejemplo 

típico de que la evolución moderna del Derecho conduce cada vez más a un 

entrecruzamiento de Derecho Privado y Derecho Público, sin que con esto 

nazca una nueva categoría" (Dersh: 1996; 6). 

La noción de Derecho del Trabajo va vinculada más al concepto trabajo o 

trabajador que a las categorías en que estos últimos se puedan clasificar, 

específicamente entre "públicos y privados". Bajo tal concepto, Oscar Vargas 

Velarde lo define así: 

"Derecho del Trabajo es el sistema de principios y normas 
jurídicas que regulan las relaciones entre trabajadores y 
empleadores y la intervención del Estado en dichas relaciones, 
con los propósitos de proteger a tales trabajadores y de 
proporcionar ocupación remunerada a los desempleados, de 
modo que les asegure las condiciones necesarias para una 
existencia decorosa como presupuesto indispensable para 
alcanzar la Justicia Social" (Vargas Velarde: 1995; 13). 

Para Trueba Urbina Derecho del Trabajo es: 

"El conjunto de principios, normas e instituciones que protegen, 
dignifican y tienden a reivindicar a todos los trabajadores que 
viven de sus esfuerzos materiales o intelectuales, para la 
realización de su destino histórico" (Trueba en Vargas Velarde: Op. 
Cit; 14). 



44 

No hay en este concepto tampoco dicotomía alguna entre los trabajadores, 

basada eh el patrono al que sirven o de acuerdo a la forma jurídica como se 

vinculan con su empleador. 

El Derecho al Trabajo no distingue al trabajador de forma alguna ya 

que el mismo es el sujeto y objeto de esta disciplina. "Se trata de una disciplina 

que va más allá de la sola prestación de servicios. Le interesa el hombre, 

como merecedor de protección (...)" ha dicho Néstor De Buen (De Buen: 1997; 

29-30), por lo que no es posible limitar su ámbito de aplicación; o restringir su 

objeto a la mera defensa del contrato de trabajo ya que su función social es mucho 

más trascendente (Cavallos Flores: 1996; 28). 

Concluimos con el maestro De la Cueva, que si el fin último de la justicia es 

el hombre, exigiendo entre otras cosas condiciones de trabajo que le aseguren 

una vida decorosa y digna, para su igualdad con todos los hombres y su libertad 

real y no formal, entonces al Derecho del Trabajo le interesa el Trabajo y la 

persona del trabajador, en sentido universal, extendiéndose a todos los seres 

humanos explotados a consecuencia de su trabajo, concluyendo que "el trabajo 

humano es idéntico en todos sus matices, por lo que exige una 

reglamentación uniforme" (De la Cueva, en Pla Rodríguez, Op. Cit; 128). 

Desde la óptica Administrativa, ya hace varias décadas se iba cediendo 

terreno a la posibilidad teórica de que algunas de sus figuras fuesen asimiladas 

por otras ramas del Derecho. Así por ejemplo, Garrido Falla señalaba en 1961: 
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"Los limites que separan al Derecho Público del Privado 
no son fijos ni apnorlsticos; el conjunto de circunstancias 
históricas operante en cada momento determinado pueden dar 
indudablemente un carácter dinámico a la clásica distinción entre 
ambos campos del Derecho" (Garrido Falla; Op. U. 125). 

2. Laboralización de la Relación entre Trabajadores y El Estado 

Tradicionalmente como se ha expresado, se asumía que la relación de un 

trabajador con el Estado se regía por la normatividad estatutaria asumida 

unilateralmente por el Estado, regulada por el Derecho Administrativo,' basado en 

el interés público y el aseguramiento de la continuidad de los servicios públicos. 

La relación de trabajo con el empleador particular, era regulada por el Derecho del 

Trabajo, basada en el principio protector del trabajador. 

Esta dicotomía defendía y sustentaba al Derecho Administrativo frente al 

tradicional Derecho Civilista romano, tan arraigado en las bases mismas del 

Derecho, y que'a'fectó o marcó también al propio derecho canónico y ambos que a 

su vez fueron la base jurídica de las relaciones en el nuevo mundo. 

Esta distinción también sirvió de base para que el Derecho del Trabajo se 

convirtiera en autónomo, superando el concepto civil- romanista de la locatio". 

Pero la existencia de ambas ramas encontraron en la práctica puntos de 

coincidencia que terminaban en conceder al Derecho del Trabajo una mejor 

posición para regular ambas relaciones: la existente entre trabajadores y 
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empresarios particulares y la de los servidores públicos con El Estado, atendiendo 

ya no al interés público, la continuidad de servicio público o la exclusiva protección 

M trabajo, sino la defensa de la dignidad humana en la dimensión laboral. 

Américo Pla Rodríguez describe los factores que a su juicio provocaron 

§stas coincidencias (Pla Rodríguez: Op. Cit; 126-129). Por compartir dichos 

criterios, los resumimos de la siguiente forma: 

El primer factor fue la creciente expansión de la actividad del Estado, 

que no sólo abordó tareas nuevas desde hace algunos siglos, corno la educación, 

seguridad social; cultura, etc., sino qué desarrolló una participación en la actividad 

económica lucrativa. Con ello se homologó la realización de actividades que 

desarrollaban algunos trabajadores del sector público y privado (En Panamá por 

ejemplo, la participación del Estado en empresas corno la explotación de ingenios 

azucrros hacía que sus servidores públicos desarrollaran actividades 

semejantes a la de los trabajadores de los ingenios particulares). 

El desarrollo progresivo del ámbito de aplicación del Derecho del Trabajo 

fue otro factor influyente en el fenómeno de la laboralización de las relaciones de 

trabajo estatales, pues hay que recordar que una característica del Derecho del 

Trabajo aceptada erga omnes es su constante evolución. 

El Derecho del trabajo alcanzó originalmente a los obreros fabriles o 

industrializados, luego se extendió al comercio; alcanzó al trabajador rural o 

agrícola; al marítimo; al intelectual; al artista; al maestro; al trabajador doméstico; 

etc. El camino que destaca la tendencia histórica es el de cubrir a todos los que 
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prestan servicios en condiciones de ajenidad, de forma personal, a cambio de una 

remuneración. Esta tendencia histórica camina indefectiblemente hacia cubrir a 

los trabajadores estatales. 

Nuestro Código de Trabajo patrio contiene un Título (el VII), denominado 

"Contratos Especiales", que incluye domésticos; trabajadores a domicilio; agentes 

vendedores, de autotransportes; del mar; etc. La mayoría de los cuales no habían 

sido incluidos en la legislación laboral que antecedió al Código de Trabajo vigente 

desde 1972. 

Otro factor fue la igualdad de las condiciones de trabajo que 

progresivamente se fue dando entre todos los trabajadores, tanto del sector 

público, como del privado. Recordemos que los servidores públicos perdieron 

muchos privilegios con el transcurrir de los tiempos pero por otro lado, los 

trabajadores del sector privado, debido a una secular y encarnizada batalla por 

sus derechos, fueron conquistando mejores condiciones de trabajo, lo que en un 

momento dado equiparó a ambos trabajadores en cuanto a condiciones de 

trabajo. 

Hoy en América Latina por ejemplo, la lucha por la jornada de trabajo, ya 

sea para reducirla, ya para hacer cumplir las normas sobre jornada extraordinaria, 

identifican la lucha de los trabajadores de ambos sectores. En Panamá un caso 

evidente de igualdad de condiciones es la protección a la maternidad de la mujer 

trabajadora, descrita en el artículo 68 de la Constitución Política, fundamento para 

reconocerles derechos a la mujer embarazada que labora en el sector público, 
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mientras que los artículos 106 al 116 del Código de Trabajo, otorgan los mismos 

derechos para el caso de las trabajadoras del sector privado. 

Un cuarto factor es la unificación de labores por parte del servidor público 

con respecto al trabajador del sector privado. "En ambos casos una persona 

entrega su tiempo y sus energías al servicio de otra, que dispone en su 

beneficio de ese tiempo y de esas energías y las orienta y dirige" (Pla 

Rodríguez: 0p. Cit; 127). Dicho en otras palabras, se cumple en el sector público 

con las características del trabajo que intran  al Derecho y en particular al 

Derecho del Trabajo y que son: prestacióndel servicio de forma personal; trabajo 

para otro o "ajenidad" como la hemos descrito anteriormente; bajo la 

subordinación o dirección del empleador, y a cambio de una retribución. 

Es importante recalcar que al Derecho del Trabajo le interesa este y no otro 

tipo de trabajo, pra protegerlo de la injusticia que genera el tener sólo la fuerza de 

trabajo para venderla, al decir de los marxistas, o la capacidad para trabajar, 

frente a un empleador poderoso por ser poseedor de los medios de producción 

(empresario) o representar a toda la sociedad (Estado). 

Un aspecto que debe ser aclarado sobre el tema comentado es que al 

referirse al trabajo "por cuenta de otro" se quiere destacar el hecho de que no se 

trabaja para sí mismo o para apropiarse del producto del trabajo, o del valor 

agregado, sino que otro es quien aprovecha el resultado del esfuerzo. 

Quizás se pudiera decir que "El Estado no tiene dueño" y por lb tanto quien 

se apropia del resultado del trabajo en el sector público es la sociedad, el 
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soberano como expresara Rosseau sin embargo; hay que aclarar que aunque ese 

enunciado fuese cierto, lo que trasciende en este aspecto es que el trabajador 

estatal no se aprovecha directamente del valor agregado o del servicio producido, 

sino que lo entrega a su empleador. 

Otro factor que ha influido en la laboralizacián de la relación de trabajo 

al servicio del Estado es la p' 	aplicación del principio laboral de que la verdad 

material debe primar sobre la formal. "Lo que motiva la protección al-trabajador 

es que efectivamente haya trabajado, sin interesar mayormente el título 

jurídico o el origen de la vinculación" (Pla Rodríguez: Op. Cit; 128) 

El trabajador estatal, al igual que su colega del sector privado presta un 

servicio; vende su fuerza de trabajo o su capacidad de agregar valor. En el 

desarrollo de esa actividad, interactúa con sij empleador e independientemente de 

lo que pueda señalar la norma o la formalidad o ritualidad del ingreso y ejercicio de 

la función pública, lo cierto es que se pone en juego la misma fuerza, el mismo 

ahínco, el mismo entusiasmo (o falta de entusiasmo) al trabajar para el sector 

público o privado. 

Al respecto podemos mencionar a guiza de ejemplo, la situación de los 

trabajadores estatales panameños nombrados en la planilla de "eventuales" más 

por falta de cargos y salarios en la estructura gubernamental de cargos 

permanentes que por reales necesidades del servicio. Ellos, que ingresan al 

servicio o a la función pública como medio de obtener un empleo, se mantienen en 

la categoría de "eventuales" por muchos años, sin pasar a la planilla de 
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"permanentes". Para el - Derecho del Trabajo estos trabajadores gozan de 

antigüedad desde el momento en que, iniciaron su relación de trabajo como 

eventuales pero para el Derecho estatutario panameño (formalista como todo 

Derecho Administrativo) ese trabajador no tiene ningún derecho derivado de la 

antigüedad. 

Por último, un factor que influyó en la laboralización fue el que las 

condiciones de trabajo se homologaran mediante la legislación separada del 

estatuto de los servidores públicos y de la legislación laboral de los trabajadores 

M sector privado. Esta homologación legislativa también ocurre a veces en un 

mismo texto de aplicación general. 

En nuestro país podemos destacar dos ejemplos de textos legales 

separados para cada sector de los trabajadores, que homologaron las condiciones 

de trabajo. El primero de ellos es el de la defensa del salario de los trabajadores. 

En el Código de Trabajo, los artículos 161; 162 y  163 establecen los límites 

descontables del salario de los trabajadores mientras que a los servidores públicos 

se les aplica la Ley No. 92, de 27 de noviembre de 1974, por la cual se adoptan 

medidas de protección al sueldo del empleado público", con casi el mismo 

contenido que los normas del Código de Trabajo citadas. 

Otro caso de homologación legislativa es el beneficio del llamado uXIller 

mes", bonificación especial de todos 'los trabajadores. El Decreto de Gabinete 

No.221 de 19 de Noviembre de 1971 estableció el Décimo Tercer mes "como 

retribución especial a los trabajadores", de aplicación solamente para el sector 
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privado según se desprende de sus artículo 1 y  4. Para los servidores públicos, el 

mismo beneficio, con algunas limitaciones, se estableció mediante Ley 52 de 16 

de mayo de 1974 Por la cual se instituye el décimo tercer mes para los servidores 

públicos". 

De la misma forma, la Ley 10 de 22 de enero de 1998 estableció un 

procedimiento para que las prestaciones y derechos acumulados dé los servidores 

públicos que fallezcan les sean entregados a sus familiares sin necesidad de un 

juicio de sucesión, en la misma forma que lo establece el artículo 154 del Código 

de Trabajo. 

La Ley 134 de 17 de abril de 1943 Orgánica de la Caja de Seguro Social y 

sus reformas es sin embargo, aplicable a todos los trabajadores sin ningún tipo de 

distingo, al igual que las normas contenidas en el libro II del Código de Trabajo, 

sobre riesgos profesionales. 

Para Alain Supiot, a partir de la década de los 80 del siglo XX, la política 

de privatizaciones de empresas estatales hacen que un mayor número de 

trabajadores pasen a regirse por el Derecho del Trabajo pero además, la función 

pública que desarrollan esas empresas, ahora en manos privadas, se regula en 

cuanto a la relación de trabajo por vía del Derecho del Trabajo. Ello implica 

obviamente un retroceso de lo público ante lo privado pero a su vez implica que la 

regulación de la relación laboral ahora debe incluir algunas funciones públicas, 

concluyendo entonces que se trata de una doble penetración o compenetración; 

"una recomposición de las relaciones entre lo privado y lo público". (Supiot 

en: Revista Internacional del Trabajo: 1996; 79. 
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La laboralización de las relaciones de trabajo en el sector público supone un 

tratamiento conjunto a las relaciones de trabajo que se producen tanto en el 

sector público como privado, habida cuenta de las simetrías existentes entre ellas, 

debido a los factores que hemos descrito. Esta Laboralización se da en el sentido 

de favorecer la vigencia del Derecho del Trabajo en detrimento del Derecho 

Administrativo tradicional. "Laborizar comprende el concepto de tránsito desde 

una situación a otra. La situación de remplazo es la de naturaleza laboral. 

La reemplazada es la de la naturaleza administrativa estatutaria". (Morgado 

Valenzuela: 1998; 172). 

Ahora bien, de lo escrito hasta aquí podría asumirse que el Derecho del 

Trabajo ha invadido absolutamente el ámbito de las relaciones laborales en el 

sector público. Nada más alejado de la verdad. Lo que ocurre es que el Derecho 

Administrativo ha ido cediendo terreno paulatinamente al Derecho Laboral pero no 

han desaparecido las diferencias naturales que se muestran al considerar la 

función pública y la continuidad del servicio. 

De allí que a menudo la forma que asume esta cesión es la de reconocer, 

desde el Estatuto Gubernamental (la decisión del Estado plasmada en ley, que 

debe ser obedecida por el trabajador a su servicio), los derechos y condiciones de 

trabajo que la Ley laboral otorga a los trabajadores del sector privado. "La 

laboralización "ha venido a significar absolutamente, la penetración de 

instituciones y principios jurídicos—laborales en el ámbito 	del Derecho 

Administrativo funcíonarial." (Izquierdo Hernández y Molina García: 1995; 20-21). 
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Se trata de un nuevo Derecho, común a todos los trabajadores, aplicable a 

las relaciones de trabajo en el sector público "de base privada pero con 

modulaciones derivadas de la aplicación de principios iuspublicistas" 

(Izquierdo Hernández y Molina García: Op. Cit; 22). 

En algunos casos, cñmo el de España, bajo determinadas condiciones, los 

trabajadores incluso pueden optar por la aplicación de uno u otro régimen (público 

administrativo o laboral), o se puede accesar a alguna de las dos regulaciones por 

orden judicial o por decisión legal o reglamentaria. En este país incluso se han 

creado sindicatos mixtos de trabajo, desde la década de los 80 del siglo XX. 

3. De Las Téorías Dualistas a Las Monistas. 

En un plano relativamente abstracto, la discusión doctrinal ha girado en 

tomo a la prevalescencia de la llamada teoría dualista o monista. La primera 

sostiene' que existen (y deben existir) dos ordenamientos jurídicos distintos y 

separados para regular las relaciones de trabajo en el sector público y privado de 

la economía, habida cuenta de la diferencia en el objetivo final, tesis como hemos 

visto, sostenida por los, detensores tradicionales del Derecho Administrativo. 

La tesis monista, que es obviamente sustentada por un amplio y creciente 

número de ius laboralistas (Livellara: 1998), e incluso por destacados 

¡uspublicistas (Casinelli: 1989) señalan que de lo que se trata es de regular el 

trabajo, con prescindencia de para quien se realizó, ni cuáles son las motivaciones 
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del empleador, etc. Desde este punto de vista, no es necesario dos sistemas 

jurídicos para regular el hecho social del trabajo (Vasquez: 1994; 8). 

Carlos Sacchi ha criticado o descrito los aspectos negativos de la tesis 

dualista (Sacchi; 1995) y  sometido a un riguroso examen doctrinal que no deja 

lugar ,a dudas acerca de la posibilidad y necesidad de sustituirla por la tesis 

monista. 

De acuerdo al análisis de Sacchi, la exposición crítica de la tesis dualista 

evidencia las siguientes características: 

a) Promueve y facilita la negación de los derechos colectivos a los 

trabajadores del Estado, ya que aunque una buena cantidad de Constituciones 

Iberoamericanas reconocen de manera general los derechos colectivos de 

sindicación; negociación colectiva y huelga, sin distinguir entre trabajador estatales 

o al servicio de empresas privadas, en la práctica no ocurre así, siendo que los 

trabajadores estatales no logran concretar esos derechos, si no que en la mayoría 

de los casos, los hacen valer de hecho. 

Cuando un Estado otorga (vía Estatuto o norma legal de carácter 

administrativa) algún derecho colectivo o los trabajadores del Estado, lo hace con 

una gran cantidad de restricciones, como lo son el arbitraje obligatorio; la 

exclusión sindical a determinados grupos de trabajadores; el establecimiento de 

procedimientos tediosos y obligatorios previo al ejercicio de la huelga; el 

impedimento de ejercer huelga al 100% en los llamados servicios esenciales; etc. 
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Un dato estadístico que refleja la realidad de lo descrito es que el Convenio 

No.87 de la Organización Internacional del Trabajo (O.I.T.), sobre libertad sindical, 

ha. sido ratificado por ciento treinta y nueve (139) países de los ciento setenta y 

nueve (179) miembros de O.I.T. De ellos, diez y ocho (18) son Estados 

Latinoamericanos. 

El Convenio No.98 de O.I.T., sobre negociación colectiva, ha sido ratificado 

por ciento cincuenta y un (151) países, diez y seis (16) de ellos son Estados 

Latinoamericanos. 

Como quiera que los Convenios descritos fueron adoptados por sendas 

Conferencias de O.I.T. y su interpretación general es que ,no distinguen, a la hora 

de ejercer los derechos allí consagrados, entre trabajadores estatales y del sector 

privado, surgió un punto de interpretación en sentido contrario, entonces la 

Conferencia Anual de la O.I.T., celebrada en 1978 prohijó el Convenio No.151, 

que expresamente otorga a los servidores públicos, los derechos de sindicación, y 

negociación colectiva. 

Este Convenio sin embargo, sólo 'ha sido ratificado por treinta nueve (39) 

países miembros de O.I.T.; dentro de ellos solamente cuatro (4) Estados 

Latinoamericanos (Argentina, Colombia, Perú y Uruguay). 

b) Tergiversación y negación de los conceptos laborales aceptados erga 

omnes, como es el caso de! salario verbigracia. 
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El concepto salario se ha pretendido sustituir por el de "sueldo" y además 

restarle fuerza a las consecuencias del pago del salario (o de la falta de pago). 

Así por ejemplo, en el sector público, como regla general no se maneja el 

concepto de comisión o cuotas adicionales de salario por, aumento en la 

productividad. 

Es obvio que hay diferencias entre ambas prestaciones de servicio como 

hemos descrito antes. Por ello, las categorías conceptuales no pueden 

trasponerse de manera automática de un sector a otro, pero ello no obsta para 

reconocer la esencia del manejo de cada concepto jurídico ,del Derecho del 

Trabajo. 

Desde este punto de vista resulta bastante difícil aspirar verbigracia a que 

los trabajadores estatales participen en las utilidades (cuando no se trate de 

empresas públicas o mixtas), lo cual se deriva del manejo del concepto salario. Lo 

que resulta inverosímil es que so pretexto de la tesis dualista, se pretenda negar el 

salario mínimo (como ocurre en Panamá) a los servidores dé¡ Estado, ó que no se 

reconozca el pago de salarios por jornada extraordinaria, como suele ocurrir. 

c) Justifica disposiciones irracionales en materia disciplinaria. En tal 

sentido se ha llegado a proponer, (aprobar y ejecutar) las multas y las 

suspensiones con obligación de trabajar, o el traslado corno sanción, 

justificándose en la "función pública" y el deber exagerado de probidad que se le 

exige a los trabajadores de base (y que normalmente no cumplen las altas 

autoridades, por lo menos en América Latina). 
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La facultad sancionadora de los jefes de la más alta y mediana jerarquía, 

sin previo juicio o sin previa investigación, son también formas irracionales 

disciplinarias, adoptadas por las tesis dualistas, sin considerar la amplitud de 

criterio con que se describe a los 1'trabajadores de libre nombramiento y remoción", 

sin consideración alguna a su antigüedad, especialización técnica o profesional y 

sin siquiera considerar la inversión hecha por el Estado en capacitación técnica de 

ese trabajador; en dos palabras, en una actitud perenne de sabotaje a la 

productividad (eficiencia y eficacia en el lenguaje iuspublicista). 

d) Justifica el autoritarismo jerárquico, en perjuicio de los derechos 

adquiridos. Los trabajadores del sector público no gozan de una serie de 

beneficios que hace ya bastante tiempo poseen los trabajadores del sector 

privado, tanto en el aspecto individual como colectivo, debido principalmente, al 

concepto de "libertad de mandato" de las autoridades que surgen de las 

elecciones generales periódicas en las llamadas democracias representativas. 

La cultura y la Legislación justifican el autoritarismo (sobre todo en los 

sistemas ,presidencíales) porque las autoridades electas actúan "en función del 

interés público", y aunque al público o a la sociedad en realidad no le interesa (o 

más bien se opone) que los trabajadores estatales estén sometidos a 

arbitrariedades como despidos sin causa y sin proceso investigativo previo, lo 

cierto es que el imperio del Derecho Administrativo impide refutar esa realidad. 

Al amparo del Derecho Administrativo de aplicación a los trabajadores 

estatales se cometen muchas injusticias con y sin fundamento jurídico, debido al 
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poder omnímodo que le otorga la norma a los altos jerarcas de la Administración 

M Estado. 

En Panamá, por ejemplo, los pocos intentos de otorgar estabilidad al 

trabajador estatal en el empleo, descritos en normas legislativas, fueron 

derogados en 1968, con el golpe militar del 11 de octubre de ese año. A raíz de 

ello, la Corte Suprema de Justicia sentenció en jurisprudencia reiterada que al no 

existir una. Ley de Carrera Administrativa por haber sido esta abolida por el 

régimen militar, todas los servidores públicos eran de libre nombramiento y 

remoción y por lo tanto no era necesario justificar su despido. 

En 1994 se aprobó nuevamente una Ley de Carrera Administrativa (No.9 de 

20 de junio de 1994), la que regula el procedimiento de ingreso de las Instituciones 

estatales y de cada trabajador al sistema de Carrera Administrativa, que a su vez 

le otorga estabilidad. Los despidos se producen sin embargo, sin tomar en 

consideración la vigencia de dicha norma. 

La Corte Suprema de Justicia ha sostenido desde 1994, que quien no 

comprueba que ingresó por concurso, basado en el procedimiento ordinario de 

ingreso a la Carrera Administrativa estatuido en la Ley, no tiene estabilidad y por 

lo tanto puede ser despedido sin invocar ninguna causal disciplinaria ni de ninguna 

otra índole. Nadie sin embargo ha sido ingresado a Carrera Administrativa por el 

procedimiento ordinario que la Ley establece desde 1994 a esta parte. 
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Del caso descrito se colige una actuación de la Administración en fraude de 

la Ley, de la cual se hace cómplice el Organo Judicial, todo ello con fundamento 

en la facultad realamentaria o estatutaria del Estado. 

Otro ejemplo palpable en Panamá es el caso de la suspensión de los 

efectos de la Ley de Carrera Administrativa mediante resolución del Consejo de 

Gabinete (No. 122 de 27 de octubre de 1999), con el objeto de desconocer las 

acreditaciones realizadas con anterioridad (por el Gobierno Nacional previoj, sin 

demandar la nulidad de dichas acreditaciones ante el Organo Jurisdiccional 

encargado de la custodia de la legalidad de los actos administrativos, en evidente 

violación del principio (administrativo) de legalidad y de irrevocabilidad de los actos 

administrativos que otorgan derechos a particulares, todo ello con base en la 

potestad reglamentaria del Estado. 

En 1991 se dictó la Ley 25 que facultaba a los jefes de Instituciones 

estatales a despedir sin previo juicio a los trabajadores que hubiesen participado 

en una huelga general convocada para diciembre de ese año (Ayala: 1991). La 

Ley fue propuesta por el Organo Ejecutivo al Legislativo y aprobada en menos de 

tres días. 	Esta norma ordenaba desconocer los procedimientos previos 

establecidos en leyes especiales que se le aplicaban a algunos servidores 

públicos. 

En el proceso ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos seguido 

por los trabajadores afectados contra el Estado panameño por la aprobación y 

ejecución de esta Ley, sus defensores arguyeron la libertad legislativa y 
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reglamentaria del Estado para dirigir las relaciones de trabajo en el sector público 

(CIHD: 2001). 
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B. EL CONTRATO DE TRABAJO EN EL SECTOR PUBLICO 

La fundamentación ideológica de la tesis monista tiene su expresión en la 

posibilidad de la aplicación, en forma genérica, de los principios generales del 

Derecho del Trabajo al sector público o más específicamente, a los trabajadores 

M sector público. 

1. El Contrato del Trabajo. 

Es importante destacar que la vinculación de un trabajador con su 

empleador se produce normalmente, por la vía del contrato de trabajo. Ello dejaría 

aparentemente excluidos a los trabajadores al servicio del Estado, pues como se 

ha descrito, la aparente única forma posible de vinculación entre un trabajador y el 

Estado es el nombramiento,- que este impone y aquel acepta. 

Esta verdad es relativa porque en primer lugar, como hemos expresado 

anteriormente, desde que surgió el concepto del Estado benefactor, dador de 

servicios y empleos, surgió la posibilidad de trabajo estatal semejante al que se da 

en el sector privado. Esto se empezó a concretar en Iberoamérica desde hace ya 

vanos años. En España por ejemplo, nos indican los autores Javier Izquierdo 

Hernández y Mónica Molina García que existe la dualidad descrita en el sector 

público por lo menos desde 1984. 
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"En efecto el empleo en la parte del sector público por la 
Administración Pública, se encuentra dividido en dos clases o 
sectores, uno de carácter contractual, sometido a las reglas 
jurídicas del derecho del Trabajo.... y otro diferenciado, que es el 
empleo público estatutario - funcionaria¡ ("Función Pública", en 
un sentido tradicional y estricto), sometido al Derecho 
Administrativo" (Izquierdo Hernández y Molina García: Op. Cit; 13). 

En América Latina ocurrió otro tanto con el proceso de nacionalización de 

algunos servicios y la incursión del Estado en empresas productivas, a raíz del 

auge de los petrodólares y las consecuentes facilidades crediticias ocurridas en la 

década del 70 del siglo pasado, y aunque este tipo de contratos en el sector 

público no eran exactamente idénticos a los habidos en el sector privado, lo cierto 

es que surgió allí la posibilidad de que los servidores del Estado se relacionaran 

con éste de forma distinta a como venía ocurriendo hasta entonces. 

Se flexibilizó si se quiere, el Derecho Administrativo y su régimen 

Estatutario tradicional, a favor de normas y conceptos de Derecho del Trabajo. 

Por otra parte, la hegemonía ideológica actual de las ideas llamadas 

neoliberales, que promueven la reducción de la planilla del Estado y su total 

exclusión del mercado (salvo como árbitro, en favor del capital) entre otras cosas, 

ha provocado la privatización de muchas empresas y servicios que estaban en 

manos del Estado. Este fenómeno ha traído como consecuencia que a 'los 

trabajadores de esas empresas e instituciones les sea aplicable, a partir de las 

privatizaciones, plenamente, las normas de Derecho del Trabajo, ya que ahora su 

empleador es netamente privado. 
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De esta suerte nos encontramos con que empresas privadas realizan 

funciones públicas. En Panamá por ejemplo, se dio en concesión los servicios de 

telecomunicación; energía eléctrica; Casinos Nacionales y Puertos entre otros, 

cuyos trabaiatinroq son partícipes plenos del Derecho del Trabajo. 

Con esta última conversión conviene señalar, cae uno de los tradicionales 

argume's que sustentaban hasta ahora los ¡uspublicistas, acerca de la 

"necesidad de preservar la función pública". 

Conviene hacer un análisis básico del contrato de trabajo, a fin de verificar 

si, de acuerdo a sus características, resulta posible aplicarlo a la relación de los 

trabajadores estatales o si es posible aplicarlo parcialmente a algún tipo o grupo 

de trabajadores, o por el contrario, resultaría impráctico o imposible aplicar el 

contrato de trabajo a los trabajadores estatales, dadas las características o 

requisitos de dicho contrato. 

Néstor De Buen nos da una noción general de lo que es un contrato de 

trabajo, de donde se desprenden sus peculiaridades, las que lo distinguen del 

contrato civil tradicional: 

"en lo esencial, hay un acuerdo espontáneo de voluntades 
que persiguen fines distintos, adecuádo a ta Ley y a las 
buenas costumbres, generalmente consensual y 
excepcionalmente formal, para la creación y transmisión 
inmediata, diferida o condicionada, temporal y permanente, 
de derechos y obligaciones de contenido patrimonial " (De 
Buen: Op. CR; 566). 

El contrato de trabajo posee características particulares que si bien se 

puede revisar a la luz del esquema tradicional del contrato civil, se aparta de este 
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en lo sustancial, al tener un fin específico (todos los contratos de trabajo). El 

contrato civil puede tener por objeto cualquier prestación, mientras que el contrato 

de trabajo siempre tendrá el mismo fin: la realización de una actividad 

encaminada a producir bienes o servicios. 

1.1 Elementos esenciales del Contrato de Trabajo. 

1.1.1 Consentimiento. 

Resulta evidente que si no hay un acuerdo de voluñtades no puede haber 

contrato de trabajo. Este acuerdo de voluntades se da en ambos sentidos, como 

oferta de trabajo por parte del empleador en el llamado mercado de trabajo, y 

como demanda del trabajador, para constituir un consenso que origina la relación 

laboral de carácter contractual. "La oferta constituye una primera parte del 

consentimiento. La aceptación de esa oferta es la que, completando éste, 

perfecciona el contrato" (Alonso García: Op. Çit; 322) 

El consentimiento a nuestro juicio está presente no sólo en el contrato de 

trabajo que se pueda generar en el sector público, sino también en el 

nombramiento, toda vez que el trabajador puede no acceder a la propuesta de 

nombramiento; puede no tomar posesión del cargo y en consecuencia, no se 

perfecciona dicho nombramiento. 
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Aunque nuestro Código Administrativo contempla como facultad del 

Presidente de la República "Dirigir la acción administrativa nombrando y 

removiendo a sus agentes." (artículo 629), el Decreto Ejecutivo No.222 de 12 

de septiembre de 1994, que reglamenta la Ley de Carrera Administrativa, señala 

en su artículo 75 que "Antes de iniciar labores el candidato seleccionado, 

deberá tomar posesión del cargo a través de la firma del acta de toma de 

posesión respectiva, que formalizará su nombramiento en una Institución 

del Estado". 

Por su parte, el artículo 68 de la Ley de Carrera Administrativa establece en 

su segundo párrafo que sólo se causarán salarios "desde el momento en que se 

perfeccione el nombramiento y se inicien labores". 

De lo descrito se colige que el nombramiento se perfecciona, tiene efectos 

jurídicos, a partir de la toma de posesión. La llamada toma de posesión es un acto 

eminentemente voluntario, de donde se desprende que si el trabajador decide no 

aceptar el nombramiento, pues simplemente no toma posesión y no se 

perfecciona en consecuencia, dicho nornbrmintn. 

1.1.2. Objeto. 

El objeto del contrato de trabajo es el interés, el fin específico perseguido 

por cada una de las partes al consentir en asociarse para la realización de un 

objetivo concreto. Para el trabajador es siempre la obtención de un empleo, que le 

garantice su realización personal o por lo menos una vida decorosa, mientras que 

para el empleador es la tarea que requiere del trabajador, a fin de lograr un 
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beneficio (en el caso del empleador particular; el lucro; en el caso del Estado, la 

dación del servicio público o la explotación de una actividad lucrativa). 

El objeto del contrato de trabajo es. "el interés práctico, preciso y 

determinado que se da en el mismo como negocio jurídico". (Alonso García: 

Op. Cit; 341). 

1.1.3. La Causa. 

Como se ha descrito, la causa del contrato de Trabajo es el trabajo mismo 

o sea, la realización de una actividad socialmente predeterminada y aceptada, 

dirigida a producir los bienes materiales y los servicios que la población requiere. 

Se diferencia de la causa del contrato civil en el séntido que éste puede tener 

diversidad de causas. 

Por ejemplo, el contrato de compra venta o de arrendamiento de bienes 

tiene como causa el poseer mercancías que son susceptibles de dominio y de 

enajenación licita a través de mecanismos legales. El contrato de mandato tendrá 

una causa distinta a la del contrato de compra venta; etc. 

En el caso de los trabajadores del Estado, la causa de la relación 

contractual es la misma que cualquier otro contrato de trabajo: la necesidad y 

posibilidad de producir 'bien¡-,,  y/o servicios a cambio de una retribución, 

conceptualizada en éste caso como "función pública". 
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1.1.4. Forma. 

La forma de los contratos de trabajó no debe confundirse con formalidad 

pues precisamente una de las características del Derecho del Trabajo es la 

ausencia de formalidades rigurosas, lo que en tal sentido sí lo contrapone con el 

Derecho Administrativo, formalista por excelencia. 

Aunque existen formalidades que deben cumplirse al amparo del Estatuto 

de los trabajadores al servicio del Estado, ello no obsta para negar su coincidencia 

con el Derecho del Trabajo en tomo a la forma del contrato de trabajo, que 

normalmente se exige sea por escrito. 

La existencia de requisitos adicionales en el caso de trabajadores del 

Estado, como adherir timbres fiscales al contrato; el refrendo del Organo de 

Control de las finanzas públicas; sellos oficiales, .etc. Pueden considerarse 

adicionales a la básica forma laboral, que consiste en que conste por escrito y que 

además, describa las principales condiciones del trabajo contratado. 

Son aceptados en la teoría del Derecho de Trabajo los contratos verbales 

pero obviamente ello sí resultaría poco probable en el sector público. 

1.1.5. Capacidad. 

Las partes del contrato de trabajo deben tener plena capacidad física, 

síquica y legal para obligarse pues de lo contrario el contrato sería nulo, sobre 
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todo en lo relativo a la capacidad del trabajador, en base al principio protector del 

derecho del trabajo. 

En cuanto al sector público, rigen en principio las mismas reglas, agregando 

que de acuerdo a la legislación penal generalmente aceptada en casi todos los 

países, una sanción penal puede ser la prohibición de ejercer funciones públicas 

temporalmente, lo que haría imposible la contratación al interdicto. 

Del análisis realizado podemos concluir con Alonso García que "en la 

relación de empleo público, -cualquiera que sea el grado de la misma o su 

modalidad- se dan las notas características que definen y confirman una 

relación laboral: prestación voluntaria y personal de servicios; ajenidad; 

remuneración e incluso dependencia". (Alonso García: Op. Cit;344). 

2. La Relación de Trabajo. 

Mario De la Cueva sustentó por primera vez la teoría de la relación de 

trabajo (De la Cueva: 1972), describiendo la misma como: 



69 

"la situación jurídica objetiva que se crea entre un trabajador 
y un patrono por la prestación de un trabajo subordinado, 
cualquiera que sea el acto o la causa que le dio origen, en 
virtud del cual se aplica al trabajador un estatuto objetivo, 
integrado por los principios, instituciones y normas de la 
Declaración de Derechos Sociales; de la Ley del Trabajo, de 
los convenios Internacionales, de los contratos colectivos y 
los contratos - Ley y de sus normas supletorias" (De La 
Cueva: Op. Ct; 185). 

De este enunciado se desprende el hecho de que la relación de trabajo 

puede no tener origen en un contrato formal, escrito de trabajo sino que se origina 

en la ubicación objetiva del trabajador con respecto a otra persona, natural o 

jurídica o sea, que la relación de trabajo existe objetivamente, independientemente 

de la forma con que quiera describírsele. 

Desde el punto de vista de la teoría de la relación de trabajo, el trabajador 

estatal puede firmar un documento de toma de posesión en virtud de un 

nombramiento en un cargo público, pero su real ubicación con respecto al Estado 

es la de un trabajador que brinda servicios a cambio de una remuneración. 

Nuestro Código de Trabajo ha ido más allá, al definir los elementos que 

integran una relación de trabajo objetiva, señalando en el artículo 62 y 

subsiguientes, que existe una relación de, trabajo cuando la prestación del servicio 

se dé en condiciones de subordinación jurídica ó de dependencia económica. 

La subordinación jurídica consiste en la facultad del empleador de dirigir o 

poder dirigir la ejecución del servicio prestado, lo que se refleja en aspectos 

específicos como la administración de la empresa; la facultad para imponer 

sanciones y dictar el Reglamento Interno de Trabajo; etc. 
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La dependencia económica consiste en colocarse el trabajador en una 

situación directa o indirecta de dependencia desde el punto de vista de los 

ingresos, de la empresa empleadora. "Cuando el principal o único ingreso" está 

constituido por las sumas que recibe del empleador o cuando su ingreso se 

encuentra vinculado al giro de las actividades del empleador. 

La teoría de la relación de trabajo lleva a una fórmula expresada así: Todo 

contrato de trabajo encierra una relación de' trabajo, pero no toda relación de 

trabajo se expresa en un contrato de trabajo. 

La fórmula descrita nos lleva irremediablemente a la conclusión de que en 

el sector público existen relaciones de trabajo que se originan en actos 

administrativos de nombramientos, contratos administrativos, etc. 

Los trabajadores estatales laboran no sólo en condiciones de subordinación 

jurídica, sino como se ha expuesto, en condiciones de abuso de autoritarismo 

basado en el Derecho Administrativo Reglamentario o Estatutario, lo que hace que 

sea evidente la existencia del primer requisito para la existencia de la relación de 

trabajo de la que, habla Mano De La Cueva. 

En segundo lugar, un amplísimo margen porcentual de trabajadores 

estatales reciben como único o principal ingreso, las sumas que en concepto de 

salarios les retribuye su empleador; el Estado, y aunque recientemente, debido a 

la recurrente crisis económica capitalista se ha producido la necesidad de realizar 

varias actividades económicas que generen ingresos en los niveles medios y bajos 

de la estratificación socioeconómica, los trabajadores estatales siguen percibiendo 
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como principal fuente de sus ingresos, su salario. Más aún, el artículo 298 de la 

Constitución, prohibe a los servidores públicos percibir más de un salario del 

Estado o simultaneidad de jornadas, con lo que hace obligatoria la dependencia 

económica. 

En conclusión, puede decirse que los contratos de trabajo se dan 

matizados, en algunas vinculaciones entre trabajadores y el Estado pero la 

relación de -trabajo concebida en el Derecho del Trabajo, existe en todas las 

expresiones que vinculan a los trabajadores con el Estado. 
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C. LOS PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO DEL TRABAJO 
Y LOS TRABAJADORES ESTATALES. 

No cabe duda que el 'Derecho del trabajo se rige, como rama autónoma del 

Derecho por nnncipios generales, lo que le valió la aceptación general de ser 

considerada no sólo como una-  rama autónoma del D<- ho, sino que rompió con 

la dicotomía romanistica secular de Derecho Público y Privado pues el Derecho 

M Trabajo sin lugar a dudas, es el fundador del novísimo concepto de Derecho 

Social. 

Echaremos un vistazo a los nnncipios generales del Derecho del Trabajo, a 

fin de determinar su aplicabilidad o no a las relaciones de trabajo existentes en el 

sector público o en la Administración Pública. 

1. Los Tradicionales Principios del Derecho del Trabajo. 

1.1. Principio Protector. 

Es el más característico de los principios generales del Derecho del 

Trabajo al punto que hay quienes han llegado a declarar que es la razón misma 

M Derecho del Trabajo. 

El principio protector inculca el concepto de que en la relación de trabajo 

existe una desigualdad natural entre empleador y trabajador, siendo éste último la 
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más débil, por lo que esa desigualdad debe ser compensada con otra 

desigualdad; la que establece la Ley a favor del trabajador. Sin entrar a detallar 

las expresiones del Principio Protector (Norma más favorable; in dubio pro 

operario; etc.); podemos concluir con Rubén Castillo y otros, que el Principio 

Protector "es aquel que busca un equilibrio entre el empleador y el 

trabajador..." (Castillo; Hemadez; Jaen; Mendoza y Roner; 1998; 368). 

No hay que hacer un gran esfuerzo para concluir que en la Administración 

Pública ex¡-,t también una natural fortaleza del empleador frente al trabajador. 

Esta natural diferencia en ambos casos, nace de la mayor permanencia en el 

tiempo del empleador con respecto al trabajador en la realización de los fines de la 

relación laboral. 

Dicho en otras palabras, él poder del empleador nace de su capacidad, 

disposición y preparación para producir bienes y servicios por un periódo de 

tiempo mucho más largo que el trabajador, que aunque sea contratado por un 

período de tiempo indefinido, siempre estará sujeto a la posibilidad de ser cesado, 

justa o injustamente, o incluso renunciar al empleo, mientras que al empleador no 

le resulta tan fácil "cerrar operaciones", sea éste público o privado. 

Como consecuencia de la existencia de la desigualdad existente también en 

el sector público, debe aplicarse allí el principio protector, a fin de equilibrar la 

relación, que nace desequilibrada a favor del empleador: El Estado. 

Según Carlos A. Araúz, el principio protector está reflejado en el artículo 74 

de nuestra Constitución Política (Arauz: 1988; 3), el cual establece una especial 
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protección a los trabajadores, al regular las relaciones entre capital y trabajo. A 

nuestro juicio la norma descrita se circunscribe a los trabajadores del sector 

privado sin embargo, de la lectura de los artículos 60 y  295 de la misma 

Constitución, se concluye la posibilidad de aplicación del principio protectorio a los 

trabajadores estatales también. 

El artículo 60 constitucional describe que el trabajo es un derecho y un 

deber de todo individuo y que el Estado está obligado a promover el pleno empleo 

y "asegurar a todo trabajador las condicionés necesarias a una existencia 

decorosa". 	Esas "condiciones necesarias" deben incluir 	la aplicación al 

trabajador, del principio protectorio. 

El artículo 295 prohibe la discriminación contra los servidores públicos por 

razón de raza; sexo; religión o creencia y militancia política. "Su nombramiento y 

remoción no será potestad absoluta y discrecional de ninguna 

autoridad..." y por último, "se regirán por el sistema de méritos; y la 

estabilidad en sus cargos estará condicionada a su competencia, lealtad y 

moralidad en el servicios" Tales prohibiciones a nuestro juicio, crean condiciones 

que hacen posible la aplicación del principio protectorio. 

Por último, el artículo 160 de la Ley 9 de 20 de junio de 1994 por la cual se 

establece y regula la Carrera Administrativa, señala que la Junta de Apelación y 

Conciliación, órgano jurisdiccional que resuelve, los casos de despidos en el sector 

público "cuenta con un período de hasta tres (3) meses improrrogables, para 



75 

dictar su decisión... En caso de no haber resultado en el término descrito, se 

considerará resuelta la petición a favor del apelante". 

Esta norma establece el llamado silencio administrativo positivo en el 

Derecho Administrativo, con la particularidad de que se trata específicamente del 

servidor público destituido, constituyéndose la norma, de origen administrativo, en 

una expresión del principio protectorio del Derecho del Trabajo, a favor del 

servidor público. 

1.2.Irrenunciabiidad de Derechos. 

Siendo normas "de orden público", los derechos de los trabajadores deben 

ser protegidos incluso del aprovechamiento de su posible supina ignorancia 

respecto de los mismos. "Presupone que el trabajador desconoce totalmente 

sus derechos por lo que es necesario protegerlo aún de sus propios actos" 

(Castillo; Hernández; Jaén; Mendoza y Roner: Op. Cit: 372). 

En Derecho Público, incluido el Administrativo, se postula el principio 

contrario o sea, la Ley se supone por todos, conocida y su ignorancia no faculta a 

nadie para transgredirla. Esto abarca obviamente, el Estatuto de los trabajadores 

estatales. 

En la legislación que se aplicó en Panamá sin embargo, a los trabajadores 

de las empresas nacionalizadas de la energía eléctrica y telecomunicaciones (Ley 

8 de 25 de febrero de 1975), se estableció la irrenunciabilidad de derechos a favor 

de los trabajadores (artículo 6). 
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De igual forma, el artículo 8 del Código de Trabajo que establece la 

irrenunciabilidad de derechos, le es aplicable a todos los trabajadores de las 

empresas que producto de las privatizaciones de algunos servicios públicos, los 

desarrollan, como precisamente la empresa de telecomunicaciones ; las de 

producción y distribución de energía eléctrica; las de explotación de juegos de 

azahar, etc. 

1.3. Continuidad del Contrato. 

Este principio hace referencia a la existencia de la estabilidad, absoluta o 

relativa, en la relación de trabajo. "Se refiere a la relación de trabajo por 

tiempo indefinido o a una relación laboral de duración indeterminada 

(Araúz: Op. Cit; 113). 

Se establece de acuerdo a este principio, que la continuidad de la relación 

laboral es parte de la naturaleza de la relación de trabajo. Lo normal es una 

relación extendida en el tiempo, para el logro permanente de los objetivos del 

contrato de trabajo. La contratación temporal es lo excepcional. 

Con independencia de la vigencia o no de este principio frente a la realidad 

actual en donde precisamente lo que se hace cada vez más común es la 

temporalidad del contrato (más no así de la relación de trabajo), lo que nos ocupa 

en éste momento es la disquisición teórica de poder aplicar el principio al sector 

público. 
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En este sentido, tenemos que el Estado no contrata por tiempo definido 

como regla general, sino de manera permanente, indefinida. Y aunque el 

concepto de clientelismo político ha obligado a casi todos los Estados 

Latinoamericanos a contratar "eventuales" o "temporales", lo cierto es que la gran 

mayoría de los trabajadores estatales poseen una relación más o menos 

permanente (que no se debe confundir con estable). De allí que el principio de la 

relación continuada es plenamente aplicable al sector público porque incluso 

existe una buena cantidad de "eventuales" que se mantienen en esa categoría 

durante muchos años. 

1.4. Primacía de la Realidad. 

Equivale a preferir la verdad material sobre la verdad formal, principio 

aplicable a las normas sustantivas y de procedimiento laboral pues una de las 

principales características del Derecho del Trabajo, como se ha dicho, es la 

ausencia de formalismos excesivos. Es hacer prevalecer lo que De la Cueva 

denominó «el contrato-realidad" (De la Cueva: Op. Cit; 179). Se trata de darle 

preferencia a lo que ocurre en el terreno de los hechos (Pla Rodríguez: 1978: 

243). 

En el sector público este principio no tiene aplicación alguna pues las 

relaciones de trabajo allí existentes, y sus discusiones judiciales, se basan en las 

pruebas y la reglamentación de las mismas, a menudo regulada en forma 

excesiva. La contradicción entre la formalidad y la realidades resulta a favor de la 

primera, como regla general. 
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En las empresas estatales del pasado sin embargo, así como en las 

empresas privadas que desarrollan funciones públicas, es plenamente vigente el 

principio comentado,- en la medida en que le son aplicables las reglas del Derecho 

del Trabajo sobre procedimiento y sobre pruebas en particular, donde funcionan 

principios como la inmediatez; sana crítica; etc. 

1.5. Principio de la Razonabiidad. 

En el Derecho del Trabajo, significa que las medidas y decisiones que se 

tomen deben ser basadas en el sentido común, en la lógica laboral y con 

ausencia de autoritarismo o arbitrariedades de cualquiera de las partes del 

contrato. 

En el sector público este principio se puede asimilar al principio de legalidad 

del Derecho Administrativo, según el cual la actuación dé la Administración debe 

fundamentarse en el derecho positivo vigente y en las decisiones judiciales, con 

ausencia total de caprichos o subjetivismos. 

Aunque en la práctica administrativa de los Estados Latinoamericanos es 

común la arbitrariedad, desde el punto de vista teórico al menos, el principio 

comentado tiene plena vigencia. Se supone que la Ley y la jurisprudencia, por ser 

consultadas unas y expedidas con base a derecho razonado las otras, están 

excluidas de subjetivismos irracionales. 
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1.6. Principio de la Buena Fe. 

Consiste en la lealtad que las partes del contrato de trabajo se deben entre 

sí. Se supone que la realización del contrato se debe desarrollar en un ambiente 

de mutuo respeto, sin trampas, sin dolo, por lo tanto desde el punto de vista 

sustantivo como judicial, ambas partes deben colaborar entre sí y atenerse a lo 

preceptuado en, el contrato (Araúz: Op. Cit; 176). 

En las relaciones de trabajo existentes en el sector público, la buena fe no 

es una exigencia formal, pero tampoco existe norma ni principio administrativo 

alguno que se le oponga, razón por la que no encontramos ninguna posibilidad de 

negar su vigencia en este sector. 

Se asume que el trabajador estatal, al igual que, y sobre todo, el Estado, 

son fieles a la relación de trabajo. Los fraudes de Ley en que incurren en la. 

practica administrativa los gobernantes no tienen fundamento ni en la norma, ni 

en los principios generales del derecho administrativo, y mucho menos en los 

principios generales del Derecho del Trabajo. 

Concluimos con Cabanellas, que los principios generales son las normas 

fundamentales de-  interpretación o de sustitución (entiéndase llenar lagunas 

legales) en el Derecho del Trabajo (Cabanellas: 1981; 417), con lo que es de 

asumir que a luz de la revisión hecha, ellos tienen plena vigencia y aplicación (en 

algunos casos de forma matizada) en el sector público de los trabajadores. 
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Los Principios Laborales y la Globalización Económica. 

A partir del imperio de la globalización de la economía, algunos ideólogos 

del neoliberalismo han intentado justificar la desaparición, por vía de 

"flexibilización" del Derecho del Trabajo; para terminar con su extinción total. 

M juicio de estos pensadores, la existencia de I  alta tecnología que 

globaliza el mundo (incluido los mercados), hace disminuir u mano de obra 

asalariada o la sustituye, obligando a cambiar las tradicionales actitudes 

protciohistas de la Ley a favor de los trabajadores, sustituyéndolas por las 

reglas del mercaao, lo que haría desaparecer, esencialmente, al propio derecho 

del trabajo. 

"La economía global basada en la alta tecnología va más 
allá de los trabajadores en masas. Mientras que las elites 
empresariales, directivas, profesionales y técnicas se hacen 
necesarias para hacer funcionar la economía formal del futuro, 
un número cada vez menor de trabajadores serán necesarios 
para fomentar la producción de bienes y servicios. El valor del 
mercado de la mano de obra disminuye y seguirá haciéndolo..."  

"Al mismo tiempo que desaparece la necesidad del trabajó 
humano, el papel de los gobiernos sigue siendo el mismo 
derrotero. En, la actualidad, las empresas multinacionales han 
empezado a eclipsar y asumir el papel de las naciones. Las 
empresas transnacionales han usurpado cada vez más el papel 
tradicional del estado y ejercen, en la actualidad, un control sin 
precedentes sobre la totalidad de los recursos mundiales, de los 
grupos de trabajadores  ylos mercados". (Rifkin: 1997; 277). 

Sin embargo a pesar de esta apocalíptica visión del trabajo y, 

consecuentemente de la rama' del Derecho que lo rige, aún en el proceso de 
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globalización se ofrecen formulas para garantizar la vigencia de los principios del 

Derecho del Trabajo. 

A partir del acuerdo de Marrakesh en 1995 con la fundación de la 

Organización Mundial del Comercio, se dio inicio a una batalla por el 

reconocimiento de los derechos laborales y los principios que rigen la relación de 

trabajo a nivel mundial. 

Los Estados miembros de la O.M.C. que poseen un mayor desarrollo de 

normas laborales, han promovido lo que se denomina la cláusula anti dopin social, 

dirigida a mantener un nivel de vigencia de las normas y principios laborales más o 

menos semejantes entre todos sus miembros. 

En el Tratado de Libre Comercio de América del Norte por ejemplo, se 

estableció un anexo denominado "Principios Laborales", que incluían el 

compromiso de los signatarios (México, Estados Unidos y Canadá) a respetar los 

siguientes principios: 

• Libertad de Asociación y protección del derecho a organizarse 

• Derecho a Negociación Colectiva 

• Derecho a Huelga 

• Prohibición del Trabajo Forzado 

• Restricciones sobre el trabajo de menores. 

• Condiciones mínimas de trabajo (salario mínimo, horas extras; ect.). 

• No Discriminación en el Empleo. 

• Salario igual para hombres y mujeres 

• Prevención de lesiones y enfermedades ocupacionales. 
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• Indemnización por lesiones o enfermedad profesional. 

• Protección a los trabajadores migratorios 

Con prescindencia del grado de cumplimiento de estas normas, creernos 

importantes destacar el hecho que las mismas pueden y en nuestra opinión deben 

ser aplicadas en el sector estatal, aún en el marco actual de la globalización 

económica. 

3. Los Principios Laborales del Sector Público. 

Como hemos destacado y demostrado, los Principios Generales del 

Derecho del Trabajo son esencialmente aplicables a los trabajadores del sector 

estatal de la economía y a los servidores públicos en general, sin que con ello 

desaparezcan forzosamente las normas estatutarias del trabajo en el sector 

público. Se trata en todo caso de realizar algunas adecuaciones, pues como ha 

dicho el Doctor Rolando Murgas: "hay instituciones fundamentales del 

Derecho del Trabajo que nadie niega que se corresponda también con el 

trabajador del sector público. Aunque formalmente no lo rija la Ley Laboral, 

hay una influencia cierta de la elaboración y experiencia del Derecho del 

Trabajo en las condiciones del sector público" (Murgas: 1997; 7). 

El régimen del empleo público se ha dicho, tiene sus propios principios. 

Jorge Enrique Romero Pérez, al analizar la legislación de los trabajadores al 

servicio del Estado en Costa Rica, resume esos principios (Romero Pérez; 1998; 

401-402), los que a nuestro, juicio recogen de manera general la realidad del 

sector en Iberoamérica. Estos principios son los siguientes: 
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• Idoneidad para el desempeño del cargo. 

• Desarrollo de una Carrera Administrativa. 

• Estabilidad. 

• Igualdad salarial. 

• Legalidad y principios del debido proceso legal. 

• Irrenunciabilidad de Derechos. 

• Igualdad del agente público ante el entero ordenamiento jurídico. 

Imparcialidad, independencia y objetividad en el desempeño de sus labores 
públicas. 

• Honestidad, dignidad y discreción. 

La enunciación de estos principios he ver detrás de 	la vigencia de 

los viejos principios generales del Derecho del Trabajo, en Costa Rica y en el resto 

de Iberoamérica, con matices de diferentes ordenes, como veremos en el 

siguiente capítulo. 

La descripción que hace Hernández acerca de la paulatina cesión del 

Derecho Administrativo a favor del Derecho del Trabajo identifica nuestra 

propuesta teórica: 

"El Derecho del Trabajo ha venido sustrayendo del 
Derecho Administrativo la regulación de las relaciones 
laborales en el sector público. En Iberoamérica el Estado 
ha venido despojándose de las sacrosantas vestiduras del 
estatutarismo, ha descendido de su pedestal y ha venido 
aceptando que sus servidores, como trabajadores que son, 
deben gozar de los mismos derechos o, en todo caso, de 
derechos similares a los que el propio Estado reclama y 
establece para los trabajadores del sector privado. El 
tránsito de la concepción estatutaria a la concepción 
laboralista de la función pública no ha sido fluido, ni se ha 
desarrollado plenamente en todos los países. Luce hoy sin 
embargo como una tendencia dominante, al punto que no 
es aventurado a firmar que, en un futuro no muy lejano, el 
régimen de los funcionarios públicos será un régimen 
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especial más entre los varios que contemplan las 
legislaciones laborales de nuestros países" (Hernández: 
1995; 497). 



CAPITULO ifi 
EL DERECHO COMPARADO 
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A. LEGISLACION LABORAL DE LOS SERVIDORES PUIBLICOS EN 
EL DERECHO COMPARADO 

Para arribar a una propuesta concreta de unificación de legislación para los 

trabajadores del sector público y privado, será necesario conocer de manera 

previa la forma en que es abordada en los diferentes países, la relación laboral 

estatal. 

Las diversas soluciones se dan de acuerdo al grado de desarrollo económico y 

cultural de cada país, y de acuerdo al mayor o menor grado de confrontación 

social y la fuerza del movimiento sindical y su combatividad a lo largo de la 

historia. También se destaca de, manera general, al menos en América Latina la 

circunstancia de que el Derecho Laboral ha penetrado en casi todos los países, 

las instituciones más nítidamente distinguibles de algunas otras ramas del 

derecho, como lo son el sujeto sindical y las relaciones colectivas (Ackerman: 

1998;8). 

Para realizar un análisis comparativo en sociedades disímiles pero a la vez con 

vínculos al menos culturales con nuestro país, hemos abordado el sistema jurídico 

de ocho (8) países que a nuestro juicio, reflejan el abanico de soluciones que se 

ofrecen a la propuesta de cómo abordar la relación laboral del sector público, en 

relación con el sector privado de lá economía, habida cuenta de los argumentos 

descritos en el Capitulo II de este trabajo. 

Analizamos la legislación española por ser un país con vínculos culturales, 

históricos y lingüísticos con el nuestro, lo que lo hace menos distante que el resto 
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de los países europeos. También de Europa, abordamos la legislación italiana, 

porque además de ser un país desarrollado, del "primer mundo", posee un 

desarrollo histórico importante en el derecho laboral 	y en el desarrollo del 

movimiento sindical, que a su vez influye en la legislación del derecho del trabajo. 

También analizamos las legislaciones latinoamericanas de México, principal 

fuente de inspiración dl Derecho Laboral latinoamericano y en particular del 

derecho positivo laboral panameño. 	Argentina, por su tradición de sindicalismo 

fuerte, con influencias en la legislación laboral. Chile, que en los últimos 30 años, 

a raíz del golpe militar que derrocó a Salvador Allende, desarrolló una economía 

netamente neoliberal, por algunos descritos como "el milagro del neoliberalismo". 

Cuba, que es la otra cara de la moneda, opuesta al sistema chileno y neoliberal 

y por último, nuestros vecinos, Costa Rica y Colombia, por la interdependencia 

cultural y vínculos históricos con nuestro país. 

El texto se la legislación, se presenta sin analizar el efecto jurídico interno por 

cuanto con las cíclicas crisis económicas capitalistas es difícil describir con rigor 

científico el grado de influencia de la legislación laboral en la sociedad, al margen 

de conceptos como libertad absoluta de mercado, que la teoría y la práctica viven 

refutando día a día. 
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1. España. 

1.1. La Constitución. 

El artículo 28 de la Constitución española otorga el derecho a la libre 

sindicación; también el derecho a la huelga de los trabajadores, acotando que "La 

Ley que regule el ejercicio de este derecho establecerá las garantías 

precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios esenciales de la 

comunidad..." 

El artículo 37 establece el derecho i la negociación colectiva. Hasta 

aquí, los derechos descritos se otorgan de manera general a todos los 

trabajadores, sin distinguir si laboran para un empleador particular o para el 

Estado. 

El numeral 4 del artículo 98 sin embargo, señala que la Ley regulará "el 

estatuto e incompatibilidades de los miembros de Gobierno...". En esa 

misma línea de pensamiento, el numeral 3 del artículo 103 delega en la Ley la 

regulación del estatuto de los funcionarios públicos (sin describir 'el concepto 

"funcionario público") que debe incluir el acceso a la función pública, de acuerdo 

con los principios de mérito .y capacidad, 11 las peculiaridades del ejercicio de su 

derecho a la sindicalización", y garantías de imparcialidad en el ejercicio de sus 

funciones. 



89 

La Constitución Política Española conviene pues en otorgarle iguales 

derechos a todos los trabajadores, particularizando el ejercicio de algunos de ellos 

en la función pública. 

1.2. La Legislación. 

Existe en la legislación española tres (3) grupos de trabajadores al servicio 

del Estado: Los que laboran para el Gobierno o la Administración General del 

- Estado; los que laboran para las Administraciones Regionales y los que la laboran 

para las Empresas Públicas. 

Como quiera que los trabajadores de las empresas públicas laboran bajo el 

amparo de la Legislación Laboral del sector Privado casi en un 100% y que las 

Administraciones Regionales poseen cada una legislación particular aunque 

semejante a la Administración General, abordaremos esta última. 

En España, además de los funcionarios públicos nombrados con toda la 

virtualidad del clásico Derecho Administrativo, el Estado contrata trabajadores bajo 

las normas de la Legislación Laboral. Ello se deben a la organización de las 

tareas de la Administración y también a criterios legales definidos que parten de 

que por reglá general, los servicios de la Administración competen a los 

funcionarios públicos, mientras qué la contratación laboral rige para actividades 

específicamente tasadas (Montoya Melgar: 1998; 114 -115). 

El Estado actúa, pues en ocasiones como Administrador General de la 

Sociedad o la Nación, en cuyo caso selecciona trabajadores con base en la 



90 

Legislación Administrativa vigente. En otras ocasionas actúa como empleador, 

sujeto a la legislación laboral. 

La Ley 30 de 1984, sobre reforma de la función pública, ha destacado en su 

artículo 9, numeral 1, que "las administraciones públicas seleccionan su 

personal, ya sea funcionario ya sea laboral, de acuerdo con los principios 

constitucionales de igualdad, mérito y capacidad" 

Según la Ley citada, la contratación laboral en el sector público debe ser 

precedida de una convocatoria pública y de un procedimieñto de selección. 

La Ley 30 de 1984 establece criterios generales (que deben ser 

reglamentados) para distinguir cuando se debe nombrar y cuando se debe 

contratar a una persona, por razón de la duración de la prestación laboral y por 

razón del tipo de trabajo desempeñado. 

Según la Ley de Funcionarios de 1964, los trabajadores al servicio del 

Estado no gozan de la estabilidad que les otorga dicha Ley a los funcionarios 

públicos. 

Para ser despedido, un trabajador del Estado no requiere de una 

investigación previa, que si se exige en el caso de los funcionarios públicos, pero 

la orden de reintegro de un trabajador, dictada por un Tribunal Laboral, debe 

cumplirse, igual que con un empleador cualquiera. 

En cuanto a los contratos, existen los de tiempo definido e indefinido para 

los trabajadores al servicio del Estado. 
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La Jurisprudencia ha asumido posiciones variadas en tomo a la 

conversión de la sucesión de contratos por tiempo definido en una relación de 

trabajo de carácter definido, con todas sus -consecuencias legales en el sector 

público, aceptando dicha tesis en algunas ocasiones, rechazándola en otras. 

(Montoya Melgar. Op. Cit; 127). 

Según el Estatuto de los Trabajadores, los salarios de los trabajadores al 

servicio del Estado tienen límites en las leyes anuales de presupuesto. 

La Ley Orgánica de Libertad Sindical (Ley 11 de 1985) reconoce el derecho 

de sindicación a todos los trabajadores, sin distinción del patrono o empleador al 

que sirven pero en el sector público, con algunas limitaciones en el caso de las 

fuerzas armadas, jueces y fiscales. 

Los trabajadores del Estado pueden constituir secciones sindicales de un 

sindicato. Como consecuencia, también los trabajadores del Estado tienen 

derecho a la negociación Colectiva. 

Como alternativa a la huelga, el Real Decreto Ley 17 de 1977 estableció en 

procedimiento de conflicto colectivo que es una especie de arbitraje aplicable a los 

trabajadores al servicio del Estado al igual que al resto de lbs trabajadores del 

sector privado. 

Por último existe el derecho a la huelga para todos, pero en el caso del 

sector público debe haber un. preaviso mayor que en el sector privado, según el 

Real Decreto Ley de 1977. 
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2. Italia. 

2.1. La Constitución. 

El artículo 2 de La Constitución Italiana reconoce a todos los ciudadanos el 

derecho al trabajo y a ejercer una profesión u oficio acorde con el progreso. Así 

mismo, ratifica dicha declaración en el artículo 35, en el marco de los principios 

generales de la economía Italiana. El artículo 39 reconoce el principio de libertad 

sindical a todos los trabajadores. 

El artículo 97 señala que el acceso a los cargos públicos será mediante 

concurso, salvo los casos en que la Ley disponga otra cosa. 

En cuanto a la legislación de la Administración Pública y el Derecho del 

Trabajador, La Constitución Italiana permite que la misma sea desarrollada por las 

Regiones Autónomas, de acuerdo a los principios generales establecidos en la 

Constitución. Así mismo, el Gobierno Central puede dictar normas de carácter 

general sobre los temas descritos, de aplicación forzosa en todo el país. 

2.2. La Legislación. 

El Decreto Legislativo No.29 de 3 de febrero de 1993 reformuló todo lo 

relativo a la relación de empleo en el sector público, de acuerdo al artículo 2 de la 

Ley 421 del 23 de octubre de 1992. 

La Ley 421 de 1992, en su artículo 2 establece el marco de las relaciones 

de trabajo en el sector público de acuerdo a la eficacia, la productividad y el rol del 
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Estado El Decreto Legislativo 29 aludido, regula las relaciones laborales en el 

sector público en desarrollo de la Ley-421 y en concordancia con el Régimen 

General de Trabajo Individual y Colectivo, previa adaptación de la 'estructura del 

sector público. (Polnormilo.org) 

Como principios generales descritos en esta Ley tenemos la igualdad de 

género; aplicación de las normas en ella' contenida en todo el país; remuneración 

limitada a las posibilidades presupuestarias; acceso a través de concursos ajos 

cargos públicos; eventuales consultas a los sindicatos, entre otras. 

El Título III de este Decreto Legislativo regula la negociación colectiva y la 

representación sindical, entre los que destacan las siguientes normas: 	Las 

Convenciones Colectivas son de dos tipos: de carácter nacional y de carácter 

regional, negociados entre las entidades. de derecho público y las 

Confederaciones Sindicales. Las Convenciones Colectivas regionales no pueden 

exceder los límites de las Convenciones Colectivas Nacionales; cuando existan 

dos o más Convenciones Colectivas semejantes en un tema especifico, ello 

obligará a reglamentar en esa misma forma la materia, para aquellos lugares e 

instituciones en donde no se haya negociado aún sobre el tema. Los médicos y 

veterinarios pueden negociar convenciones particulares, diferentes a los demás 

funcionarios o sea, no necesariamente por región. 

Los representantes sindicales a nivel nacional serán designados ante el 

Primer Ministro, el cual lo refrendará mediante un Decreto, previa ratificación del 

Consejo de Ministros. 
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Los salarios mínimos de los servidores públicos deben ser acordados por 

convención colectiva. También se pueden fijar en la convención colectiva, tablas 

de salarios en base a criterios como peligrosidad del trabajo, actividades 

particulares difíciles; productividad individual y colectiva; ingresos fiscales; así 

mismo los salarios de los jefes institucionales atenderán a los criterios fijados en 

las convenciones colectivas. 

Se institucionaliza la existencia de una entidad estatal encargada de las 

relaciones con los sindicatos, bajo el control de la Presidencia del Consejo de 

Ministros. 

Los acuerdos llegados en las convenciones colectivas que signifiquen 

erogaciones a cargo del Estado serán revisados por el -Ministro del Tesoro. Para 

ello las convenciones colectivas deberá ser acompañadas de anexos que 

contengan una especie de estudios de factibilidad y. la justificación de esos 

egresos que el Estado deberá realizar durante la vigencia de la convención 

colectiva. 

Las controversias sobre aplicación o interpretación de las cláusulas de la 

convención colectiva serán interpretadas por las propias partes firmantes del 

acuerdo, interpretación que deberá ser aplicada retroactivamente. 

El Decreto Legislativo comentado regula las relaciones individuales de - 

trabajo destacando lo relativo a la movilidad laboral; incompatibilidad de empleos y 

cargos estatales; 'las responsabilidades civiles, penales y administrativas de los 
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funcionarios públicos en ejercicio de sus funciones; igualdad de oportunidades y 

horario de trabajo. 

Las jurisdicción ordinaria se encargará según la legislación comentada de 

atender los conflicfns surgidos en la relación de trabaja de los asalariados del 

sector público y las administraciones. El proceso debe iniciarse con una iniciativa 

de conciliación entre las partes, a la cual deben asistir necesariamente los 

firmantes de las convenciones colectivas. 

Finalmente hay que destácar que la legislación laboral Italiana establece 

una reguláción particular para los trabajadores del sector privado pero muy 

semejante a la de los trabajadores del sector público en materia de Derechos 

individuales y colectivos, sobre todo en lo referente a condiciones de trabajo y 

empleo (estabilidad, etc). 

3. Argentina. 

3.1. La Constitución. 

La Constitución Argentina establece en su artículo 14 el Derecho al 

Trabajo de que gozan todos los habitantes de la Nación; el 14 Bis garantiza a los 

trabajadores "en su diversas formas" o sea, sin distinción de ningún tipo, los 

siguientes derechos: 

Condiciones dignas y equitativas de labor; jornada de trabajo limitada; 

descanso y vacaciones pagados; retribución justa; salario mínimo vital móvil; 
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igualdad de salarios en igualdad de tareas; participación en utilidades de las 

empresas; protección contra despido arbitrario; estabilidad del empleado público; 

organización sindical "libre y democrática"; negociación de convenios colectivos; 

huelga y fuero sindical. 

El artículo 28 prohibe que los derechos constitucionales sean alterados por 

las leyes que reglamentan su ejercicio; lo que equivale a describirlos como 

mínimos a- favor de los beneficiarios de esos derechos, entre los que se 

encuentran los trabajadores (públicos y privados). 

Como Argentina es una unión Federal de Provincias, las Provincias han 

recogido en sus textos constitucionales los derechos consagrados en la 

Constitución Política Nacional. 

Así por ejemplo, el artículo 39 de la Constitución de la Provincia de Buenos 

Aires señala que el trabajo es un derecho y un deber social y reconoce el derecho 

de los trabajadores a retribución justa; condiciones dignas de trabajo; jornada 

limitada; descanso semanal; así como los derechos colectivos de libertad de 

asociación sindical; negociación de convenios colectivos, huelga y fuero sindical; 

reconoce los principios laborales de irrenunciabilidad; justicia social, primacía de la 

realidad; etc. 

La Constitución de la Provincia de Córdoba en su artículo 54 define el 

trabajo como un derecho y un deber fundado eh el principió de la solidaridad 

social. Ratifica los derechos individuales y colectivos que otorga la Constitución 

Nacional. El artículo 174 define que el ingreso a la administración pública se hace 
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por idoneidad y criterio objetivo en base a concursó público en igualdad de 

oportunidades. 

La Constitución de la Provincia de Comentes señala en su artículo 24 que 

los empleos públicos se conceden bajo el sistema de méritos y de acuerdo a las 

condiciones de la Ley de servicio civil. 

3.2. La Legislación. 

La Ley 25164 de 1999 es la Ley marco de regulación de empleo público 

nacional y es de obligatoria aplicación en todo el territorio nacional. Ella ordena 

que los derechos y garantías descritas en su texto para los trabajadores que 

integran el servicio civil de la Nación no podrán ser desconocidos ni reducidos por 

las negociaciones colectivas. 

Esta Ley aborda aspectos como impédimentos para el acceso a la 

administración pública; naturaleza de la relación de empleo; derechos y deberes 

de los trabajadores al servicio del Estado; establece el "sistema nacional de la 

profesión administrativa y el régimen disciplinario de los servidores públicos". 

El régimen jurídico básico de la función pública había sido aprobado 

mediante Ley 22.140 de 1980. También se .ha dictado la Ley 24185 de 1992, 

sobre los Convenios Colectivos para trabajadores del Estado, reglamentada 

mediante Decreto 447193 de 17 de mayo dé 1993. 
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La legislación Argentina considera el ingreso a la administración pública 

como un contrato administrativo, el cual exige al trabajador idoneidad para el 

cargo; condiciones éticas y morales; aptitud psicofísica y nacionalidad argentina 

(Ackerman: 1998;17). 

Existe un "Sistema Nacional de la Profesión - Administrativa" que es una 

especie de Ley General de Sueldos, basados en la capacitación; méritos y 

productividad. La estabilidad del servidor público como se ha descrito, está 

garantizada de manera absoluta para los empleados públicos desde la propia 

Constitución Política, mientras que a los trabajadores del sector privado se les 

garantiza la defensa contra el despido arbitraria. La Legislación reproduce estos 

principios constitucionales. La estabilidad se otorga a los empleados públicos 

contratados como permanentes y después de pasar un período probatorio de doce 

(12) meses, con un evaluación psicofísica y de desempeño satisfactorio. 

La estabilidad conlleva al reintegro y pago de salarios caídos en caso de 

despido violatorio de la legislación vigente. 

Las causas de terminación de la relación de trabajo en el sector público 

son: fallecimiento; renuncia aceptada; jubilación; extinción del plazo de 

disponibilidad (posibilidad de reingresar a la Administración Pública por haberse 

suprimido el cargo que ocupaba anteriormente); incapacidad laboral que 

sobrepase el límite establecido en la ley; cesantía ó "exoneración". 

La Ley de Riesgos de Trabajo (Ley 24557) se aplica a los trabajadores del 

sector público y privado indistintamente, mientras que las normas de convenios 
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colectivos de la Ley 24185 son aplicables a todos los empleados públicos, salvo 

aquellos que participen de convenciones colectivas regidas por el régimen de 

Convenios -Colectivas del Trabajo, a menos que expresamente se acuerden que 

estos trabajadores pasarán de éste régimen al que establece la Ley 24185. 

Desde 1945 se reconocieron los derechos colectivos de los trabajadores. 

La Ley 24185 reconoce a las asociaciones de servidores públicos como los 

representantes de los empleados públicos en las negociaciones colectivas con el 

Estado, las que clasifica en generales y. sectoriales. El Ministerio de Economía es 

el representante del Estado en las negociaciones colectivas y el Ministerio de 

Trabajo es un ente mediador 

Los acuerdos en materia salarial deberán supeditarse a la Ley de 

Presupuesto de la Nación y los acuerdos deberán ser implementados en forma de 

legislación nacional, según corresponda. 

Argentina ha ratificado desde 1988, el Convenio O.I.T. No.154 sobre 

fomento de la negociación colectiva, lo que facilita la negociación colectiva en el 

sector público. 

Por último, la huelga se autorregula reconociendo la necesidad de 

garantizar un porcentaje mínimo de funcionamiento en los servicios públicos 

esenciales (Ackerman: 1998:8). También existe la Ley 17183 que establece que 

en las empresas de servicios públicos se puede obligar a los trabajadores a cesar 

la huelga cuando se disminuya la eficiencia o se entorpezca o interrumpa el 

servicio. 
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4. Chile. 

4.1. La Constitución. 

La Constitución Chilena señala en su artículo 19, numeral 16, que se le 

garantiza la libertad de trabajo y su protección a todas las personas, lo que implica 

la libre elección laboral; no se puede prohibir el trabajo, a menos que atente contra 

la moral, la seguridad o la salubridad pública ó que así lo exija el. interés nacional. 

Se prohibe en la norma comentada, la exigencia de afiliación o 

desafiliación de una organización a entidades específicas. 

Se garantiza la negociación colectiva y se delega en la Ley la posibilidad 

de negarla, así como las modalidades de la misma y sus procedimientos; y los 

casos en que el conflicto debe someterse a arbitraje obligatorio. 

Los funcionarios del Estado y las Municipalidades tienen prohibida la 

huelga, al igual que los trabajadores de las empresas de servicios públicos "cuya 

paralización cause grave daño a la salud, a la economía del país, al 

abastecimiento de la población o a la seguridad nacional". 

El numeral 17 de la norma comentada garantiza el ingreso a la función 

pública "sin otros requisitos que los que impongan la Constitución y las 

Leyes". 

Así mismo, se garantiza el derecho de sindicación (numeral 19). 
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4.2. La Legislación. 

La norma principal que regula las relaciones entre los empleados públicos y 

el Estado Chileno es la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la 

Administración del Estado, (No. 18575) de 1986; a la que se pueden agregar la 

ley 18,834 - de 1989; 19,296 de 1994 19,475 de 1996, sobre Asociaciones de 

Funcionarios de la Administración del Estado, así como la Ley 19345 de 1994 

sobre Extensión de la Ley, de Accidentes del Trabajo y Eñfermedades 

Profesionales del Sector Público (Morgado Valenzuela: 1998; 74). 

Según Morgado Valenzuela al comparar la legislación laborar con los 

estatutarias, se encuentran "notables simetrías", en lo correspondiente a las 

relaciones individuales de trabajo. Ello se debe a que la regulación del empleo 

público fue paralela o anterior a la regulación del empleo privado. En el caso de 

las relaciones colectivas existen más diferencias que semejanzas (Morgado 

Valenzuela: Op. Cit; 76). 

De acuerdo a la ley, el ingreso a la administración pública tiene lugar en 

cargos "de planta" o "a contrata', que corresponde a lo que se conoce como 

trabajo permanente o por tiempo indefinido y a trabajo o contrato por tiempo 

definido. 

La "Carrera funcionaria se inicia con el ingreso como titular a un cargo de 

planta. Son requisitos generales para el ingreso, ser ciudadano chileno, salvo los 

extranjeros contratados ua  honorarios"; haber cumplido con la Ley "de 

reclutamiento y movilización"; salud compatible con el cargo; nivel educacional 
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acorde con el cargo; no haber cesado en un cargo público en los últimos 5 años 

por razón de calificación deficiente o sanción disciplinaria; no, estar inhabilitado 

para el ejercicio de cargos públicos, ni hallarse condenado ó procesado por crimen 

o simple delito. El ingreso es mediante nombramiento. El concurso público 

permite accesar al grado más alto del cargo al cual se aspira a ingresar. 

Los funcionarios tienen derecho a la estabilidad en el empleo y cesan en 

sus cargos por renuncia; jubilación; vencimiento del contrato por tiempo definido; 

retiro provisional; muerte; declaración de vacancia; (causas no imputables al 

funcionario); supresión del empleo o destitución. 

Laboran hasta 44 horas semanales y el tiempo de trabajo en exceso se 

paga con tiempo libre en igual cantidad, más un 25%' si el trabajo es diurno y  50% 

si se produce en jornada nocturna. 

Hay 	también derecho- a vacaciones anuales renu meradas; licencias 

especiales (con o sin salario); capacitación; evaluación del desempeño y un 

régimen disciplinario que sanciona el incurrir en las prohibiciones o incumplimiento 

de los deberes, previa investigación, con censura, multa o destitución, según la 

gravedad de la falta. 

Los funcionarios públicos tienen derecho a constituir las asociaciones que 

estimen convenientes, a excepción de las Fuerzas Armadas y las de orden y 

Seguridad Pública. 
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Existe un Organismo técnico del Ministerio de Trabajo y Provisión Social 

que participa en la constitución; funcionamiento y disolución de las asociaciones 

de funcionarios públicos, así como de sus federaciones y confederaciones. Este 

Organismo, junto a la Contraloría General de la República, quien participa de la 

ejecución del Estatuto Administrativo y demás normas estatutarias, son los 

principales Interlocutores de las asociaciones de funcionarios públicos. 

Los directores de las asociaciones de funcionarios públicos gozan de fuero 

sindical hasta 6 meses después de haber cesado en sus funciones y según la 

Ley, deben concedérseles los permisos necesarios para ejercer sus funciones, en 

un mínimo de 22 horas a la semana sea, la mitad de la jornada. 

No se reconoce el derecho a la negociación colectiva y como se ha 

expresado, desde la propia Constitución Política se prohibe la huelga de los 

funcionarios públicos. 

S. México. 

5.1. La Constitución. 

El Artículo 5 de la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos declara 

que no se le puede impedir a nadie el ejercicio de la profesión, o trabajo siempre 

que sea lícito. 
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Por otro lado, el artículo 123 establece el- derecho al trabajo y establece 

algunos derechos en favor de los trabajadores, tales como jornada máxima diaria 

de ocho, (8) horas; prohibición de trabajar a menores de 14 años; descanso 

semanal obligatorio' y descanso por maternidad (6 semanas antes del pacto y  6 

semanas posteriores); salario mínimo; igualdad de salario; participación en 

utilidades de la empresas; pago de horas extras; derecho a habitación en el caso 

de 	trabajadores agroindustria les; capacitación y adiestramiento profesional; 

derecho de sindicación y de huelga; indemnización o reintegro en caso de 

despido injustificado; indemnización por riesgos profesionales; prohibición de 

jornada inhumana y de salario inferior al mínimo etc. 

Este mismo artículo establece el beneficio del seguro social y la jurisdicción 

de trabajo. 

Reconoce en el acápite "B",la existencia de relaciones de trabajo en las 

empresas administradas en forma directa o descentralizada por el Gobierno 

Federal y describe que las autoridades laborales Federales Mexicanas serán las 

encargadas de atender los asuntos relativos a los contratos de trabajo y las 

disputas que surjan entre los poderes de la Unión, el Gobierno del Distrito Federal 

y sus trabajadores. 

Se establecen derechos mínimos a favor de los servidores o trabajadores 

M Estado, entre los que destacan; jornada de ocho (8) horas diarias, un día de 

descanso semanal obligatorio; vacaciones; salario mínimo; igualdad de género; 

descuentos salariales legales; ingreso por concursos y escuelas de administración 
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pública; escalafón; estabilidad; indemnización o reintegro por separación 

injustificada; asociación y huelga; seguridad social; protección a la maternidad; 

creación del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje; jurisdicción especial; 

exceptúa de estos beneficios a los militares, a los marinos, los agentes del 

Ministerio Público y demás miembros institucionales policiales, quienes se deben 

regir por sus propias leyes. 

Por otra parte, el artículo 115, Frac. IX, señala que "Las relaciones de 

Trabajo entre el Estado y sus Trabajadores, se regirán por las Leyes que 

expidan las legislaturas de los Estados con base en lo dispuesto en el 

artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 

sus disposiciones reglamentarias. Los Municipios observarán estas mismas 

reglas por lo que a sus trabajadores se refieren". 

De lo expresado se desprende nítidamente que para la Constitución 

Política Mexicana los servidores estatales son un particular grupo de trabajadores, 

con característica especiales, pero trabajadores al fin. 

5.2. La Legislación. 

La Ley Federal de los Trabajadores al Servicio de Estado, Reglamentaria 

del Apartado "B" del Artículo 123 Constitucional, se promulgó en diciembre de 

1963, la cual es de aplicación en todo el territorio nacional y en los Instituciones 

del Gobierno Federal, Autónomas y Semi autónomas. 
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Define como trabajador a todo aquel que preste un servicio a las 

Instituciones Federales y los divide en dos (2) grupos: de corfianza y de base, 

siendo los primeros "los que integran la planta de la Presidencia de la 

República y aquellos cuyo nombramiento o ejercicio requiera la aprobación 

expresa del Presidente de la República". Todos los demás son considerados 

trabajadores de base. 

Establece la irrenunciabilidad de los derechos que la Ley le otorga a los 

trabajadores (artículo 10) y declara a la Ley Federal del Trabajo como de. 

aplicación supletoria principalmente. 

En cuanto a derechos, prácticamente repite los que otorga la Constitución y 

detalla algunos de ellos. Regula la relativo al contenido del nombramiento y el 

traslado, cuidando que éste último no sé realice como sanción o en perjuicio de los 

derechos del trabajador. Se destacan la estabilidad a los seis (6) meses de 

laborar; el pago de 100% de salario por jornada extraordinaria. y sobresueldos por 

aumento del costo de vida, entre otros. 

El artículo 46 establece las causas justas de terminación del nombramiento, 

entre los que destacan las siguientes: renuncia; conclusión del término del 

nombramiento o conclusión de la obra; incapacidad permanente del trabajador; ó 

por resolución del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje en los siguientes 

casos: Falta de probidad u honradez; ausencia injustificada por más de tres (3) 

días; destrucción de equipos y materiales con intención dolosa; comprometer por 

descuido (culpa) la seguridad del lugar de trabajo; desobedeci miento reiterado y 
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sin justificación de ordenes impartidas; concurrir habitualmente al trabajo ebrio o 

narcotizado y por prisión del trabajador. 

Se establece el derecho a escalafón de acuerdo a los siguientes criterios: 

conocimientos; aptitud; antigüedad, disciplina* y puntualidad. Se establece el 

concurso de oposición para ocupar cargos en algunas dependencias como las 

jefaturas médicas en el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado, etc. 

Autoriza y reconoce el derecho de sindicación en cada Institución del 

Estado (artículo 67). Establece la regla de un sólo sindicato por Institución 

(artículo 68). 

Los sindicatos no pueden negociar salarios pues los mismos se determinan 

en la Ley de Presupuestos, pero pueden negociar las condiciones generales de 

trabajo, entre los que se incluyen intensidad y calidad de trabajo; riesgos 

profesionales; normas disciplinarias; exámenes médicos obligatorios; labores 

insalubres, etc. 

Para ir a una huelga, hay primero que agotar un procedimiento obligatorio 

de conciliación y el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje deberá declarar 

que hay fundamento para la huelga antes que esta se declare y después de esa 

certificación, los trabajadores tienen 10 días para iniciar la huelga. 

Los directivos sindicales no pueden reelegirse en el mismo cargo. 
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Como queda escrito, las fuerzas armadas, los servicios policiales y los 

servicios bancarios estatales, tienen autorización para establecer legislaciones 

especiales al margen de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del 

Estado. 

Por último debemos destacar la existencia desde 1984, de la Procuraduría 

de la Defensa de los Trabajadores al Servicio del Estado, a la que le corresponde 

la defehsa gratuita de los intereses de los trabajadores en las cuestiones 

relacionadas con la aplicación de la Ley Federal de Trabajadores estatales por la 

vía conciliatoria. 

6. Colombia. 

6.1. La Constitución. 

El artículo 39 de la Cónstitución Colombiana reconoce a todos los 

trabajadores y patrones el derecho a la sindicación, excluyendo de este derécho a 

los miembros de las fuerzas armadas. Así mismo, se establece en la misma 

norma, el derecho al fuero sindical, sin ningún tipo de restricciones: 

El Capitulo 2 del Titulo V, sobre Organización del Estado titulado "De La 

Función Pública", describe a los servidores públicos como "los miembros de las 

corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus 

dependencias descentralizadas territona¡mente y por servicios" (artículo 

123). La misma norma señala que las funciones públicas se desarrollan de 

acuerdo a la Constitución, la Ley y el Reglamento. El artículo 124 por su parte 
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delega en la Ley la responsabilidad jurídica disciplinaria y penal de los servidores 

públicos. 

El artículo 125 establece el ingreso por concurso a los empleos estatales. 

Prohibe el nombramiento o remoción basado en la filiación política. 

El artículo 126 prohíbe el nepotismo. El artículo 127 prohibe la contratación 

con el Estado por parte de los servidores públicos. El artículo 128 prohibe ejercer 

más de una función pública a la vez. 

El artículo 130 establece la Comisión ,  Nacional de Servicio Civil, 

responsable de la administración y vigilancia de las carreras públicas. 

6.2. La Legislación. 

La Ley No.443 de 11 de junio de 1998 regula las normas sobre Carrera 

Administrativa de servidores públicos en determinadas instituciones como las de 

seguridad social; educación; y los no uniformados de las Fuerzas Militares y de la 

Policía Nacional. 

Existen un conjunto de leyes fragmentarias que regulan determinados 

aspectos de la relación laboral en la administración pública, entre las que 

podemos destacar el Decreto No. 1835 de 1994, que reglamenta las actividades de 

alto riesgo de los servidores públicos, estableciéndoles un régimen especial de 

pensiones solidarias. El Decreto No. 1132 de 1994 que regula lo referente al 

fondo de pensiones públicas; La Ley Nó.27 de 1992 que desarrolla lo concerniente 
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a los concursos de ingreso y delimita el -ámbito de aplicación de la Carrera 

Administrativa; establece cuales cargos son dé libre nombramiento y remoción, 

etc.; La Ley 4 de 1992 fija los criterios para el régimen salarial de los empleados 

públicos, y finalmente, la Ley No.61 de 30 de diciembre de 1987, por la cual se 

expiden normas sobre Carrera Administrativa. 

De acuerdo al Decreto 1042. de 1978, los organismos institucionales que 

desarrollen actividades de construcción y mantenimiento de obras públicas deben 

fijar en sus planillas el número de cargos permanentes que requieran ser 

ocupados por "trabajadores ofiriales". Los elementos del contrato de trabajo en 

esta actividad son la prestación personal del servicio; la realización continua del 

mismo y la remuneración o salario. 

Como quiera que, de acuerdo al artículo constitucional 125 los puestos del 

Estado salvo los de alta jerarquía o elección popular deben proveerse mediante 

concurso, entonces se entiende, que todos los servidores públicos son de carrera, 

y que ingresan mediante nombramiento, salvo cuando la ley autorice la vinculación 

a través de contratos de trabajo. 

A partir de este concepto, se ha desarrollado la Carrera Administrativa 

como norma fundamental de los servidores públicos, distinta aunque coincidente 

en algunos aspectos, con el Código de Trabajo. 

La Ley de Carrera Administrativa ha sufrido varias reformas, pero en lo 

esencial mantiene los siguientes principios y normas: Reclutamiento con base en 

concursos públicos que incluyen convocatoria; reclutamiento; aplicación de 
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pruebas o instrumentos de selección; confirmación de listas de elegibles y período 

probatorio. 

Se ha dictado también, mediante Ley 200 de 1995, la creación del Código 

Disciplinario Único, que desarrolla las normas relativas a las faltas disciplinarias 

de los• servidores públicos, clasificándoles, en leves, graves y gravísimas; 

prescripción de la acción y la sanción; competencias para investigar y sancionar; 

procedimientos disciplinarios (investigación, cargos y descargos; pruebas; fallos y 

segunda instancia); juzgamientos de ausentes; procedimientos sumarios y ante el 

Congreso de la República y regímenes especiales disciplinarios. 

Existen carreras administrativas especiales para docentes; del sistema 

nacional de Salud; carrera Judicial; carrera diplomática y consular; carrera de los 

funcionarios de la seguridad social; carrera de la registraduría nacional del estado 

civil; de la superintendencia bancaria; carrera tributaria, penitenciaria y carcelaria; 

de la Procuraduría General de la Nación y de la Defensoría del Pueblo, y de la 

Contraloría General de la República. 

Todas estas carreras desarrollan los temas concernientes a los registros de 

elegibles, provisión del empleo y período probatorio, así como retiro por 

calificación insatisfactoria. Describen los cargos de carrera, etc. 

En cuanto a los derechos colectivos, la legislación colombiana permite la 

negociación colectiva de los servidores públicos con lás Instituciones del Estado. 

En este sentido sólo se restringe el hecho que el salario negociado no sea inferior 
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al mínimo legal y que los representantes del Estado en la negociación no se 

pueden beneficiar con dicha convención colectiva. - 

El derecho de huelga es reconocido en la legislación. Igualmente se 

reconoce el derecho al fuero sindical de los dirigentes sindicales o de asociaciones 

de los servidores públicos. 

7. Costa Rica. 

7.1. La Constitución. 

El Titulo XV de la Constitución Costarricense se titula "El Servicio Civil" y en 

él se establece que un estatuto deV servicio civil regulará las relaciones' entre el 

Estado y sus servidores públicos (artículo 191); se establece el principio de 

estabilidad, declarando que las causas de remoción de los servidores públicos las 

expresará la legislación del trabajo (artículo 192). 

El artículo 56 define el trabajo como un derecho y un deber, mientras que el 

artículo 57 establece el salario mínimo legal como un derecho social. En los 

subsiguientes artículos se reconocen otros derechos como la jornada máxima 

diurna; descanso semanal obligaLurio; derecho a la sindicalización; huelga y 

negociación colectiva; jurisdicción del trabajo; etc, así como declarar mínimos en 

beneficio de los trabajadores, los derechos descritos. 
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7.2. La Legislación. 

El Título Octavo del Código de Trabajo de Costa Rica se denomina "Del 

Régimen de los Servidores del Estadó y sus lnsttuciones". En dicho aparte 

se desarrollan normas especiales aplicables a los servidores públicos en, materia 

laboral, entre las que destacan: ámbito de aplicación (una enorme lista genérica 

de trabajadores de instituciones del Gobierno Central; autónomas y 

semiautónomas); establece el principio de estabilidad y & derecho a 

indemnización por despido injustificado o el despido sin causa justificada pero con 

el pago de las prestaciones que correspondan según & Código de Trabajo. 

El resto de las materias o sea, derechos individuales del trabajo y aún los 

colectivos, así como la administración de las normas laborales y la jurisdicción y 

normas de procedimiento laboral, son aplicables-  por igual a los trabajadores del 

sector público y privado, de acuerdo a las normas del Código de Trabajo y la 

legislación fragmentaria. 

Existe un reglamento del servicio civil, (vigente desde 1954), cuyas normas 

están sujetas y en concordancia con las antes citadas y que desarrolla aspectos 

como concurso de ingreso; evaluáciÓn d& desempeño, vacaciones; etc. 

También en 1993 se adoptó el acuerdo No.162 del Consejo de Gobierno, 

que reglamenta la negociación colectiva de los servidores públicos. En él se 

define que los convenios colectivos no deben afectar la continuidad de los 

servicios esenciales; se creó la Comisión Nacional de Homologación y Ratificación 
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de la Negociación Colectiva en el sector público, integrada por representantes de 

todos los ministerios, con carácter provisional. 

S. Cuba. 

8.1. La Constitución. 

La Constitución Cubana contiene una total exaltación de los trabajadores, 

desde su preámbulo y a lo largo de la misma. 

En su artículo 1 se establece que Cuba "es un Estado socialista de 

obreros y campesinos y demás trabajadores manuales e intelectuales". 

El artículo 4 destaca que el poder pertenece al pueblo trabajador, y que 

ese poder se sustenta en una alianza entre los trabajadores y los campesinos. 

El artículo 8 garantiza el empleo a todos los ciudadanos. El artículo 16 

consigna que el Estado dirige y controla la actividad económica nacional de 

acuerdo a un plan único de desarrollo económico social "en cuya elaboración y 

ejecución participan activa y concientemente los trabajadores de todas las 

ramas de la economía...". 

El artículo 44 erige en derecho, deber y honor social al trabajo. Allí se 

garantiza la remuneración de acuerdo a la calidad y cantidad del trabajo; se 

reconoce el trabajo voluntario y se establece la obligación de cumplir con las 

tareas del empleo. 
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El artículo 45 garantiza el descanso laboral y el fomento estatal de las 

instalaciones y planes vacacionales. 

El artículo 48 garantiza la seguridad e higiene' laboral así como la atención 

en paso de accidente o enfermedad profesional. 

8.2. La Legi1ación. 

Mediante Resolución No.16-2000 del Gobierno Nacional, se tipifican los 

cargos de funcionarios públicos de "utilización general", en la que se describen lo 

que comúnmente se denominan servidores públicos de confianza o de jerarquía. 

Aparte de la norma descrita, no existe-alguna regulación especial para los 

servidores o funcionarios públicos, dado que todos los trabajadores cubanos son 

empleados públicos. 

El artículo 1 de¡ Código de Trabajo señala que el derecho laboral cubano se 

fundamenta en las relaciones de producción "propias de un Estado de obreros 

y campesinos y demás trabajadores manuales e intelectuales...". 

El artículo 3 desarrolla los principios que fundamentan el régimen laboral, 

destacándose los siguientes; el trabajo. es  un derecho, un deber y un honor; todo 

ciudadano en condiciones de trabajo tiene oportunidad de emplearse para 

satisfacer sus necesidades y las de la sociedad, sin discriminación alguna. El 

trabajo se proporciona de acuerdo a las exigencias de la economía y la sociedad. 
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La elección del trabajador y su aptitud y calificación son fundamentos del 

derecho laboral cubano según su Código de Trabajo, de la misma forma que la 

igualdad salarial; remuneración de acuerdo a la cantidad y calidad del trabajo; el 

derecho de asociación y sindicación; descansos obligatorios; existencia y 

reconocimiento del trabajo voluntario; derecho a protección, seguridad e higiene 

en el trabajo y prevención de accidentes y enfermedades; derecho a educación 

(de adultos, técnica, profesional y laboral); pensiones por incapacidad para 

trabajar; facilidades a la mujer para trabajar incluida licencia retribuida por 

maternidad, y cumplimiento cabal de las tareas del empleo. 

Los artículos 4; 5 y  6 determinan el ámbito de aplicación de la legislación 

laboral, en el que incluyen a todos los trabajadores del país. 

El artículo 7 define lo que denomina "entidades estatales" que no es otra 

cosa que los patronos empleadores y entre ellos describe a los organismos 

estatales de la Administración Central; las empresas estatales; las empresas 

dependientes de las unidades políticas de masas; las cooperativas de producción 

agraria y las empresas del sector "privado" (estas últimas no existen en forma 

absoluta sino en base a capital mixto entre el Estado e inversionistas extranjeros). 

Existe una sección especial del Código dedicada a la organización sindical 

en la que se incluye el derecho de asociación y sindicación; de reunión; libertad 

de estatutos; participación sindical en la elaboración y ejecución de planes 

estatales de desarrollo económico nacional; movilización; organización de 

"consejos de trabajo" (especie de comité de empresa); organización del trabajo 
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voluntario; cumplimiento de la legislación laboral; promoción de la capacitación de 

sus miembros y de la actividad cultural, social y deportiva de los trabajadores en la 

producción; estimulación de la antigüedad en el empleo; etc. 

Los dirigentes deben gozar de fuero sindical y facilidades para el ejercicio 

de sus funciones según mandato del Código de Trabajo. 

Según el artículo 22 la relación de trabajo se formaliza mediante contrato 

habido entre la administración de la entidad laboral y el trabajador. 

Se puede contratar desde los 17 años de edad. Hay tres clases de 

contratos: Por tiempo determinado; por tiempo indeterminado y por ejecución de 

obra. Existe un período probatorio de nasta 30 días como regla general. 

La administración establece los escalafones salariales, "previo acuerdo con 

la organización sindical correspondiente" (artículo 46). 

Existen comisiones permanentes en cada empresa e institución,, 

encargadas, de la evaluación del desempeño. 

La relación contractual laboral termina por mutuo acuerdo; llamado al 

servicio militar del trabajador; conclusión , de la obra o el tiempo contratado; 

jubilación; fallecimiento del trabajador; cierre de la empresa o institución estatal o 

por "iniciativa de alguna de las partes'. 

Son causas de despido: ineptitud del trabajador; falta de idoneidad; 

declaración de disponibilidad (especie de suspensión del contrato); invalidez; 
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violación de la disciplina laboral; prisión; exceder la licencia de maternidad sin 

reincorporarse al trabajo por causas no justificadas.. 

De acuerdo al articulo 62 existe 1a relación laboral "por designación" 

consistente en la designación del trabajador por la autoridad competente, para el 

desarrollo de una actividad laboral. De igual forma existe la relación laboral por 

elección ó votación. Este tipo de relación termina por el cumplimiento del plazo 

para el cual fue electo ¿designado el trabajador: renuncia aceptada; sustitución; 

incapacidad definitiva o permanente; revocación del mandato y fallecimiento del 

trabajador. 

Los médicos; artistas y educadores poseen un régimen laboral especial, 

determinado por el ente estatal rector de estas actividades. 

Como regla general se establece la no obligatoriedad del trabajo 

extraordinario y se delega en los convenios colectivos la regulación de este tema. 

Existe un régimen disciplinario individual que incluye las sanciones de 

amonestación; traslado o otra pláza de menos remuneración, de manera temporal 

o definitiva; suspensión hasta por 30 días y despido. 

El Código de Trabajo posee un Capítulo denominado "Indemnización de 

daños y perjuicios por la aplicación de medidas disciplinarias indebidas". 

Igualmente existen normas especiales sobre trabajo de la mujer y adolescentes 

así como sobre la capacitación; la higiene y seguridad laboral; el aprendizaje; 

sobre los trabajadores que estudian en el nivel de educación superior; etc. 
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No existe en la legislación cubana, el derecho a huelga. En vez de ello hay 

una sección del Código de Trabajo sobre la forma de atender los conflictos 

colectivos, sometiéndolos obligatoriamente a la conciliación y luego a la decisión 

jurisdiccional si es necesario, caso en el que se puede recurrir hasta el Tribunal 

Superior especializadó en asuntos laborales. 



U. LEGISLACION INTERNACIONAL DE LOS SERVIDORES 
PUBLICOS 

1. Los Convenios de la Organización Internacional del Trabajo 
(O. I.T.). 

Los Convenios de la Organización Internacional del Trabajo (O.I.T.) son 

adoptados por la Conferencia anual, que según sus estatutos es la máxima 

estructura deliberativa de la Organización pero para que el Convenió entre en 

vigencia en cada país, se requiere que el mismo sea ratificado por el órgano 

legislativo del mismo, según los procedimientos normales de creación de leyes, 

pero sin reformar el texto del Convenio, el cual se debe luego notificar a la Oficina 

Internacional del Trabajo. 

Los Convenios, además de tener fuerza de Ley en cada país, son objeto de 

seguimiento y supervisión a través de las diferentes estructuras de la O.I.T. según 

su carta constitutiva y la declaración de Filadelfia (O.l.T: 1999; 7). 

Los controles más comunes son los informes que cada país debe presentar 

sobre las medidas adoptadas para el cumplimiento de los Convenios. 

La fuerza de la O.I.T. radica en su sistema normativo, que promueve la 

constante búsqueda de consensos. Todo su sistema de normas internacionales 

se inspira en el tripartismo, lo que es una forma pacífica de regulación de la 

relación laboral. 
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2. Los Convenios Relativos al Sector Público. 

Tradicionalmente se han identificado cuatro (4) Convenios que se 

consideran de aplicación en el sector público y que resumimos a continuación: 

2.1. Convenio 87 sobre Libertad Sindical. 

Establece el derecho de asociación, de reunión, de organización y de 

elección de afiliación sindical, sin ingerencia gubernamental alguna. Panamá lo 

ratificó mediante Ley No 42 de 2 de febrero de 1967, habiendo sido objeto de 

múltiples denuncias y quejas sobre la aplicación del mismo y también ha sido 

sujeto de recomendaciones por parte de la Comisión de Expertos de O.l.T sobre 

aplicación de Normas y Convenios en el sentido de incluir a los servidores 

públicos en el reconocimiento del derecho de sindicación, en lo cual ha insistido 

dicho Comité desde 1967 hasta el presente, cada año, casi de manera 

ininterrumpida (ilo.org.ilolex/htm).  

Nuestro país no sólo no ha reconocido el derecho de sindicación a los 

servidores públicos, sino que expresamente lo ha negado, como ocurrió en 1998, 

cuando la Federación Nacional de Servidores Públicos intentó afiliarse a la Central 

Obrera "Convergencia Sindical", lo cual fue negado mediante resolución No.2-99 

del Ministerio de Trabajo y Desarrollo Laboral. 

Cabe destacar por último, que este Convenio ha sido ratificado por 141 

'aíses, incluidos los analizados en el presente trabajo. 



122 

2.2, Convenio 98 sobre el Derecho de Sindicación y Negociación 
Colectiva. 

Aprobado por la Conferencia anual de la Organización Internacional del 

Trabajo ce 1949, Panamá lo ratificó en 1966, mediante Ley No.23 de 10  de febrero 

de 1966. 

En dicho Convenio se establece el derecho a negociar colectivamente entre 

los trabajadores y sus empleadores todo lo relativo a las condiciones de trabajo, 

sin ingerencias de ningún tipo. La interpretación del Comité de Libertad Sindical 

de O.I.T. es que éste convenio incluye a los servidores públicos (O.I.T. 1996; 48) 

pero todos los gobiernos panameños desde 1966 han hecho caso omiso a la 

sugerencias de permitir convenios colectivos y libertades sindicales en el sector. 

público. 

De hecho, se han acordado entre. 1984 y 1990, alrededor de 40 acuerdos 

institucionales y 8 acuerdos generales entre las organizaciones gremiales del 

sector público y el Gobierno Nacional en donde la presión de la huelga antecedió a 

cada uno de esos acuerdos (Beluche: 1989; 193). Durante la década del 90 sin 

embargo, no se firmó ningún tipo de acuerdo. 

El Convenio No.98 ha sido ratificado por 152 países, incluido 7 de los 8 que 

hemos analizado, con excepción de México. 
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2.3. Convenio 151 sobre Relaciones de Trabajo en la 
Administración Pública. 

Este Convenio especifica el derecho de Asociación de,  los servidores 

públicos sin ingerencias de ningún tipo y en condiciones semejantes a tos 

descritos en el Convenio Nó.87. 

A pesar de requerimientos nacionales e internacionales, Panamá no ha 

ratificado aún dicho Convenio (ilo.org. natlex). 

El Convenio descrito ha sido ratificado por 39 países, dentro de las cuales 

se incluyen Arqentina; Colombia; Cuba; Chile y España, de¡ grupo de países cuya 

legislación laboral del sector público hemos analizado. 

2.4. Coflvenio 154 sobre Negociación Colectiva. 

Aprobado en la Conferencia de Ó.I.T. de 1981, este Convenio trata sobre 

las negociaciones colectivas para fijar condiciones de empleo; regular relaciones 

de trabajo; y sobre el fomento de las negociaciones colectivas. 

El artículo 1 del Convenio describe la posibilidad, de adopción de medidas 

particulares en el caso de la administración pública. 

Este Convenio no ha sido ratificado por Panamá y en general lo ha sido por 

32 países, incluidos Argentina, Colombia y España, del grupo cuya legislación 

hemos consultado. 
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3. Los Convenios Fundamentales. 

La Organización Intemaçional del Trabajó ha asumido desde la Conferencia 

anual de 1998, la "Declaración Relativa a los Principios. y Derechos 

Fundamentales en el Trabajo" la cual ha señalado que interesa a O.I.T. y a todos 

sus miembros "el compromiso que se deriva de su mera pertenencia a. la 

Organización de respetar, promover y hacer realidad, de buena fe y de 

conformidad con la Constitución, los principios relativos a los derechos 

fundamentales...". 

Los Derechos y Principios Fundamentales del Trabajo se resumen en 

libertad de asociación; libertad sindical y de negociación colectiva; la eliminación 

de todos las formas de trabajo forzoso; la abolición efectiva del trabajo infantil y la 

eliminación de toda forma de discriminación en materia de empleo y ocupaciór 

Estos derechos toman forma en los siguientes Convenios: No 29, sobre 

trabajo forzoso; No. 87, sobre libertad sindical y protección del derecho de 

sindicación; No. 98 sobre derecho de sindicación y negociación colectiva; No. 100, 

sobre igualdad de remuneración; No.105, sobre abolición del trabajo forzoso; No. 

111 sobre la discriminación en el empleo y ocupación; No. 138, sobre edad 

mínima para trabajar, y elConvenio No.182, sobre las peores formas de trabajo 

infantil. 
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Los Convenios fundamentales han sido ratificados por la mayor parte de 

los miembros de O.I.T.,,  incluido Panamá, que los ha ratificad -o todos (MITRADEL: 

2002; 2). 

Estos Convenios han servido como medida en cuanto a su aplicación, para 

determinar lo que la actual Dirección de O.I.T. ha denominado El Trabajo Decente, 

concepto definido como "Aquella ocupación productiva justamente 

remunerada, que se ejerce en condiciones de libertad, equidad seguridad y 

respeto a ala dignidad humana". Dé la mayor o menor aplicación de lbs mismos 

a un grupo social o de trhajadores determinados, depende la cualificación o 

conceptualización de qué tan. cerca o tan lejos se está de ofrecer un trabajo 

decente (O.I.T.: 2001; 4) en cada país en particular. 

En el caso de los servidores públicos panameños, al hacer el análisis sobre 

el trabajo decente se obtiene el siguiente resultado: 

El trabajo forzoso se dá en forma mínima al establecerse el pago de "tiempo 

compensatorio" que según la definición del artículo 89 de la Ley 9 de 20 de junio 

de 1994 (sobre Carrera Administrativa), es un periodo retribuido de descanso "por 

haber permanecido laborando después de la jornada regular o por" asistencia a 

seminarios obligatorios efectuados en horas distintas a su jornada". Por lo tanto, 

hayun mínimo dé trabajo forzoso en el sector público, lo que hace que no se 

apliquen los Convenios 29 y 105 de O.I.T. en todas su extensión. 

Por otro lado como se ha evidenciado no se aplican, al menos desde el 

punto de vista formal, los Convenios 87 y 98 en el sector público panameño. 
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En cuanto a discriminación, según cifras oficiales, los hombres devengan 

mejores salarios que las mujeres en el sector público en general (Contraloría 

General: 2002; 216). 

La mayor parte de los destituidos del sector público al inicio de cada 

período presidencial forman parte del partido político que perdió dichas elecciones, 

por lo que no se aplican tampoco los Convenios 100 y 111 de O.I.T. 

En cuanto al trabajo infantil, no existen trabajadores dél Estado menores de 

18 años de edad, por lo que se aplican plenamente los Convenios No. 138 y 182 

en el sector público panameño. 

Aunque O.I.T. de manera oficial no ha evaluado el nivel de trabajo decente 

en el sector público a la luz de los párámetros descritos, es concluyente de 

acuerdo al ejercicio precedente, que existe un muy bajo porcentaje de aplicación 

de este concepto en el sector. 
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C. LEGISLACIONNÁCIONAL DEL SECTOR PUBLICO. 

1. La Constitución. 

La Constitución de la República de Panamá posee una dicotomía entre 

trabajadoras en general, concepto en el que en ocasiones se incluye a los 

servidores públicos, y el trabajo en el sector privado, para los cuales rigen normas' 

aparentemente distintas. 

El Capitulo 31  del Título III (Derechos y Deberes Individuales y Sociales), 

se denomina "El Trabajo» y contiene garantías y derechos mínimos a favor de los 

trabajadores, tales como el salario mínimo; el derecho de sindicación; el de 

huelga; jornada máxima diurna de 8 horas diarias; protección de la maternidad 

(descanso obligatorio de 6 semanas antes y 8 después del parto); derecho a la 

estabilidad laboral; capacitación sindical y profesional y jurisdicción especial. 

El Título XI de la Constitución se denomina LOS servidores Públicos, y 

contiene tres (3) Capítulos, que se denominan así: El primero, Disposiciones 

Fundamentales; el segundo se denomina Principios Básicos de la Administración 

de Personal y el tercero se denomina Organización de la Administración de 

Personal e incluyen normas que dictaminan que los déberes y derechos de los 

servidores públicos se determinan por la Ley (artículo 297), entendiendo' como 

servidores públicos a todos aquellos que reciban remuneración del Estado (art. 

294); que la estabilidad depende de la competencia, lealtad y moralidad (artículo 
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295) y que no se podrá percibir más de un salario estatal como regla general 

(artículo 298). 

Se instituyen diversas carreras públicas como la administrativa; judicial; 

docente; diplomática y ,  consular; ciencias de la salud; policial; ciencias 

agropecuarias y servicio legislativo (artículo 300) y se -ordena la existencia de un 

Manual de Procedimientos y otro de Clasificación de Puestos (artículo 301.). 

Las normas del Capítulo 3 del Título Hl señaladas no hacen ninguna 

distinción entre trabajadores del sector estatal o del sector privado de la economía, 

de donde se concluye que el interés del constituyente es el proteger a los 

trabajadores por igual, sin distincióñ de ningún tipo, por lo menos en lo referente a 

las garantías de salario mínimo legal; jornada máxima laboral; protección de la 

maternidad; sindicación y huelga según se desprende del texto constitucional. 

Estas normas no contradicen en. forma alguna' lo estatuido en el Título XI 

Constitucional sobre los Servidores Públicos ya que en dicha normatividad no se 

niega o limita a los servidores públicos ninguno de los derechos descritos,. 

La jurisprudencia nacional ha reconocido que la protección a la maternidad 

de la mujer trabajadora del sector público nace del texto del artículo 68 

Constitucional, lo que apuntala el criterio de que esta garantía debe entenderse 

extendida a la trabajadoras del sector público y privado, al igual que los otros 

derechos comentados. 
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Es necesario aclarar que los derechos de los trabajadores consignados a 

nivel constitucional datan aesde la Constitución de 1941 (Quintero: 1989; 60) pero 

en la Constitución de 1972 han sido aclarados y delineados con mayor precisión. 

2. La Legislación. 

2.1. El Código de Trabajo. 

El Artículo 2 del Código de Trabajo declara que los servidores públicos se 

regirán por las normas de la Carrera Administrativa "salvo en los casos en que 

expresamente se determine para ellos la aplicación de algún precepto de 

este Código". 

El artículo 46 sin embargo, describe los días de fiesta o duelo nacional que 

son de obligatorio descanso para todos los trabajadores sin distinción alguna. 

También el artículo 160 establece una norma de aplicación general a todos los 

trabajadores, públicos y privados; y se refiere al derecho a licencia con sueldo. 

para representar al país o a su organización sindical o para ejercer un cargo de 

elección popular. 

El artículo 292 por su parte, señala que se consideran trabajadores a los 

empleados públicos, para efectos de la normatividad sobre riesgos profesionales 

que contiene dicho Código. 
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2.2. La Leyde Carrera Administrativa. 

La primera Ley de Servicio Civil se dictó en 1919, bajo la administración del 

Doctor Belisario Porras y que fue integrada al Código Administrativo, pasando a 

ser su Titulo XIX. Las clasificaciones y títulos de Carrera Administrativa otorgados 

por la Comisión de Servicio Civil en base a la ley descrita fueron desconocidos 

por las corrientes políticas opuestas a la selección en base a méritos de los 

servidores públicos (Zambrano: 1986; 10). 

En 1955, mediante Decreto Ley II "Sobre Carrera Administrativa" se hace 

obligatoria dicha Carrera, que entonces ya estaba reconocida desde, 1946 a nivel 

constitucional. 

El Decreto Ley 11 de 1955 estableció una Junta de Personal que debería 

asesorar al presidente de Ja República en materia de administración de personal y 

la Dirección General de Carrera Administrativa, como ente ejecutor de 1 sistema de 

méritos (Zambrano: Op. Cit; 19). 

En 1961 se aprobó la ley 4, sobre "Administración de Personal; en base a la 

cual el Departamento de Administración de Personal de la Dirección General de 

Planificación y Administración del Ministerio de Planificación y Política Económica 

(MIPPE), tenía como función el regular el ingreso, derechos, deberes, 

prohibiciones, traslados, ascensos, régimen disciplinario y expiración dé funciones 

de los empleados públicos. 
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En 1969 de dictó el Decreto de Gabinete No. 137 de 30 de mayo de 1969, 

que dejó sin efecto los certificados de ingreso a la Carrera Administrativa 

otorgados "sin sujeción a las disposiciones legales que rigen la materia". 

Luego, en 1970, se dictó el Decretó de Gabinete No.394 que eliminó la 

selección a base de concurso o méritos, estableciendo que la misma era potestad 

de los Ministros de Estados. 

No hubo Ley de Servicio Civil ni de Carrera Administrativa nuevamente 

hasta 1994, a pesar de ingentes esfuerzos que en tal sentido desarrollaron los 

gremios del sector público. 

En' 1994 se dictó la Ley 9 de 20 de junio de 1994 "por lo cual se establece y 

regula la Carrera Administrativa", la cual ha sido reglamentada mediante Decreto 

Ejecutivo No.222 de 12 de septiembre de 1997. 

La Ley 9 de 1994 es en parte una especie de híbrido entre legislación de 

servicio civil y legislación de Carrera Administrativa, producto de los intereses y 

limitaciones del cuerpo legislativo que Id aprobó. Así, mientras el artículo 10  de la 

misma declara que ella desarrolla el Título XI de la Constitución Política, sobre los 

Servidores Públicos, el artículo 136 le dá la estabilidad sólo a los servidores 

públicos de Carrera Administrativa. 

El artículo 2 contiene un glosario para el mejor manejo y entendimiento de 

la ley, en el que clasifica a los servidores públicos de Carrera; de Carrera 

Administrativa y aquellos que no lo son, los 'que a su vez los clasifica en: de 
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elección popular; de libre nombramiento y remoción; de nombramiento regulado 

por la Constitución; de selección; en período de prueba; en funciones y 

eventuales. 

En este glosario se considera servidor público en funciones a aquel que 

ocupa un cargo permanente del Estado al entrar en vigencia la Ley, mientras que 

de libre nombramiento y remoción es aquel "que por la naturaleza de sus 

funciones está sujeto a que su nombramiento esté fundado en la confianza 

de sus superiores". Todo ello implica que pueden coexistir servidores públicos 

de carrera con aquellos que no posean tal status. 

La Ley declara como sus objetivos primordiales el garantizar un ambiente 

de trabajo exento de las presiones políticas, libre de temor; promover el ingreso y 

retención de los servidores públicos que se distingan por su idoneidad, 

competencia, lealtad, honestidad y moralidad, así como producir el mejor servicio 

público que proteja al trabajador de las presiones de la política partidista y que 

garantice al' gobierno electó llevar adelante su programa de gobierno. 

La Ley crea la Dirección General de Carrera Administrativa como una 

dependencia del Ministerio de la Presidencia. Crea y otorga funciones a la Junta 

Técnica y de Apelación y Conciliación como entes colectivos encargados de 

aprobar los reglamentos técnicos la primera, y dilucidar apelaciones y consultas la 

segunda (jurisdiccional).. 

También describe las Oficinas Institucionales de Recursos Humanos como 

la estructura de Carrera Administrativa en cada Institución Estatal. 
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El artículo 5 señala que la Ley es de aplicación a todas las Instituciones del 

Estado y que se aplicará de manera supletoria, a aquellas que posean leyes 

especiales o carreras públicas específicas. 

Se establecen los requisitos y procedimiéntos de ingreso a la carrera 

Administrativa, a través de concursos públicos y un procedimiento especial para 

los que laboraban en puestos permanentes del Estado al entrar en vigencia la Ley 

(servidores públicos en funciones) que reúnan el mínimo de experiencia laboral y 

educación que se exige para el puesto en el manual de clasificación de cargos. 

Describe diez acciones de recursos humanos: Retribución; traslados; 

ascensos; ausencias justificadas; evaluaciones; capacitacionés; bonificaciones; 

incentivos; retiros de la administración pública y reintegros. 

Prohibe el traslado como sanción disciplinaria; justifica ausencias por 

permisos; licencias; tiempo compensatorio; separación del cargo y vacaciones. 

Establece la capacitación a través de programas de inducción, capacitación 

y adiestramiento. También se crea la bonificación de antigüedad en el cargo de 

Carrera Administrativa e incentivos a la productividad y la eficiencia. El artículo 

116 establece un sistema de evaluación del desempeño y el rendimiento para 

fundamentar la retribución; incentivos, capacitación y destitución. 

Se establecen los retiros de la administración pública por renuncia 

aceptada; reducción de fuerza; destitución e invalidez o jubilación. 
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Se describen en la Ley los derechos y los daderds de los servidores 

ybSinas as general y  da les servidores públicos da Carrera Administrados as 

yeCiosler y  existe as Thais sobre "Régimen Disciplinario" as el yna destaca has 

para sancionar existen tdrmises da dresssdOids has van da y a y meses (abisele 

145)`,yno 4ranis a la aaasids dada realizarse un iscesddesibs enmede, oca 

yadisiyaoids del atardada (edíneld 153) y  gua las sanciones dadas atender a la 

gravedad y reincidencia del sane, las cuales van desde la amonestación cardal, 

hasta la daedtasids. desande por la ensysasidu basta por diez (Ib) días as as 

ada (adímds IdI). 

Según al tente del aCínais 159 y  55d5ib5i55t55, sólo las servidores yddlioss 

da Carrera Administrativa tiesas derecho a impugnar cía ranuras legal, las 

dastitaCesas, para la casi se establece as procedimiento simple y  relativamente 

drene para al trámite y  talle (b meses ,como macima). 

También isCays la hay as Caghais sobre al control del ase y  ahuse ha 

drogas, astashiasha las adicciones neme astarmahad 

Ci Chale VIII se refiere a las derechas oslantinsa y  reglamenta al derecha ha 

escAecida ha las servidores ydhiioss ha Carrera Administrativa; sabsoisniha 

colectiva y  salamba ha nesdiAca por cía ha arbitraje nays resaltada as ha 

obligatorio cumplimiento para ambas partes Ce se respetarse allende arbitral por 

gada ha la administración, sarda al derecha ha hasiha ha las aanhhsras gdhiAss. 

Al rasgada hay gas sabalar gas lambida al adínala hbh y  anhsihaiaslas del 

Chhihs ha Trabajo rabales la gas as hasamisa "huelga as las asrAnias públicos" 
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estableciendo límites sobre garantía de onedesided de servicios esenciales d 

ampliando el tdrmioo de preemso de le huelga. 

Se establece el doeniSo de sos sois esoSeoldo de empleados por osde 

lestdsoids estatal. 

So se otorga fuero sindical e los didgestes del sector. 

S.S. Leyes* Lee5mseteeies, de Apdseside General e Todos les 
Servidores Públicos. 

Existen sdsmbs algunas normes fragmentarias que non sgtnsdlss e todos 

los servidores gddlinns, entre les d55  destacan les siguientes: 

e) Ley dd Se 27 Se Noviembre Se 1974. En elle se adoptan 

medidas de grotonnido el sueldo del empleado publico. Se 50103050 los 

descuentos que se pueden hacer e los salarios de los trabajadores del Estado, 

estableciendo no su edínnln quinto que el Intel de les deducciones no sonedere el 

dd% del salario, sobo que se trate de pensiones alimentarias o ndnnnns de 

arrendamiento de vivienda. 

dnts Ley se asemeja el edínnbo tdt del Sddigo de Trabajo, que establece 

¡os descuentos legales e los salarios de los trabajadores, 

3) Ley dd Se td Se Mayo, Se tdLd. Sor el noei se mnsdtnys el Xlllsr 

mes gere los Servidores dddlmns. Este denedomn dedís sido otorgado e los 

trabajadores del sector privado mediante Decreto de Lsdmnnts So ddd de 1970 

(todo empleador estar ndlmgsdn e pagar nos dnnmdnsydn sonel de no mes de 

SSd/EirSIOAO DE PANAMA 
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salario a sus trabajadores, dividido en tres partidas, nada d masas es al abs). A 

loo servidores pddineo os leo limito al besadas basta la asma de neetruoleetus 

balboas (B/ddd.dd), por razones preospeesteheo. 

u) db  dt Do b De Septiembre Do tddd. Por le cual aaabsbta el 

Programa dobsolal de daDaesiosamisAs Profesional para loo Servidores 

dddlinuo. Duealote ea ID reglemoeteDde del otorgamiento de lloasois nos sueldo 

para realizar estudios loam del psA, deotendeduos el compromiso del beneficiario 

de le licencia, de laborar para el Estado el doble del tiempo pee se le otorga ea 

licencia. 

6) Ley tb de td de Julio de tbbd, reformada por dad PP de PP de edPl 

de tddd. De establece p  rodela el proceso de psuetinenide de empresas, dieses y 

oarmoio4 estatales. De le noesne como le Ley meros se pduetDeoiuees, bao entre 

otras osees sabela de roseare obligatoria, el satisfacer les presteniusee e pus 

tengas derechos los trabajadores, incluyendo ese -justa nompeeeenids por le 

nesenids del trebeje, producto de le pnuetinenids Evidentemente les trabajadores 

de les empresas pee brindaran los servicios públicos, se rsgirds ea el futuro, por el 

Código de Trabajo. 

e) Ley b de b de febrero de 1997. Por le cual no oree el Sistema de 

Aburre y Depitelisenide de Pensiones de les Doradores dublisos Este ley, pus 

se mocos de meno (b) sbus de sido reformada mas de t uso por abs, eliminó el 

llamado "tondo complementase" consistente es es ahorro solidase pera retiraras 

oes el último selesu deusepedu y es se legar orad al Sistema individual de aburro 
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y capitalización de pensiones, según el cual entre mas se ahorra, mda no puede 

retirar al memento da la jodilaDdc. 

También no dan dictado leyes da aplinamdc general pee guarden relación 

ncc lea simpatías o antipatías políticas da lea autoridades del memento oc lo 

referente a ion narcideran pddlinca y psa, anupus dan nido derogadas, uncen da 

iluatranidu acerca. da cómo la política ,partidista influye oc la raiani3n del sector 

pfi ddiinc panamado. 

Entre lea món destacadas da datan normas tenemos al Decrete Ejecutivo 

Nc.116 da tó da octubre da 1984,.ncn al cual no la otorgada estabilidad a todos 

lea servidores pddlmca ncc más da don (P) adon da narmoica; al Decreto Ley d da 

10 da octubre da 1989, psa anapaudid provisionalmente -al pago da nodraunaidon 

y dcuidcsniccaa; al Decreto da Dadicata No. 1 da PP da diciembre da 1 PPP, por al 

cual na autorizaba la destitución da todos lea servidores públicos psa Pedían 

paDacanido oc al pasado reciente a lea denominados Batallones da la Dignidad y 

Comités da Dafacue del Patrimonio Institucional (CODDPADID), sin juicio precio; 

la Ley PP Pa IP da diciembre Pa 1990, por la cual no sutoecada a lea jaefa Pa cada 

Institución a psa, cdcDcdc lea procedimientos normales, Paatmtuparac da aun 

cargos a todo aquel pus dudiana participado su oc paro Pa labores convocado por 

ion gremios Pa aarCdcraa pddli000 oc diciembre da 1990. 



138 

2.4. Legislación Especial Para Determinados Grupos De Servidores 
Públicos. 

2.4.1. Carreras Públicas. 

Se ha dictado, en desarrollo de la Constitución Política, la ley No.29 de 25 

de octubre de 1984, reformada por Ley 18 de 8 de agosto de 1986, sobre Carrera 

Judicial. 

También se han dictado las siguientes Leyes: Ley 46 de 1947; reformada 

por la Ley 36 de 6 de julio de 1995, Orgánica de Educación, que contiene los 

fundamentos de la Carrera docente; Ley No.28 de 7 de julio de 1999, por la cual 

se dicta la ley Orgánica del Ministerio de Relaciones Exteriores y se establece la 

Carrera Diplomática y Consular; Ley 66 de 10 de noviembre de 1947, por la cual 

se dicta el Código Sanitario, contentivo de la carrera de Ciencias de la' Salud; Ley 

18 de 3 de julio de 1997, por la cual se crea la Carrera Policial; Ley 22 de 1961, 

por la cual se establecen los parámetros de la carrera de 'Ciencias Agrícolas, y la 

Ley 12 de 10 de febrero de 1998, por la cual se establece la Carrera del Servicio 

Legislativo. 

2.4.2. Leyes Especiales. 

Existen además carreras administrativas especiales o particulares 

otorgadas mediante las leyes orgánicas correspondientes, en la Contraloría 

General de la República; en la Universidad de Panamá y en la Universidad 

Tecnológica de Panamá. 
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En 1975 se dicto la Ley 9 para regular la relación de trabajo existente entré 

la administración be lee empresas be electricidad y telennmssinenínsea, do turma 

similar e le nnrmeduided bel Cbbipn be Trebejo. Con le póoebsembu be catee 

empresas el dual be los bd, este Ley he quedado prentinemente es desuso. 

También ea dictaron lee leyes bb, dd y  dd es 1979 pera reputar le 

si dinemdn be loe puestos be Baldee y  Caetddei  y  el Ferrocarril be óenemd, 

revertidos e le juriedinnidu pesemebe nos Isa Tretebbe Tnmjnm-Ceóer be 1977. Es 

le actualidad Patee empresas des sido temblón punetisedee, por le que ana 

sindicatos y  ase relaciones be trebejo ea rigen por le lepieldoidu laboral numbu 

(Cddipn be Trebejo), cebo loe puertos be Balboa y  Cbatbbel que se siguen 

ripiando por le Ley bd be IPLP. 

Final mente, se he bintebu le ley lb be 11 be junio be tbbL, por le noei se 

urea le Autoridad bel Canal be denemb, que posee su Capitulo sobre lea 

relaciones laborales, entre cuyas normas ea beatenes le probibimds be le huelga 

y el sometimiento ublipetunu e arbitraje, be todos loe nusdintus, lubloibselea y 

colectivos, esupue se reconoce el derecho be alubinenibu y  sepnnieTbs colectiva. 

Este Ley tiene es basamento es el Titulo TIC be le Cusabtunibu dolitino, 

denominaba "El Casal be Eesemb ebiTosebu mediaste acto refurmetoan be le 

Constitución, aprobado es bus períodos legislativos distintos, es lbbb y lbbd, por 

le Asamblea Legislativa. 
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0.4.3. Normas sobre Escalafón. 

Poseen normas espaciales sobre escalafón los profesionales de la psfnE; 

narrias agrícolas, médicos; ostannarion; auxiliares; enfermaras; 'ptsmstdntsn; 

laboratoristas clínicos; odontólogos; Ensandiblopon; tOnamos en radiología 

medica; trabajadores enrieles f  tsrmsndntidod. 

En concluyente f555 al dando psa tanto as la Csnntitnmds Eslidra como as 

la lapislsoidn; arista una dualidad sr oreEs a nonsidarar, a los trabajadoras del 

Estado como peEs da rs concepto pararsi da trabajadoras, a la ras psa 

destacarlo como or nspmsnts especial, denominado por nuestra legislación romo 

"nsrddsrsa públicos". 



CAPITULO IV 
PROPUESTA 
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A. CONSIDERACIONES PREVIAS SOBRE LA UNIFICACION 
LEGISLATIVA LABORAL. 

1. Situación del Servidor Público Panameño. 

Los servidores públicos panameños ingresan al servicio mediante un acto 

administrativo denominado "nombramiento", el -cual se compone de dos 

momentos: la dictación 	de un Decreto por parte del Organo Ejecutivo, 

denominado comúnmente Decreto Ejecutivo de Personal, por medio del cual el (la) 

Presidente (a) de la República, junto con el Ministro respectivo, designan al 

servidor público. En el caso de las Instituciones Autónomas y los Municipios, el 

Decreto Ejecutivo de Personal es sustituido por una Resolución dictada por la 

máxima autoridad administrativa de la Institución. 

El segundo momento es la "toma de posesión del cargo" que consiste en el 

levantamiento de un acta en el que queda constancia de la aceptación del cargo 

por parte del nuevo servidor público y cuya fecha determina el inicio oficial de la 

relación de trabajo. 

En muy pocas instituciones, tales corno la Contraloría General; Ministerio de 

Salud; Organo Judicial y la Caja de Seguro Social, el futuro servidor público es 

sometido a algunos exámenes previos sobre conocimientos y aptitudes. A pesar 

de la obligación constitucional y legal de ingresar por vía de concurso de oposición 

yio de méritos, ello sólo ocurre en muy contados casos, por ejemplo cuando se 

trata de algunos cargos técnicos que sean parte de programas financiados por 
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organismos isternaciesales ó en el nene específico de maestros y profesores de 

edooeoidn medie. 

Le Dirección General de Carrera Administrativa Pa incorporado e 10,465 

servidores pddiinns e le nnsdinids de Carrera Administrativa desde 1995 d  luego 
1 

dnsenrnddd e oses dddd de elles, pondesde deje sAn status, os aproximado de 

8,000 lonninnerien es todo el psIs. 

Es ion Litimes d edes se Pan destituido aproximadamente t deP  servidores 

pddlinns de carrera administrativa sin cumplir les trdmitns previos pon exige ,su 

nondimdn de estabilidad, engrasada por el edínele ldd, numeral 1 de le Ley d de 

PP de junio de 1994; sin pos hasta le lenLe se Laye reintegrado e ninguno, sapds 

datos de le Dirección General de Gerrnm Administrativa. 

G penar de le aniGasnie da le Ley P da 1994 y del Decreto que le reglamenta 

(Nn.ddd de IP de septiembre de tddL), así como de os regiamente interno 

modele pera todas les Instituciones estatales Pintado por le Dirennids General de 

Carrera Administrativa, de hecho se existe ose nGtnre de respete e ion derechos 

de les servidores públicos siso más dios ose nnnnepnids Pastaste generalizada 

entre les autoridades, de sometimiento (enspon sea e le fuerza) de los 

subalternos, frecuentemente es flagrante niyienids Pa les normas estatuidas. 

Le administración Pa )n4tinie asome ose actitud Pa apuntalar les concepciones 

Pa caciquismo es el esGer público, sopando es le mayoría Pa les nenes, ion 

derechos reconocidos es 1e legislación, dejo erponies tdnsinm-lepelen pos 
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esconden simpatías ideológicas ncc el concepto de subordinación absoluta del 

- 
servidor publico. 

El ingreso a los cargos del Estado dipos siendo non basa se si cliseteliamo 

político o le amistad gamonal o si barsotssnc si extremo pos ion Legisladores 

tiesas derecho e ose planilla de beata E/d,bbb.bb meonneisa para sombrar e nc 

clientela politice o aun parientes, aspón le Ley pus mpcis ene órpsnc del Estado. 

Es igual mesera, isa destituciones as den, su el Eó% de isa coana, por 

animadversiones políticas operaneslea, so casi todas lea inatdcninnsa del Estado, 
u 

ncc excepciones como le Contraloría General de le Espódilco b  le Universidad de 

La propia. Ley b de tbbó establece ce Procedimiento Especial de ingreso 

(sóíncin PL L  andeipuisotea) su bese el cosi los servidores públicos pus laboraban 

se un puesto permanente del Estado si entrar su cipesnis dicha Ley, sólo 

requerían demostrar poseer ion requisitos mínimos de escolaridad L  experiencia 

pus si Mescal de Eissidconiós de Glenas Ocupacionales del Estado determinara. 

Gen silo se suite el ingreso por concurso, lo pus baca pos no se cumple nos el 

nó)etinn declarado de le misma de ósb, de persotiser el ispmco ó  permanencia de 

ion mas capacitados e idóneos en le Administración Publica ó  edembe, se une 
* 

* 

puerta sólsós dentro de le propia ósó,  pera si Giseteilemo político. 

1  Entre imr y 2222 la oca Terrera de le Corte Suprema de ruciele de ordenado el reintegro de 1 de rede ddd 
demandes de ex servidores dddllans destituidos 
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No existe en la práctica, una jurisdicción especial para los servidores públicos, 

lo que dificulta la atención de sus casos, que se deben resolver por la vía 

administrativa, por parte de los mismos superiores que los han sancionado. 

El derecho a la bonificación del décimo tercer mes está limitada a un máximo 

de B/ 400.00 ,desde hace casi 28 años. No existe de hecho, ni- de derecho, prima 

de antigüedad alguna; no existe indemnización alguna por destitución sin 

fundamento legal. No existe ni una sola Convención Colectiva firmada en 100 

años de República en el sector público, salvo las realizadas por las Instituciones 

de energía eléctrica y telecomunicaciones entre 1978 y 1996, en virtud del 

mandato expreso de la Ley 8 de 1975, que ordenaba la negociación de convenios 

colectivos. 

No se permite el derecho a la sindicación y como consecuencia de ello, no hay 

fuero sindical para los dirigentes de las asociaciones de servidores públicos. 

Toda esta realidad, sumada a la debilidad de la mayoría de las organizaciones 

gremiales del Gobierno Central, salvo los médicos y maestros, hacen que exista 

entre los servidores públicos una actitud temerosa de perder el empleo por 

cualquier acción u omisión que atente contra los intereses políticos de las 

autoridades estatales, por lo que es frecuente la afiliación al partido político de 

turno en el poder o la búsqueda del apoyo de algún "padrino político" en vez de 

utilizar los canales legales de solución de conflictos individuales. 
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Existen 27 orgecisenincas gremiales funcionando bajo la Federación de 

Asociaciones • y Organizaciones da Servidores Públicos (7ENADEP), gua gis 

embargo no logran movilizar e une cantidad considerable da miembros dejo aun 

consignan raindinedoes, por lea monnas anguasfea. 

E. Dates Estadísticos. 

La Podienido docadminemanfa Activa (PEO) es Penemd ea, según befos 

ndmaiaa de 1 .086,598 gamones en ni edn bddd )Ennfreinr(e General: 200 1; 267). 

Lea gamones nongedea gua ano geEn da le E E O numen gere dddd, le 

cantidad de 942,024 u sea el 86.65%. De ,esta cantidad, le nmgrnae privada 

nonge e 401 ,162 gua representan el 64.68% de le gudienidu ocupada. 

Por su gepn los nmglnedna públicos numen le nesfided de 171,579 gere el 

edn bddd, lo cual regreansfe el 37 670 de le gndlenidn nongede. 

Le cifra dnaodfe debe desglosarse de le siguiente mesera: dmglnedna 

permanentes; 163,614 y  contingentes, nonsfuelea u ocufretedus por servicios 

profesionales: 7,965. 

No hay datos enarco de le diafddsoidn de los Esdejedurna contratados, goru 

los onlunedus no puestos permanentes se distribuyen angdc len befos uLmelea de 

le EnufrelurO General de le Engddline, de le siguiente manera: Ondinmu Central: 

96,371; lnadfcninnna Ocfdnnmea: 59,794, minufrea que nc los Mcciniçrina labores 

7,349 senadores gddlmoa. 
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En 1990, al total de los trabajadores estatales, era de 137,273 mientras que 

en el año 2000 tse be 171,579. este aumento brbaliun al edo Oddd as baba entre 

otras tosas, a que as esmeros a la planilla estatal 15,359 amqiaaboa be la 

Autoridad bel Casal be Pasamb, que astas be 1999 flO as isolsías porque ase 

isatitnoibs are un organismo bisaoiosai be Estados Unidos y  Pasamb qaru as 

virtud be los Tratados Cornjoa-CaCar be 1977, diodo organismo basaqaraoib al ql 

be diciembre be 1999, qaaasbn a masoa be la Autoridad bel Casal. (ContralorEs 

General, Obbb; 1). 

Al realizar los ubiuslos unmasqosbiastas, - basunstasbu loa 15,359  qsaatna 

be la Autoridad bel Casal be Panamá sumados al asutor qbbiiuo, sus asunutramna 

que as la última bbuaba la planilla estatal uraniO as aproximadamente 13,000 

puestos ya que as tbbb are be 137,973 mientras que as Obbb era be 151,359, As 

isulsir la planilla be la Autoridad bel Casal be Panamá jACCj. 

Clin demuestra que los partidos políticos, a pesar be coincidir OOfl las 

raunmbubauiouaa be las luatilsulosas Financieras islaruaCosaisa as la necesidad 

be reducir la planilla estatal, as realidad la bes aumentado as un promedio be 

mas be 1 ,bbb puestos por ano. 

Es cuanto a los salarios, la planilla estatal consumió as Obbb ulautu tras 

millones seiscientos mil baldose (E/tbb.bbb,bbb.bb), los unaisa as promedian 

mensualmente 	r qaranus saL Es al Gobierno Central E/bbb.bO bu las 

Instituciones Antbuomaa y Camiantbunman 13/835.07 y as los Musiulqina dibbo bb. 
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Hay que aclarar que en 1998, antes de sumar a la planilla estatal en el 

sentido estadístico a, los empleados de la Autoridad del Canal de Panamá, el 

salario promedio mensual en las Instituciones Autónomas era de 13/600.00 

(Contraloría: 1998; 8). 

Cabe destacar que, mientras que en el sector privado, de acuerdo al 

Decreto Ejecutivo No.59 de 2000, el salario mínimo legal es de Un balboa con 

221100 (13/1.22) por hora, hasta noventa centésimos de balboa.(13/0.90) según la 

zona geográfica, actividad y tamaño de la empresa, en el sector público existe un 

salario mínimo de 13/100.00 en las ciudades de Panamá y Colón y 13/8000 en el 

resto del país, según el artículo tercero de la Ley 92 de 27 de noviembre de 1974, 

"Por la cual se adoptan medidas de Protección al sueldo del Empleador Público", 

lo que equivale a un salario de cincuenta y ocho centésimos (13/0.58) por hora y de 

diez y nueve centésimos (B/0. 19) por hora respectivamente. 

Debido a las decisiones esporádicas y espontáneas de algunos jefes de 

instituciones públicas, se ha logrado aumentar los salarios en algunos casos pero 

no existe una norma preestablecida que determine los montos de salarios mínimos 

y máximós, ni los ajustes periódicos en el sector público. 

En el sector público panameño, a pesar de los promedios salariales 

relativamente altos descritos por las estadísticas, existen las siguientes realidades: 

El 9.56% de todos los, servidores públicos ganan menos de B/250.00. El 

55.27% de todos los trabajadores estatales ganan menos de 13/500.00 mensuales, 

mientras que el 64.40% gana menos de 13/600.00. Este porcentaje representa en 
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cifras absolutas, la cantidad de 105,370 personas, que se desglosan as(: 42,238 

laboran en instituciOnes Aotdnnmsn (gns incluye e los Municipios) y 63,132 el 

servicio del Gobierno Central. 

El neisdo promedio mas ello, como gnsds expresado, se ndins en len 

Instituciones Gntdnnmsn (E/835.07 por mes) pero 47,400 personas de este sector 

o ase el 79.27%; genes menos del salado promedio descrito. 

Estos últimos guarismos demuestran ,que ni bien los promedios nelePelen 

del sector pddlino non relativamente ellos, le gres mayoría de los trabajadores del 

Estado ente por debajo de esos promedios, lo que indino que os reducido ndmsrn 

de trabajadores, que normalmente se odinon en el nivel ejecutivo, asesor y 

legislativo; personal directivo de le administración estatal, reciben uslePon ten ellos 

que afectan le sume del promedio neledel, desdibujando le realidad del sector. 

dere corroborar lo dsnndtn, dg sqní algunos datos sueros de le cantidad de 

trabajadores que poseen salados. inferiores el promedio  En le Gntnddsd Marítima 

de dsusmd (G.M.d.) de 1373, setecientos setenta y siete (777) o ase, el 70.41% 

genes menos de E/ddd.dd mensuales. 

En el Instituto de GonedoGno y Gloecteolledue EsEnnelen (IDAAN)r laboran 

0,816 personas. Eup mil trescientos nocente y cuece (0,399) de elles rsmdsn 

ingresos inferiores e E/ddd.dd mensuales, lo que sgmcels el 85.19%. 

En los 67 municipios enlaten 7,449 personas laborando. Es elles 6,643 o 

nos, el 89.18%, genes menos de quinientos deldoen E/ddd.dd mensuales. 
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En' el Gobierno Central tenemos el siguiente cuadro» En al Ministerio be 

Economía y Finanzas laboren 3,015 personas, be lea cuales reciben ingresos 

mensuales por debajo Ea E/Ebb.bb, un total Ea 1,855; lo Eno representa al 

bt.Eb°C. 

El Ministerio Ea bbonaGbn ea al Onioo lugar en donde existe una mejor 

relación debido a lea layan' escalafón ahea vigentes. Ea 36,688 servidores 

yúbliooa, 16,620 reciben salarios inferiores a E/Ebb.bb mensuales, lo EOO 

reoraenGe al 45.30%. 

En al Ministerio be Gobierne b Justicia, Ea 18,394 amolaa000, reciben 

maneo Ea E/Ebb.bb mensuales 13,846 Ea alba o sea, al 7E.E7%. 

En al Ministerio Ea Obras Publicas b  al Ministerio En hbmanba le abnáoión ea 

mucho más brava, pues allí al 85.71% y 84.81 respectivamente Ea ene amolaebea, 

reciben maneo Ea E/Ebb.bb teniendo antro ambos, una planilla be casi 6,000 

bOrnOneO. 

En al Ministerio Ea salud, be 13,139 bamonee laborando, al 64.06% o sea, 

le cantidad Ea 8,417 reciben salarios fijos manenelan inferiores a E/EbE.bE. 

3. Fundamentos Constitucionales. 

El articulo b Ea nuestra Constitución Eottma nahele que Ennemb 

acata lee norman Ea Derecho institucional. 
1 EGO ene principio y le Eaolemoibn be 
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Filadelfia de la Organización Internacional del Trabajo (O.I.T.) de 1949, que señala 

la obligatoriedad de los Estados miembros de acatar los acuerdos y tomar 

medidas a fin de asegurar la aplicación de las normas internacionales del Derecho 

del Trabajo, nuestro país debe poner en ejecución los principios y normas 

fundamentales del Derecho Internacional de Trabajo, que se traduce en 

Convenios que como hemos expresado, se han ratificado e incorporado a la 

legislación nacional. 

Queda pendiente además, ratificar algunos Convenios como el 151 sobre 

relaciones de trabajo en el sector público pero como queda escrito, es obligación 

moral cumplir con sus normas aunque no se haya ratificado. -Todo ello conforma 

el fundamento jurídico Constitucional de aplicación del Derecho Internacional del 

Trabajo a los trabajadores del sector público panameño. 

El artículo 19 constitucional describe -la prohibición de fueros o privilegios 

personaies "o discriminación por razón de raza, nacimiento, clase social, 

sexo, religión o ideas políticas" 	De esta prohibición se sigue que no es 

posible justificar ante nuestra Constitución Política que un grupo de trabajadores 

posea derechos como prima de antigüedad; indemnización; protección al 

sindicalismo; salário mínimo legal, etc., mientras que otro grupo esté privado de 

esos derechós, en razón del empleador al que sirven. 

Se trataría de un privilégio o de una discriminación basada en el concepto 

de clase social que el artículo comentado prohíbe ya que la clase trabajadora del 

sector estatal panameño estaría siendo privada de los derechos que se le 
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brindan, s promueven y hacen cumplir por la fuerza de la Ley, e otros prnpnu u 

nianan sociales. 

El ardnnin PP constitucional señala: 

"El trabaja ae aa baranda y aa deber Pal iabinldaa y par le 
bate aa una eblipaníba Eal Estado... asegurar a tePe 
trabajador las naabinleaae eanaeadaa a una aaietaania 
Penereea". 

Ea trata Pa no dictar normas pca lennraenen mas e un grupo Pa 

trabajadores que e otros, Pa donde resulta que ida curmea Pal derecho Pal trabajo 

beben pereubeer e toda tradaiaPap, nume bien bine le norma comentada, lea 

nunbininñea m(uimeu cenenerien pera una existencia ejnutede el decoro. En tal 

ueuddc reuniteden iuncuutitnnicueleu lea ucrpreu que impiden per ejemplo, que los 

trabajadores Pal Putedu tengan el derecho e prime Pa eutipdaded, entre otros. 

El prdnnln di neme sobre el nelenu mmnimu, el cual le asegura "A 

todo trabajador al servicio del Patede e Pa empresas pddlinae e pdeabaa" 

un nelehu mínimo. Si aplicamos ente norma en nunnurdeunie ncc el articulo 19 

constitucional citado, nuculciremnu que cc ea punible excluir e Inc servidores 

pddtncu Pa le legislación Pal nelenu mínimo u revisar el Pal sector privado nede 

den (E) edun y un hacerlo uncen durante PP edun en el nerPur pbdlinc, Pa donde 

emergen drásticas diferencien en torno el neledu mínimo legal vigente, en 

evidente nuntredinnidu ncc el tente ncuutitnnincel comentado. 

El articulo 62, sobre niudmenidu, cc excluye Pa manera expresa en 

pepninic Pa los trabajadores estatales ente derecho, ni hay limitación elpnue en un 

ejercicio en A sector público en el texto ncuutitnnincel. 
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"Se reconoce el derecho de sindicación a los empleadores, 

asalariados y profesionales de todas las clases..." reza la corma comentada. 

Entre los asalariados de todos las clases obviamente debe entenderse incluida la 

clase dé loa trabajadores estatales o servidores públicos. 

El articulo Pb be la Cccatdcodc dios pos: 

"se menease al damohe da huelga. 	Pa Psp 
reglamentará ea ajamlsio y podrá someterle a 
reathoolease sayasialeo as loe asmlsies yPhll000 pee 
ella dataenisa". 

Sol texto descrito as Taje traducir claramente al ictorda bol constituyente do 

reconocer al derecho do loa servidores pddliooa a ejercer la huelga pues al 

plantear la posibilidad do cc reglamentación bto ilmitacidu oc loa asodoica 

pddlicoa, satd presuponiendo cc soictocois. 

Nuestra legislación ha limitado si ojoioioo bol derecho do huelga oc loa 

osmicica públicos sascoisisa descritos oc si Código do Trabajo (articulo ddd), b 

prácticamente lo da prohibido oc la Autoridad bol Canal do Panamá, ademara do 

deberla regulado al extremo do mediatizarla aopdc la Ley Ptbd. 

También os fundamento do nuestra propuesta do ucidoecidu legislativa 

laboral, el edículo PP do la Tocatitucidu Politice Nacional, cobro jornada mdmma 

do trebejo, oc el cual co adoptas lea normas culoemalmocto aceptadas respecto a 

jornadas mdoimaa do trebejo, bUO co doacubsu as¡; codo (d( horas oc jornada 

diuma y dd horas oc la semana laboral correspondiente; y do siete (L( horas oc 

jornadas nocturnas. Pa toman medidas do protección al trabajo do menores do 
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edad como la posibilidad que menores de lb años y mayores be 14, no laderas 

per mas be seis (b) Persa biabas; prchibinibn bel trabaje be lea maneras be 14 

eñes; ato. También as establece en asta serme le cbiigsnibn Tel bannanne 

semanal y si asnal, baneminebe ncmdnmente censmenas. 

Tebas lea normas banoritea son be carácter general. No annicpsn e lea 

aarTderaa pdbiinca sin embargo, as materia be censolenea per ejemplo, bgib 

basta baos pene una norma bel Tbbigc Administrativo as le que al pago be lea 

censTensa estaba aspabitebe e pca le terminación be le ralsnibn da trabaje no s 

doblase producido "per taitas grecas" jeTícole ypp  bel Tbbipc Administrativo), 

serme pca tcs banisrebe inconstitucional per le CeTa Suprema be Justicia. 

Sen censoo lenas proporcionales pca se pepes e razón be un día be 

descanso per nada 11 días trabajados, vigente en si sector pbcsbc banda 

principies bel siglo XX, se apune en si sector público aclamaste banda le vigencia 

be le ley b be 1994 e sea PP eñes bespebe Ce hache, eñs hay resistencia e 

becar efectivo anta derecho e cabe aacCbcr publico que nana laderas en si 

Cetebe. 

Per otra parte, si eTínole py  alece e le neteperís be ccnshtnTcnsi si 

principie jurídico laboral be le irrsncnoisCiibsb be derechos. Es nspdnica 

enteberse nenolcimea pee se plenamente tentible apunar ante pbnoipic e les 

trabajadores bel sector estatal. Nuestra Tcnstbcnibn e traces bel eTíncie 

nemantebe, pebibilite le spiinsnibn bel principio tente e les trabajadores bel sector 

pbcsbc neme bel aaAcr phbiioc ye que no excluye ni e nuca ni e otros. 
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El articulo dd de nuestra Constitución Politice yema sobre proteooidn 

a la maternidad de le mujer trabajadora. "Pa gea esté ea estado de gravidez co 

podrá ser separada Ea ea emplee pdddaa e particular dar esta sesee". 

Ademas entablase no descenso obligutoso dra t' post natal t'  no fuero para, os ser 

despedida sin precie ustoheusibo judicial, por no abs desde en reisnorporeolbo el 

trabajo. 

Nuevamente ea incluye es el 0000epte «trabajador" u todas las pus laderas 

es forma asalariada, sin distinguir 5i5O es es patrón, nulos pum acentuar d50 le 

obligación de reconocer lee derechos pus le necee otorga es de osulpoisru pus 

ese el puPds. 

APísois PP. beta norma instituye el principio de estabilidad es el empleo p 

tampoco duna distinción expresa alguna entre tredujuderee, públicos p privados. 

Per elle, constituye e nuestro juicio otro de lee tosdemestee osoetitusiesuies 

sustentadores de le posibilidad de nuidoesido legislativa laboral*. 

Le Ley b/bd eterde el derecho e le estabilidad es el trebeje sólo u lee 

servidores pddiioee de Carrera Administrativa (eólonle tdd, numeral t) le pus 

purpoiern isoesetitusiesul e le los de le serme cementada pu pos elle prohibe el 

despide de cualquier trabajador 'AlO justa cense p sin lee formalidades queff  

establezca le Lep". 

El eómsolo Lt, sobre termeoldo profesional, obliga el Estado expresamente, 

el igual pos e le empresa privada, e proporcionar formación profesional gratuita e 

loe trabajadores, p botos dltimon puedes ser testo estatales como particulares, Po 
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él mismo sentido, el aóícsio 72 verse sobre formación y capacitación sindical, 

obligando al Estado y las organizaciones sindicales (estatales o particulares) e 

impartirla, sin distinguir astro trabajadores estatales o el nacómo da çradiosiaras; 

Abínsia 75. Esta articulo eleva e ia'nataóoría da "derechos mínimos e favor 

da ion trabajadores" todos ion descritos as le normas granadastas. dato significa 

250 anca darandas 505 irrenunciables y  que len estnddedas da la Ragddlina astds 

obligadas m rcaasncarinn y tomados como fssdemastn da nseigsiar decisión as la 

interpretación o eglinanida da le legislación laboral, tanto as al sector gddlinn cama 

as al sector privado. 

El ebínclo ddd da le Constitución Saidina Eeni000l astedl000 al principia da 

estabilidad as al sector gddlinn, donado as le moralidad, le nnmgat000ie y le 

lealtad; que se ragirdo por al sistema da mddtns. Ecacemonta so raednoe dna ion 

sacadoras pddlinnn no gcadan sor discriminados so forma alguna y  dna ni su 

nombramiento ni nc ramnnidn nardo fancitedan discrecionales edanlcten da 

ninguna autoridad. 

Le Coba Suprema da Justicia de engranado so ndtasa contrario el danndtn, 

osando da 'manare reiterativa de engranado que al servidor gddiinn dna no ingrese 

por concomo el cargo dada ser considerada da libre nombramiento y  remecido da 

la autoridad nominadora y por lo tacto, gcada y dada salir da la Institución nao 

daca oc la misma discraninsalidad que la parastiad nc ingreso al sector gddlina. 

(Sentencian da 25 da febrero da 2002 -Sandro Sedado VE. MISA-; da 30 da 
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enero de 2002 -Vida¡ Aguilera VS. MIDA- y de 22 de marzo de 2002 -Raúl De 

León VS. IDIAP- emitidos por la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia 

El artículo 297, donde se describe que és la ley y no el criterio subjetivo lo 

que debe determinar las condiciones de nombramiento, ascensos traslados, 

remociones, etc. de los servidores públicos, es también parte del fundamento 

constitucional de nuestra propuesta de unificación legislativa laboral 

El artículo comentado no señala que la Ley que determine las condiciones 

de ingreso y de trabajo y remoción de los servidores públicos necesariamente 

deoe ser de carácter estatutaria o de derecho administrativo. Ello hace entender 

que a lo que se refiere el artículo descrito es al rango de la norma que establezca 

las condiciones del servidor público y no al tipo de norma o a su ubicación en la 

dicotomía entre derecho social (laboral) y público (administrativo). 

El artículo 300 constitucional instituye las carreras públicas, lo que no 

contradice la existencia de normas especiales para los servidores públicos en el 

contexto del Derecho positivo laboral, pues el contenido y extensión de las leyes 

de Carreras Públicas se lo dá el legislador. Desde este punto de vista es 

necesario que se entienda que la Ley de Carrera Administrativa y las otras 

carreras públicas, debe circunscribirse a eso, al tema de la carrera (ingreso y 

ascensos de acuerdo a méritos) y no incluir normas propias de la regulación de la 

relación de trabajo en el sector público, lo que debe dejarse al derecho positivo 

laboral. 
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4. Marco Conceptual. 

4.1. Derechos Individuales. 

Para iniciar el desarrollo del marco conceptual de la unificación de la 

legislación laboral en el aspecto de los derechos individuales de los trabajadores, 

es necesano que revisemos cuales son los derechos que la legislación laboral 

actual reconoce a los trabajadores de ambos sectores (público y privado) y cuales 

son reconocidos sólo a algunos de ellos, a fin de proponer los ajustes necesarios. 

En primer lugar deberemos abordar lo relativo a 'principios generales" de lá 

legislación laboral, que en nuestra legislación toma forma en el Código de 

Trabajo, en el Título Preliminar. Allí encontramos lo relativo el ámbito de 

aplicación, señalando en el artículo 2 que: 

"Las disposiciones de éste Código son de orden público, y 
obligan a todas las personas, naturales o jurídicas, empresas, 
explotaciones y establecimientos que se encuentren o se 
establezcan en el territorio nacional 

Los empleados públicos se regirán por las normas de la 
Carrera Administrativa, salvo en los casos en que 
expresamente se determine para ellos la aplicación de algún 
precepto de éste Código" 

Esta norma evidentemente merecería ser reformada en el sentido de sustituir 

la actual exclusión de los servidores públicos, refiriéndolos a la Carrera 

Administrativa, por una norma que declare la aplicabilidad de las normas del 

Código de Trabajo a determinados servidores públicos, en concordancia con las 

normas de la Carrera Administrativa. 
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También hay que atender lo referente a la aplicación de las normas 

relativas a fuentes supletorias de derecho; indubio pro-operario; wrenunciabilidad 

de derechos; igualdad de salarios; reglas sobre prescripción y sobre sustitución 

patronal. 

En este conjunto de normas sólo sería necesario aclarar que a los 

servidores públicos también les es fuente supletoria de dprAcho, la Carrera 

Administrativa y el principio de legalidad y que las normas sobre sustitución 

patronal se aplicarían a los trabajadores públicos de las empresas públicas más 

no así a los trabajadores estatales al servicio del Gobierno Central o de las 

Instituciones Autónomas ya que si estos' organismos desapareciesen, sus 

trabajadores deberán ser indemnizados, de acuerdo a los normas sobre despido 

por causas económicas; y si son privatizadas, deberán ser indemnizarlos de 

acuerdo a normas especiales sobre' privatización. 

En cuanto a las normas generales de protección al empleo contenidas en el 

Título 1 del Código de Trabajo deberán realizarse los siguientes ajustes: 

Debido a que el artículo 294 de la Constitución Política exige que los 

servidores públicos sean panameños, no es necesario que se le apliquen las 

normas del Capítulo 1 del Título 1 del Libro 1 del Código de Trabajo, sobre 

Protección al Trabajo de los Nacionales. 

En cuanto a la colocación de los trabajadores y Servicio de Empleo 

(Capítulo ÍI del Título 1 del Libro 1 del Código de Trabajo) tampoco*  será posible 
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aplicarle esas normas a los servidorés públicos ya que las normas sobre empleo y 

colocación en el Estado deben estar incluidas en la Ley de Carrera Administrativa. 

Los Capítulos III sobre Jornada de Trabajo y IV sobre descansos 

obligatorios, incluida las vacaciones, a nuestro juicio pueden aplicarse 

íntegramente a los servidores públicos, haciendo la aclaración de que las 

jornadas extraordinarias de los servidores públicos se les pagarán en tiempo ,o 

dinero, en la misma proporción descrita en el artículo 33 del Código de Trabajo, al 

igual que el pago de recargos por trabajo en días de descanso semanal obligatorio 

y en día de fiesta o duelo nacional. 

El Título II del Libro 1 del Código de Trabajo se refiere al Contrato de 

Trabajo. Consideramos que los servidores públicos como regla general deben 

seguir vinculándose por vía del nombramiento a la administración estatal, sin 

embargo, debe permitirse a las Instituciones estatales la amplitud de criterio para 

determinar cuando debe contratar en vez de nombrar, lo cual debe estar sujeto a 

dos normas jurídicas: el Título en Comento del Código de Trabajo y la Ley de 

Presupuesto de la nación. 

En este caso debe corregirse el artículo 87 del Código de Trabajo, en el 

sentido de incluir en el concepto de empleador a la Institución estatal que contrate 

los servicios de un trabajador. 

El Título III del Libro 1 del Código de Trabajo aborda el tema de las normas 

Especiales de Protección del Trabajo. Su Capitulo 1 nos habla de la contratación 

de panameños para trabajar fuera del territorio nacional, normas que obviamente 
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no se aplicarán a los servidores públicos, habida cuenta de la existanria' dA la Ley 

No.28 de 7 de julio de 1999', que establece la Carrera Diplomática y Consular. 

El Capítulo III sobre el Trabajo de las Mujeres y los Menores (artículos 104 

al 125) del Código de Trabajo, debe ser aplicable al 100% en el sector público ya 

que no-encontramos sustentación dé peso que impida dicha aplicación. 

El Titulo IV del Libro 1 trata de los Derechos y Obligaciones de los 

Trabajadores y Empleadores. Pensamos que con algunos ajustes sobre las 

particularidades de los trabajadores estatales y el empleador Estado, se deben 

aplicar las normas allí contenidas a todos los trabajadores, incluidos estos últimos 

o sea, los servidores públicos. 

El Capítulo II sobre Salarios y Normas Protectoras del mismo requeriría 

ajustar el concepto de salario en el sector público (el cual debe estar en 

concordancia con la Ley General de Salarios que debe dictarse); ello significa 

revisar el texto del artículo 142 del Código de Trabajo. Igualmente las normas 

sobre salario mínimo de los servidores públicos deberán considerar la existencia 

de la Ley General de Salarios del Estado (artículo 174 del Código de Trabajo). El 

resto de las normas de éste Capítulo debe ser de aplicación general. 

El Capítulo IV, sobre Reglamentos Internos y Comités de Empresas deberá 

ajustarse para reconocer el contenido de los Reglamentos Internos Institucionales 

de acuerdo al modelo aprobado por la Junta Técnica de la Dirección General de 

carrera Administrativa (artículo 183 del Código de Trabajo). 
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El Título V, sobre Alteración y Suspensión de las Condiciones de Trabajo le 

puede ser aplicable también a los servidores pIh1os. aclarando que ellos sin 

embargo, están sujetos a movilidad laboral de acuerdo a las normas de la Carrera 

Administrativa. 

El Título VI del Libro l del Código de Trabajo, sobre Terminación de las 

Relaciones de Trabajo es posible que se aplique también a los - servidores 

públicos, haciendo las siguientes 'salvedades: 

• Las causas justas de Ja terminación de la relación de trabajo deben - incluir 

algunas causas propias del sector público. 

• La excepcionalidad de la estabilidad descrita en el artículo 212 del Código de 

Trabajo debe guardar concordancia con lo que pueda preceptuar la Ley de 

Carrera Administrativa sobre estabilidad de lós servidores públicos. 

• Las formalidades de la destitución deben recoger lo preceptuado por los 

artículos 153; 154 y  155 de la Ley 9/94 (artículo 214 del Código de Trabajo) 

que regulan la materia en el sector público. 

El Capítulo- ¡¡ sobre indemnizaciones debería ser aplicado 100% a los 

servidores públicos pero el Capitulo III, sobre Fondo de cesantía no es posible 

aplicarlo al Estado panameño pues el mismo se rige en cuanto a los gastos, por la 

Ley de Presupuesto de la Nación, la cual es anual. Ello haría imposible el ir 

creando un fondo de cesantía en el sector público para cada trabajador estatal. 

Claro está que el Estado deberá incluir en su presupuesto las partidas estimadas 

para hacerle frente año por año, a las indemnLJones que deberá pagar. 
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Las normas sobre Contratos Especiales a nuestro juicio pueden ser 

aplicables a los servidores públicos que sean nombrados o contratados por el 

Estado, según lo normado por el Titulo VII del Libro] de¡ Código de Trabajo, salvo 

los Maestros y Profesores (Capitulo IV), quienes se rigen por las normas de la Ley 

de Carrera Docente. 	Incluso podría incluirse un Capitulo sobre las 

particularidades de los servidores públicos. 

El Libro II del Código de Trabajo, sobre Riesgos Profesionales, establece 

que el Capítulo II le es aplicable a los servidores públicos, según se desprende del 

contenido del artículo 292 sin embargo, los Títulos 1, sobre Higiene y Seguridad, al 

igual que el III, sobre Reposición de los Trabajadores y el IV sobre Excepciones y 

Sanciones, 	son también aplicable a todos los trabajadores, incluidos los 

servidores públicos, por lo que la reforma deberá ampliar la aplicación de todo el 

contenido del Libro II del Código de Trabajo, a los servidores públicos. 

Por último sería necesario, de aplicarse las normas del Código de Trabajo a 

los servidores públicos en la forma descrita, derogar los siguientes Títulos de la 

Ley 9 de 1994: Título V, sobre Acciones de Recursos Humanos; Título Vi, sobre 

Deberes, Derechos,, Prohibiciones y Régimen Disciplinario; Título VII, sobre el 

Régimen Disciplinario y el Título VIII, sobre las Asociaciones de Servidores 

Públicos y la Solución de los Conflictos Colectivos. 

Así mismo, las materias concernientes a traslados; ausencias; capacitación; 

bonificación; incentivos y uso y abuso de drogas ilegales, serán materias que 

necesariamente deberán desarrollar los Reglamentos Internos Institucionales. 



4.2. Derecho Colectivo. 

En cuanto al marco conceptual de la unificación de la legislación laboral en 

el aspecto de los derechos colectivos consideramos que, de manera general, son 

aolicables las normas del Libro III del Código ae Trabajo a los servidores públicos, 

con las siguientes particularidades 

En el Título Preliminar se deben aclarar dos (2) conceptos: Uno de ellos es 

que el concepto "empleador" que pará los efectos de éste Libro, debe entender 

incluido a las Instituciones Estatales. El segundo concepto a aclarar consistente 

en definir expresamente que cuando se habla de sindicatos, debe entenderse que 

incluyen a los de los servidores públicos. 

En el Título 1 (Derecho de Asociación Sindical) se debe incluir 

expresamente que los servidores públicos tienen derecho a organizar sindicatos. 

El artículo 342 del Código de Trabajo debe reformarse en el sentido de incluir a los 

sindicatos estatales como una de las clases de sindicatos que la Ley reconoce. 

El Título II sobre Convención Colectiva de Trabajo, debe incluir (artículo 

401) en la obligación de negociar con los sindicatos, a las Instituciones Estatales, 

tanto del Gobierno Central como las Autónomas y los Municipios. 

A nuestro juicio el contenido de la Convención Colectiva descrito en el 

164 

artículo 403 del Código de Trabajo, debe tomar la prevención de que, en el caso 
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de los servidores públicos, los acuerdos sobre salarios o emolumentos de 

cualquier clase, debe estar en concordancia con las normas de la Ley de 

Presupuesto de la nación: 

En cuanto al fuero de negociación descrito en el artículo 441, es necesario 

declarar que los servidores públicos que forman parte de una Institución en la cual 

se esté negociando un pliego de peticiones sólo deberán ser destituidos durante 

la negociación, mediante la autorización previa de un Juzgado Seccional de 

Trabajo. 

El Título IV, sobre la huelga, deberá sufrir las siguientes modificaciones: 

Actualizar la descripción de servicios esenciales que asume el artículo 486 del 

Código de Trabajo, además de sustituir el derecho de huelga de los miembros de 

la Fuerza Pública y los Bomberos, por un arbitraje obligatorio y expedito. 

Igualmente, en el caso de los efectos de la huelga, se debe hacer la 

excepción de que en el caso de las Instituciones Estatales no hay obligación del 

cierre del establecimiento. 

4.3. Jurisdicción. 

La Administración de la Legislación Laboral del Sector Público y Privado 

puede ser asumida por el Ministerio de Trabajo y Desarrollo Laboral, el cual posee 

la capacidad técnica para ello. Bastaría con dictar una norma que declare la 

ampliación de la gestión del Ministerio de Trabajo al ámbito del sector público. 
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Surge la duda de quien administra entonces las normas aplicables a los 

trabajadorés del Ministerio de Trabajo, a fin de evitar que las autoridades de esta 

Institución de conviertan en juez y parte, por lo que sugerimos que en ese único 

caso sea la Dirección General de Carrera Administrativá, constituida de manera 

autónoma y no denendiente del Organo Ejecutivo, la que asuma el rol de 

administrador de las normas laborales. 

En cuanto a la jurisdicción laboral es de destacar que, de acuerdo a las 

normas del Código de Trabajo y de la Ley 59 del 5 de diciembre de 2001, sobre la 

jurisdicción laboral, existen los Juzgados Seccionales de Trabajo y los Tribunales 

Superiores de Trabajo para atender de manera privativa, los asuntos conflictivos, 

individuales y colectivos que nazcan de las relaciones de trabajo. Adicionalmente 

existen las Juntas de Conciliación y Decisión, creadas por la Ley 7 de 1975 como 

organismos jurisdiccionales para atender demandas por despidos; prestaciones 

laborales hasta 131 1 ,500.00 y las demandas de trabajadores domésticos. 

Por otra parte, con la Ley 9 de 1994 se creó la Junta, de Apelación y 

Conciliación como una especie de Tribunal Administrativo Colegiado, para 

atender fundamental menté los recursos administrativos dé apelación en contra de 

las destituciones de los servidores públicos de Carrera Administrativa, pero que no 

ha funcionado debido a las faltas de recursos y de condiciones mínimas para su 

gestión. 

La jurisdicción laboral actual podría absorver los casos que se susciten 

entre el Estado y sus trabajadores, a los que le sea aplicable la legislación laboral 
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en los términos -que hasta ahora hemos descrito. 	Ello implicaría que se 

eliminaría la Junta de Apelación y Conciliación de Carrera Administrativa, o por lo 

menos se les sustituirán algunos de sus funciones descritas en la Ley 9 de 1994. 

Evidentemente el atribuir a la jurisdicción laboral el juzgamiento de los 

conflictos individuales y colectivos que se originan en la relación de trabajo entre el 

Estado y los servidores públicos implica un necesario aumento en el volúmen de la 

actividad de los tribunales de 'esta jurisdicción, por lo que será necesario primero 

un período de transición en que se hagan ajustes presupuestarios y de 

infraestructura para atender los casos del sector público. 

Quizás la solución ideal sea la de crear juzgados laborales especializados 

en la actividad del sector público, pero significaría una erogación presupuestaria 

poco viable en las condiciones de mínimo crecimiento económico anual del P.I.B. 

actual y del presupuesto de la Nación. Creemos que lo correcto sería ir 

paulatinamente creando las condiciones para que se instituyan finalmente los 

tribunales especializados, empezando por la atención por parte de los tribunales 

existentes, de algunas de las materias que atañen a los trabajadores del sector 

público e ir poco a poco aumentando esa competencia. 
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S. Ámbito de Aplicación. 

La legislación laboral unificada que proponemós deberá ser aplicada a 

todos los servidores públicos de base tanto del Gobierno Central, como de las 

Instituciones Autónomas y Semi Autónomas y de los Municipios. 

El artículo 2 de la Ley 9 de 1994 define los conceptos de, nivel jerárquico y 

nivel funcional en el sector público, en los siguientes términos: 

".. . Nivel Jerárquico: Grado de autoridad con el que se 
delimita la responsabilidad de cada servidor público ante el 
superior inmediato y su autoridad, en la relación con los 
subalternos. 
Los niveles jerárquicos de la Administración Pública son: 
1. Nivel político y directivo general. 
2. Jefaturas de direcciones nacionales. 
3. Jefaturas de direcciones regionales. 
4. Jefaturas de departamento. 
S. Jefaturas de sección o supervisión. 

6. Nivel de ejecución." 

El nivel funcional lo describe la norma comentada de la siguiente manera: 

" ... Nivel funcional: Cada una' de las etapas de un proceso 
productivo o administrativo diferenciadas por el contenido de 
las funciones especializadas que le son propias. 

Los niveles funcionales en la administración pública son: 
1. Nivel político y directivo general. 
2. Nivel coordinador. 
3. Nivel asesor. 
4. Nivel fiscalizador 
S. Nivel auxiliar de apoyo. 
6. Nivel técnico.. 
7.. Nivel operativo. 
8. NlveJ ejecutor". 

La propuesta de unificación considera que el concepto "servidor público de 

base" incluye los niveles 4, 5 y  6 del nivel jerárquico y los niveles funcionales 5 6, 
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y 8. Desde esta posición podríamos concluir que la propuesta de aplicación de la 

legislación laboral unificada incluirá a todos los servidores públicos nombrados. o 

contratados por el Estado de acuerdo a las normas del Código de Trabajo y/o la 

Ley de Carrera Administrativa, que jerárquicamente se ubiquen como jefes de 

Departamentos, de Sección o Supervisión, o en el nivel de ejecución y desde el 

punto de vista del nivel funcional respondan a las funciones de auxilio o apoyo, 

técnicos, operativos y ejecutóres. 

Corresponderá al Manual de Clasificación de Cargos y Funciones del 

Estado ubicar a cual nivel jerárquico y funcional responde cada cargo del Estado. 

Es obvio que a las autoridades electas por votación popular, al igual que a 

los designados por el Órgano Ejecutivo para desempeñar funciones por un periodo 

fijo, no se les aplicaría la legislación laboral unificada. 

De igual forma, como quiera que la legislación laboral unificada se 

corresponde con las mismas normas de la Carrera Administrativa, aquella (la 

legislación laboral unificada) será norma supletoria de las otras Carreras Públicas 

establecidas en la Constitución Política (artículo 300), pero obviamente estarán 

excluidas de su aplicación en primera instancia, las personas que se rijan por 

dichas carreras públicas. 

Específicamente hablamos de los miembros del Órgano Judicial; los 

docentes del nivel primario y secundario; los cónsules y diplomáticos, los 

integrantes de las ciencias de la salud; los policías; los integrantes de las ciencias 
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agrísslas y los del servicio legislativo, así como los amparados por cerraras 

públicas psa so craso mediaste Ley. 
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B. JUSTIFICACIÓN DE LA UNIFICACION LEGISLATIVA 
LABORAL 

1. Necesidad de la Unificación. 

La situación existente en el sector público panameño, tanto en el marco de 

las relaciones de trabajo entre el Estado y sus trabajadores como en el producto 

final ofrecido a la sociedad panameña bajo la' forma de servicios públicos, así 

como el mismo accionar de la maquinaria estatal requieren sin duda alguna, de 

ajustes de carácter estructural e infraestructural o sea, matenalese ideológicos. 

De acuerdo a la Ley de Presupuesto de la Nación vigente', los gastos de 

funcionamiento del Estado consumen más del 33% del presupuesto nacional, 

mientras que los llamados "gastos corrientes" consumen dos , tercios del 

presupuesto. El monto de la inversión social es sin embargo de 25% con relación 

a los gastos corrientes. Esto significa que el Estado panameño gasta cuatro 

balboas (B14.00) por cada uno invertido para resolver los acuciantes problemas de 

la sociedad, tanto en la ciudad como en el campo. 

La abismal desigualdad en la distrtibución de la riqueza, en donde el 20% 

de los habitantes más ricos poseen ingresos 30 veces mayor que los ingresos del 

20% más pobre (ISP: 2001; 31), además del aumento galopante del desempleo 

'Ley 55 de 27 de diciembre de 2000 por cuanto en 2001 no se aprobó nuevo presupuesto para la nación, por 
lo que rige el del aio anterior. 
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que actualmente asciende según cifras oficiales a 14.1% y  el cuadro descrito 

sobre la casi absoluta falta de respeto a los derechos individuales y colectivos de 

los servidores públicos de base por parte de las autoridades administrativas, y una 

situación de corrupción generalizada en el sector, es el escenario que obliga a 

promocionar cambios que empiecen a variar el status quo. Un aspecto de esos 

cambios es la normativa laboral del sector público. 

Tradicionalmente se ha visto en nuestro país la relación de trabajo de los 

servidores públicos como una especie de contrato aleatorio, o para ser más 

preciso, enmarcada en el concepto ¡us-publicista del estatutarismo, donde el 

servidor público (de base) está sujeto a las normas preestablecidas antes de su 

nombramiento y que él no puede cambiar en forma alguna. 

Antes de 1969 por ejemplo, era una práctica normal administrativa aceptada 

por la sociedad, que al inicio de año apareciese en los periódicos de circulación 

nacional la lista de las personas que laborarían para el Estado durante ese año; 

aquel servidor público cuyó nombre no apareciese en la lista publicada, debía 

entender que ya no era servidor público. 	Claro que se trataba de 

aproximadamente 45,000 trabajadores en todo el País pero además ello 

demostraba hasta donde gobernantes y gobernados aceptaban de buen talante la 

realidad existente. 

La aplicación de la legislación laboral actual con algunas reformas 

necesarias, a la relación de trabajo existente en el sector público, permitiría en 

primer lugar, trasladar una cultura de respeto a la norma como de manera general 
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impera en la aplicación de¡ derecho positivo laboral panameño, a cc encanado en 

dónde como pcaós demostrado, a pesar be la existencia be normas olpactas, las 

mismas son dejadas be aplicar en fccnidc be los interesas bel oliactalismo poibino, 

en. perjuicio bel servidor pdblinn afectado, y be la administración estatal en b ¡ti ma 

instancia. Promoverla cc asnacado be mbs respeto a la Ley 

En sapccóo lugar, fomactsríp la estabilidad be los servidoras, lo pca 

raóccósr(s as bacaónio be la propia administración pues la inestabilidad laboral 

producto bel oliactalismo político daca pca los asbramos en capacitación y 

adiestramiento bel Estado, se óasvscaenaó y la anpariacnis se traslada si sector 

o 

phnsbo o simplemente óaoapsraeno, be estabilidad Icósianarís la posibilidad be 

una mayor aPneAs y adolanvio en la Administración, si va acompañada be la 

evaluación periódica y be sntcslioanióc constaste. 

En tornar icpsr, so sAcailesran cormas y conceptos pca scstitcirbc hábitos 

y actitudes imperantes oc al sector público, superadas por al Derecho 

Internacional y aun por al propio Derecho Laboral pacamaho como por ejemplo al 

su 

babo be una prima por scbpboósó; la capacitación como derecho y  como beber; la 

avistacois be cc salario mínimo; ato. En al bmbho colectivo nos pondríamos al día 

con al resto be la legislación latinoamericana, ya pca somos ccc be los pocos 

países pca co negocian convenios colectivos en el. sector pdbiino. 

En cuarto icpsr, la ccidoanióc mobamicaría al Estado panameño, 

pormhiócóoia por ejemplo contratar cuando en realidad necesita cc servicio 

nncticpacta en veo be utilizar la oocticpacnis como una acocas para nombrar 
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amigos, parientes y copartidarios, por encima de. la prohibición de la Ley de 

Presupuesto, en el sentido de no nombrar más funcionarios de aquellos para los 

cuales hay partida presupuestaria, en la estructura normal y permanente de Ja 

Institución 

En quinto lugar, flexibilizaría la relación entre las partes ya que tanto el 

empleador o sea el Estado, tendría una serie de posibilidades para vincular o 

deshacerce de los trabajadores en base a la Ley y no al capricho de nadie; y los 

trabajadores por su parte pueden recurrir o impugnar las decisiones que les 

afecten, con una mayor eficacia que' en la actualidad., 

Con la existencia de los sindicatos estatales y la posibilidad de negociar 

convenios colectivos con el Estado, surge una situación laboral más estable, en 

donde los conflictos colectivos o individuales se canalizan por las instancias de 

dialogo que la Ley establece, sin sobresaltos abruptos en la administración estatal, 

ni la frecuente confrontación a través de los medios de comunicación social, que 

produce desasosiego entre las autoridades, los trabajadores y el resto de la 

sociedad. 

La canalización de la queja por vías establecidas en la norma evitaría (y 

aún sancionaría) los sorpresivos reclamos públicos y los sustituiría por trámites 

finales y predecibles. 



2. Impacto de la Unificación. 

Como queda establecido, la unificación legislativa de la normativa laboral 

para el sector públicó y privado de la economía del país debe hacerse por la vía 

de cambios en la legislación laboral de ambos sectores. 

Ello implicaría en primer lugar un proceso de transición y adaptación de 

todas las partes involucradas, que debe abordar diversos aspectos corno 

divulgación, financiamiento, etc.. 

Algunas estructuras de la administración tendrán que reformar sus 

funciones; otras desaparecerían y otras serían creadas pero nuestra propuesta 

intenta que los cambios no sean más allá de los estrictamente necesarios, a fin de 

hacer efectivamente viable la misma. 

La Dirección General de Carrera Administrativa tendrá que ajustar tanto su 

estructura como sus funciones, ya que la propuesta consiste en que ésta 

Institución en primer lugar sea autónoma desde el punto de vista económicc 

presupuestario y, en segundo lugar, se ubique en el estricto papel r  administrar 

a Can-era Administrativa y que deje de ser (al menos en teoría) & Ministerio de 

Trabajo de los servidores públicos de Carrera Administrativa (para el resto de los 

funcionarios no existe ni la Dirección de Carrera Administrativa, ni el Ministerio de 

Trabajo, según la interpretación que le han dado las autoridades a la Ley 9/94). 
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El Ministerio de Trabajo por su parte, deberá ampliar sus funciones 

cubriendo, en la medida que sea necesaria, las actividades que la Ley de 

unificación laboral le señale, para los servidores, públicos. Esta ampliación de 

funciones no significa necesariamente el • aumento de un gran número de 

funcionarios pues se puede al menos durante el período de transición, trasladar 

funcionarios de la Dirección General de Carrera Administrativa al Ministerio de 

Trabajo, con funciones semejantes a las que realizan actualmente y sin alterar en 

mucho sus condiciones de trabajo. 

La ampliación de la jurisdicción laboral para cubrir las relaciones de trabajo 

de los servidores públicos de base, implica la creación de nuevos juzgados cuyo 

costo no pasaría de aproximadamente dos millones de balboas (1312000,000.00) 

al año que en un período de transición iniciaría con un costo anual solamente de 

131750,000.00 hasta llegar a la cifra desórita. Este costo es inferior a las sumas 

que ha tenido que desembolsar el Estado en los últimos años producto de la 

ausencia de una legislación clara a aplicar en el caso de los servidores públicos, 

como veremos más adelante. 

Como se observa, el impacto de la unificación sería menos sentido en el 

aspecto material que en el aspecto ideológico, donde tendríamos todos que 

acostumbrarnos a la idea de que el Estado mantiene una relación de trabajo en 

donde la Ley asume que es necesario proteger al trabajador, como parte más 

débil en esa relación, en vez de la tradicional cuasi ausencia de derechos de los 

servidores públicos. 
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3. Viabilidad de la Unificación. 

Queremos destacar en este espanto ncbm todo, el costo de le propuesta, 

toda ncc rius  ni pedimos de lo pce-dep so le actualidad, hedemos reconocer P50 

en ceconedo apodar Qpc de los dineros del dntsdc pera Penar Pete necesaria 

rsicpscisrfs de le retenido de trabajo entre el dQsdc d  ccc PsrCdcrcs. Como 

dsisrs d50 el Estado maneje so presupuesto Penado es los ingresos d° 

apodemos todos los ciudadanos de use forme u otra, cc menester tener dsddsd 

sobre si coste de use propuesta como le que hacemos. 

En primer lugar querernos destacar pus el Pendo de coidoer le legislación 

laboral cc conlleva cc cf mayores costos pues como demos - descrito, le 

sdmicistrscids de les cormas laborales soidosdes no realizarla por Instituciones pa 

creadas, sólo pus rsssipsdcdclss funciones, específicamente le dirsonids General 

de Cerrera Administrativa p el Ministerio de Trabajo p Desarrollo Laboral, lo pon e 

nuestro juicio, insistimos, so implCoóe e mayores costos el presupuesto ceCosel. 

Pu cuanto e le jurisdicción, le pmpcnnts concite cc creer vanos nuevos 

Juzgados deccicceles de Trabajo p' les Juntes de Cosciliscido p doCcido. Ello 

conlleva cc costo pus demos estimado cc si primor edn, ós setecientos ci000sote 

mil balboas (131750,000.00); so el segundo edn so cc millón seiscientos mil 

balboas (1311,600.000.00);    so el ternero, Pos millones Ccc mil balboas 

(dfd.tPP,PPP.PP) p cc el osado edn, Pos millones cuatrocientos mil balboas 

(1312.400,000.00) de siP nc adelante, el costo anual seria Po aproximadamente 

Pos millones trescientos cincuenta mil Peldoen (dfd dPP,PPP.PP). 
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Estas cifras non el resultado del siguiente ejercicio: Si la Pnidnnnión escuece 

un período de treceinidc de d aPee en le' referente e le nreenidc de ceecee 

Jeopedee Senciecelee de Trabajo d  Juntas de Conciliación d  Decisión, creando d 

en el primer edn; d en el segundo; d en el tercero d  d en el onefre edo, le pee Pene 

cc total de td, pee ecpnnmne en dividan eeC: 4 en le provincia de Eenemd p  10 en 

ni resto del pele. 

El costo de nrnenidc de onda jeepede e Junta de Tennilienidn es de 

aproximadamente 13113,000.00,, lo que cOle en ntiliceríe una nele vez, el inicio, 

mientras que el ocete de nede una de estas eetmntcree es de E/tPd,ddd.dd el ede, 

inninide nc renglón de nepenitenidn de ene integrantes, de acuerdo e len nelenne 

enteelen de jueces, secretarios o personal endelterce de onda jncpede, ednmdn 

de len pentnn de papelería p mantenimiento, p penten fijos neme arrendamiento, 

enerpín electrice p ncmnninnniennn. 

En acuerdo e le nnprnnedn el costo inicial, el primer edn en relativamente 

deje, mientras pee nnetrn (d) eden despees el ncnte fijo anual ce llega nipninre e 

0.0 millones de deldnen, 0dm pee representa eprenimedempntn ni 0.0% del 

prnenpnnnte nacional de 0001 o PPdO 

Tnme motivo de le condena pee le Corte Interameo ricana de Enrnndnn 

Enmecen dictó centre Eecnmd nc fedrerá del 0001 dentro del Erccnne de %nerde 

Enece p otros centre Eecemd por violación e len dnrncdnn dcmecen de 070 en 

tredejederne neteteine, el Estado pecemnPn debe de pagar Pino millones 
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novecientos mil balboas (131110.900,000.00) aproximadamente' so concepto de 

indemnizaciones por la expedición p sptnsnidn da la Ley PP de td da diciembre 

Así mismo, el Estado da papado mas da bise millones de balboas 

(Btld.ddd,ddd.dd) en inbemnieaoioneo por privatización de empresas estatales, 

bebido a pos no existen normas pos puedan definir, se si sector público, si costo 

fijo de case indemnicanipnee. 

Cebe ose pca es ordene si papo da calseca caídos a os servidor público 

por parte de las instancias judiciales correspondientes, si Estado dedo Pacer 

malabares jurídicos, pca incluyen si mocAr en daescote a la oAss (sin contar, con 

las "ompenomee expiradas"), debido precisamente a pos no dsp prsomemds dsnsi 

presupuestaria p cobra todo jurídica, de la pceidmimdsd de pos es dicten semejantes 

ordenes. 

Acede claro pose pos la ausencia da ose sormatiombad pos preces si costo 

da lo pos si Estado debe pagar a eco servidores púdim000 por rssds de la rsisnidc 

de trabaje (socopnmds dcods da eslsdoe p oiddcoe( daca pos si costo de nosAm 

propuesta esa mondo mas mensadis p cobre todo, mee barato pos le ocurrido 

Pacte adora. 

1 De acuerdo O Decreto de oeOeoe No 8 de abril de dddd. 
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4. Período de Teeóninide. 

La onidoenión de la legislación laboral deberá contar non un período do 

eiooto, conocido oc le tónoine inmune legislativa come periodo do traooioión. 

Le onidoenido do le lapidación laboral penemode oc odie implica oc cambie 

do le ropolenido jurídica 4o len normen que rigen lee relaciones do trebejo del 

eontcr estatal á  privado do le economía. También eipoidoe cambios do actitud, do 

000donten t'  ni no quiere, de patrones noltorelon enójotinco, pca ropoeórdo neo 

amoldando peno e poco e leo ononeo nondiolcono. 

Somos oconoinoton pon le propuesta nipoidon oc cambio relativamente 

radical oc le forme do becar t'  eón do pensar len necee oc 000ntro eodnided laboral 

estatal pero le relatividad oc precisamente lo pon le daca penidio pone como ea 

be visto, len 000dinicoen cójotinee para ni cambie ontón deben; do le pon no treta 

oc do aplicar al viejo aforismo da le sociología .iorídioo  da pon del dando naco el 

doronde, p enopon el derecho ) p cobro todo ni derecho del trebeje) Incoe pedo 

do le infraestructura ideológico cebra le cual doenenee ni sistema económico do 

prod000idn do dionon p norddcn, do alguna meoore indopo cedro le misma, en 

oca eterna correlación pon nos permito sugerir el cambio. 

En atención ap le donodtc, nuestra preponóte incluye oc poóóde do 

treoninido pon le misma norma dodoró coPelar oc atención e le leonited pon le 

donetitonio lo otorga el inginieder el coPelar oc no articulo oolc tbó le siguiente: 
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"ARTICULO 167. Toda Ley será promulgada dentro de 
los seis días hábiles que siguen al de su sanción y 
comenzará a regir desde su promulgación, salvo Que 
ella misma establezca que risa a nadir de una fecha 
posterior, La promulgación extemporánea de una ley 
no determina su inconetitucionelided." (subrayado es 
nuestro). 

De acuerdo a lo expresado, es posible posponer le entrada nc cipusOs de 

con oscos jurídico no Incoe parcial o total, sin - limite de tiempo ulpuos. Esto 
¡ 

cidnidon pee le ley puede posponer por el, tiempo que estime conveniente, se 

entrada no cipucoin. 

óemstn el período de transición, dndnrhs nc primer Ispur difundirse el 

contenido de le Ley de ócidonoidc y ccc ulonocos y delimitaciones. También 

deberá propiciarse le onpnoitnoibs de peinsus deberás administrar dichas normas, 

así como de aquellos pee les interpretaran. 

Es importante pee le Codedusín, ndnmhs de los propios afectados (loe 

servidores públicos de Pece), ososeono de los cambios legislativos, u do de estar 

al Píe nos los ajustes que peolutisumustu su realizara n. 

También durante este período su dudurdo njnootnr los cambios 

administrativos suonnurios pum Tenor ntnodnn le suene legislación. Ello implica 

- cambios estructurales como los mencionados no le Pirnonido General de Carrera 

Administrativa y no el Misintuno de Trabajo, ndnmdodn la nmplinoibs paulatina bel 

odmuro Pp Lnepndos Luonioculos Pu Trabajo y les Lnotan Pu Tocuilinuibo y 
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Decisión, a fin que puedan atender el aumento en el volúmen de la actividad 
4 

judicial, pus necesariamente ea producirá. 

Dard causeada duraste este paridde Pecar lea ajustes presupuestadas 

correspondientes puse obviamente, este sadrame da cambio cualitativo requiere 

da ajustes ucaedtatiusa as materia presupuestaria, sic pus asee ajustas as alejas 

da las posibilidades materiales pus imponen lea difíciles memastea accadmicca 
4 

por lsd pus atraviesa al país, pus sic duda ccrraapesdaa a lea cíclicos 

movimientos del sistema accadmice capitalista. 

Dicho as atrae términos, si la crisis acuedmica' p fiscal duraran para 

siempre, si podemos esperar a pus majaras las ccsdiuieaaa accadmicas para 

impulsar cambios causeadas as nuestra ispialaulde laboral. 

Da cueste a la aplicación da la misma norma, o as pealdia pus as al parlado 

da trasaicida algunas astras a regir primera pus atrae. Dar ejemplo, las actuales 

Juntas da Conciliación p DaDaida puedas empacar a conocer da las demandas 

por despidos isjcatDuedca da aamidcma pddtuca, mientras pus las Juzgados 
4 

Dacciusalas puedas entrar a ucaucar da las escasa da las servidores pddiiuca, 

aipPa tiempo daspuda, etc. 

Pa propia Psp as sí, puede proponer ca termino relativamente amplia da 

transición, entre su prcmcipauida p su estrada as vigencia, a da P pus duraste 

ase lapas da tiempo as tomen las providencias causeadas para garantizar la 

efectividad da la misma. 
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O. A000000L0000 BE LEY RL 000FPLALIOA RL LA 
LLAISL0080A LABORAL 000LMOÑA. 

ANTEPROYECTO DE LEY 

Por el ocel cc meOlfice el Decreto Eo OeOinctc Re 050 
Re LO Oc diciembre .de 1001, le Leo E de 20 00 coeore 
Re 1000 o  ce dictan otras mcOiOee oere le Unificación 

Oc le LcoieleciLn Laboral. 

LO LELMELEL 000IRLLLLL 
EEPREPO: 

ENlodo 1: Reren Se epliocolOn e loe ecroiocrce públicos Oc base, lee normas 001 

PLEbe de Prcocjc, epreocoe mediante Decreto Oc ReElecto Re LOO Ecl 00 Oc 

EiPcmorc Oc 1E71, Oc ececroe e le prcoeptoeOc por le precede Leo. 

RRteelo E.  Re entiende como ecooOcree EOElLoe Oc Oece ocre lee cleAce Oc le 

precede Leo, coecllce  corolOcree públicos que Oc ececroe el Manual RceoOptioc 

Oc Peroce Ecl Retcoo o  el cLLelc O Oc le leo O Oc 00 Oc jede Oc 1000 cc eOiocc 

cc loe niveles jereroeloce O; (jefatura Oc OcpcPcmceic); O (jeletorce Oc ecocioe o 

eepcoOeiOc) o  O (nivel Oc cjcoePOc) o  lee niveles locoiccelce O(ciocl ecoiliceo Oc 

cpcoc) O (nivel técnico); L( nivel cperctboc) o  O (nivel c(coctcr). 

Roteelo E: Le precede Leo ce lo ce aplicable, eclec Oc manera supletoria, e lee 

servidores pLOlboce que cc Ojee por les ocrrcrce pLOlioce Ecl Óroccc  Judicial; 

Carrera Docente; Carrera RiplcmOOoc o Pcceolcr; Carrera Oc lee Piccoice Oc le 
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Salud; Carrera Policial; Carrera de las Ciencias Agropecuarias; Carreras de 

Servicio Legislativo y aquellas carreras públicas que la Ley cree. 

Artículo 4: El artículo 2 de¡ Código de Trabajo quedará así: 

U. Las disposiciones de este Código son de orden público, y 
obligan a todas las personas, naturales y jurídicas, empresas, 
explotaciones y establecimientos que se encuentran o se 
establezcan en & territorio nacional. 

Los servidores públicos de base se regirán por las 
normas de este Código y de manera complementaria, por las 
normas de la Carrera Administrativa, salvo en los casos que 
expresamente se determine su exclusión de la aplicación de 
alguna norma de este Código". 

Artículo 5: Adicionase un parágrafo a el artículo 20 del Código de Trabajo que 

dirá así: 

"Parágrafo: Las normas del presente Capitulo sobre 
protección al trabajo de los nacionales, no son aplicable a 
los servidores públicos de base". 

Artículo 6: Adicionase un parágrafo al artículo 29 del Código de Trabajo que dirá 
así: 

"Parágrafo: Las normas del presente Capítulo, sobre 
colocación de los trabajadores y servicios de empleos no son 
aplicables a los servidores públicos de base". 

Artículo 7: El Estado, incluidos los Municipios y todas las Instituciones del 

Gobierno Central, Autónomas o Semi Autónomas, podrán contratar servidores 

públicos de base, en cuyo caso la relación de trabajo, en cuanto a la contratación 
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se regirá por las normas contenidas en el Título II del Libro 1 del Código de 

Trabajo, sobre TosTotos de Trabajo. 

Articulo 8: Adiciónese so garegrefo el sáíoslo tdd del Código de Trebejo gua dirá 
así: 

"Parágrafo: Cae normas del presente Capitulo, cobre 
eaetrateeibe be panameños para trabajar fuera bel 
terPtabo nacional, ea son aplicables e loe servidores 
pbbPeoe be base". 

Articulo 9: Adiciónese so gordgrsto el sdíoslo tPP del Código de Trabajo pus 
diría cuí: 

"Pardgratee: Ces servidores gddlioes Pa base tiesas además 
las algelastea obligaciones. 

1. Cumplir las normas vigentes de la Cesatiteolbe, lea leyes g 
lea raplemaetos. 

9. Observar les principios memlaa g normas éticas sama 
parámetros fundamentales de eáastasiáe para al 
Pssamgsáe de ase teseleses. 

d. Csmglir g Pasar cumplir las normas olgaetas 9  las 
instrucciones provenientest Pa asteágag sompatasta a 
ateste Pa garantizar la seguridad g salud da lee servidores 
gá9lisoa g Pa lea sisgagasea es general. 

P. Notificar a las instancias semeagesPisetee Ps cualquier 
PesPe gea geaPa PeagmatiPiaT Pagar e sesear prejuicios a 
la Administración Pública. 

9. Atender loe aasstea da ea competencia Pastre da loe 
términos eatadlesiPoaaela Tap g lea reglamentos. 

9. Garantizar la prestación Pa servicios mínimos as lee saaea 
gea la Cap as¡ le isPugee. 

dn Solicitar a se asgarolaer gea le declare imgaPide para la 
o 

ataesiPe Pa sealgelar trámite administrativo gea ataña a ase 
familiares hasta al cuarto (P°) gmPe Pa seseagaisiPaP e 
aagssPe (90)  Pa afinidad". 
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Articulo 10: Adicionase un parágrafo al articulo 127 del Código de Trabajo 
que dirá aní: 

Parágrafo:  A lee servidores pPPlieee Pa Peas lee está 
prohibido ePemPe: 

1. TePe tipo de prepegeePee políticas ea lee ePeieee, 
PepeePeenlee e ePiPelee públicos, caí neme el Pee Pe 
emblemas, címPelee Piedetiaee e imágenes Pa neaPiPatee 
dentro Pa lee edificios pdPlieee. 

0. Dltemp  retardar e negar íejeetiPeePemeete el trámate Pa 
asuntos e le pmeteeiPe Pa servicios pee le nerreepeePe, 
Pa encarPe e lee teeniecee Pa ea cargo. 

d. Recibir pagos e feoeme Pa particulares neme 
contribuciones e recompensas per le ejenenide Pe 
eeeieeee- inherentes e ea cargo. 	- 

d Dar trate Pa privilegio e lee trámites Pa pereecee ectemlce 
e jeríPinee Pa familiares pee cegenice Pe cualquier forma 
eec le icelDenide desde lePem. 

P. AePrcr ccicriee sin cumplir eec ea jereePe Pa trabajo, 
calce lee lieceelce debidamente cetedeePee" 

DAínele It: Adiciónese el ePínolo lád del Tddipn de Trebejo nr 
pereprefo que dird caí: 

"DcrPpmtc: Dcc ePlipeeloece del - DetePe, ePemPe Pa lee 
descritas ce el precede articulo, lee cipeicetee: 

1. Remeticer - lideenied ncc ceelPee p especiales e lee 
ecreiPerce páPlieec Pa Pece, Pa encarPe e le legislación 
oipcetc. 

0. Aterpemicete Pa PeciPeceicece cepeelelce eceoc Pa 
ercenide Pa icocetee e metePelegíce pee predeence 
ahorros e mejoras ce lee servicios pdPliece. 

d. AcetiPceeicliPcP ce lee Peecenice reledoce el 
icecAplimiécte Pa lee ePlipenicece Pc lee servidores 
páPliece de Pece mientras dure la teca Pa icocetipeniPe. 

0. BPePcr cocleceicece pcddPiecc e lee eemiPerce pdPliec 
Pa Pece p Perla e acaecer ccc resultados. 

P. Otorgar nepeniteniDe p cPicctmmiáetc". 
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Artículo 12: Se exceptúa de la aplicación del artículo 134 y  135 del Código de 

Trabajo al Estado, sobre obligatoriedad de suministrar uniformes gratuitos a los 

trabajadores. 

Artículo 13: Adicionase un párrafo al artículo 136 del Código de Trabajo que dirá 
así: 

"Los servidores públicos se regirán por las normas de la carrera 
Administrativa en lo reférente a ascensos, traslados y movilidad." 

Artículo 14: Adicionase un parágrafo al artículo 137 del Código de Trabajo que 
dirá así: 

"Parágrafo: Los servidores públicos se regirán por lo 
que determiñe la Ley General de Sueldos o Salarios". 

Artículo 15: Adicionase un parágafo al artículo 138 del Código de Trabajo que 
dirá así: 

"Parágrafo: Es prohibido además al Estado o sus 
representantes, lo siguiente: 

1. La exacción, cobro o descuento de cuotas o 
contribuciones para fines políticos a los servidores 
públicos, a un a pretexto de que sean voluntarias. 

2. Exigir afiliación a renunciar a determinados partidos 
políticos para optar a un puesto público o permanecer en 
él. 

3. Ordenar la asistencia a actos políticos de cualquier 
naturaleza o utilizar los vehículos estatales o cualquier 
recurso-estatal para estos fines; o impedir o sancionar la 
asistencia de los servidores públicos a este tipo de actos 
fuera de horas laborables. 

4. Incurrir en nepotismo. 

5. Desobedecer los laudos arbitrales o los fallos judiciales y 
las decisiones administrativas provenientes de la 
autoridad competente." 
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Artículo 16a. Adicionase el articulo 142 A del Código de Trebejo, el cuni eirá 
así: 

"142-A. Los servidores públicos de base se regirán en 
cuanto al concepto seises, par lee sermee de le Tap General 
de dealdee 2  la ,Ley da Presupuesto da le Reside". 

Articulo Ib: El articulo 174 del Código de Trebeje quedara así: 

"174. di salarie mínima será lijada periódicamente par le 
mases sede des (2) apee atendiendo e le raesmaedeside da le 
Asmiside Resiseel da Pelada Mínima p par AsaraIs del Órpees 
djssedes p tomando es enaste le pee el respecte establezca le 
Tap General da Sueldos e Relerine para lee servidores 
pbdiiennT 

ACínele It Cdioieenon os peragrete al sáíoole lbd del Código de Trebeje pos 
dire así: 

"Parágrafo* de al case da les leatiteeo leesa estatales, les 
mpiemsetnn interesa deberes además nestasar les temes 
establecidos se si Modelo da Reglamente istame para lee 
Instituciones del Pastar Pbdlinn siederede par le Aireación 
General da Perrsm Administrativa, p le mIedosa e ensasnies; 
incentivos, dnsitieeninnse; inducción; traslados*, ese p egeas 
Pa bregas p miptagres". 

RAísele IP: Abloisenen os gdrrste ni náíoole 197-C bel Código de Trebeje pos 
bird así: 

"Las normas Pseedtee estas egdnedise e les 
casaderas pndbees Pa Pena se le medida se pee en 
contradigan les normas p principios da le Tap da Perrera 
Administrativa p lee Reglamentes Cdnniene ges le 
desarrollan." 
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Artículo 20: Adicionase un párrafo al artículo 211 del Código de Trabajo que dirá 
así: 

"El Estado no podrá destituir sin causa justificada a los 
servidores públicos que hayan pasado su período de prueba, 
de acuerdo al Manual de Cargos y Funciones, el cual no será 
nunca superior a los dos (2) años de servicios". 

Artículo 21: Adicionase un numeral al artículo 211 del Código de Trabajo que 
dirá así: 

"7. Servidores públicos de base que no sean de Carrera 
Administrativa o no hayan culminado su período probatorio". 

Artículo 22: Adicionase un Acápite al artículo 213 del Código de Trabajo que 
dirá así: 

"D. De naturaleza disciplinaria del sector público: 

1. Incurrir en las prohibiciones especiales de los servidores 
públicos, establecidas en el artículo 127 del presente 
Código". 

Artículo 23: Adicionase un parágrafo al artículo 229 N del Código de Trabajo 
que dirá así: 

"Parágrafo: Las normas del presente Capítulo, sobre Fondo 
de Cesantía no son aplicables a los servidores públicos de 
base". 

Artículo 24: Adicionase el artículo 237—A al Código de Trabajo que dirá así: 

"237-A. Las normas del presente Capítulo, sobre 
Maestros y Profesores, no son aplicables a los maestros 
y profesores que se rigen por la carrera docente". 

Artículo 25: Adicionase el Capítulo XI al Título Vil del Libro Primero del Código 
de Trabajo que dirá así: 
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«Capítulo Xl 

Servidores Públicos de Base. 

281-A.' A los servidores públicos de base se le aplicarán, además de 
las normas del presente Código y la Carrera Administrativa, las 
siguientes normas especiales: 

1. Se consideran como fuente supletoria de derecho, además de la 
señaladas en el artículo del presente Código las normas de 
derecho administrativo y la costumbre administrativa, que 
deberán tenerse en cuenta en caso de ausencia de norma a 
aplicar a un caso determinado. 

2. En caso de privatización de empresas o servicios estatales en 
cualesquiera de sus formas, se aplicarán las normas sobre 
indemnización por terminación de la relación por causas 
económicas, siempre que la pnvatización implique que deba 
cesar la relación de trabajo por esa causa. 

3. En caso que ocurran hechos que puedan dar origen a la 
destitución de un servidor público de base con status de Carrera 
Administrativa, se le formularán cargos por escrito. La oficina 
Institucional de Recursos Humanos realizará una investigación 
sumaria que no durará más de quince (15) días hábiles y en la 
que se le dará al afectado la oportunidad de defensa y asesoría, 
según su elección. 

4. Concluida la investigación, sé le presentará un informe al jefe de 
la institución, con las recomendaciones correspondientes. 

5. La autoridad nominadora podrá sancionar o no de acuerdo a las 
recomendaciones' que se le presenten y dentro de los términos 
de prescripción del presente Código. 

6. El incumplimiento de las formalidades descritas determinará de 
pleno, derecho la injustificación de la destitución". 

7. Las normas del artículo 33 sobre recargos por jornadas 
extraordinarias son aplicables a los servidores públicos de base 
pero le pueden ser pagadas en dinero efectivo o en tiempo 
'compensatorio, al igual que los recargos por laborar en días de 
descanso semanal o en días feriados nacionales." 
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Artículo 26: El artículo 292 del Código de Trabajo quedará así: 

"292. Para los efectos de este Código, accidente de trabajo 
es toda lesión corporal o perturbación funcional que el 
trabajador sufra, sea en la ejecución, con ocasión o por 
consecuencia del trabajo, y sea producida por la acción 
repentina o violenta de una causa exterior, o, del esfuerzo 
realizado". 

Artículo 27: El artículo 335 del Código de Trabajo quedará así: 

"335. Podrán formar sindicatos sin necesidad de autorización y 
afiliarse a los mismos, los empleados, obreros, profesionales, 
servidores públicos de base y empleadores, cualquiera que sea 
el oficio, profesión o actividad que desarrollen." 

Artículo 28: El artículo 342 del Código de Trabajo, quedará así: 

"342. Los sindicatos de trabajadores son: 

1. Gremiales, cuando están formados por personas de una 
misma especialidad, profesión u oficio; 

2. De empresa, cuando están formados por persona de 
varias profesiones, oficios o especialidades, que presten 
servicios en una misma empresa; 

3. Industriales cuando están formados por personas de 
varias profesiones, oficios o especialidades que prestan 
servicios en dos o más empresas de la misma clase. 

4. Mixtos o de oficios varios, cuando están formados por 
personas de diversas profesiones, oficios o especialidades 
que trabajen en empresas diversas o inconexas. Estos 
sindicatos sólo podrán existir cuando en determinada 
ciudad, provincia, distrito o región el número de 
trabajadores un mismo gremio sea menor de cincuenta. 

5. Estatales, cuando estén constituidos por servidores 
públicos de base 	que laboren en una o varias 
instituciones estatales, en diversas profesiones u oficios" 
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Parágrafo. Los servidores públicos de base también pueden 
agruparse en sindicatos de empresa, industriales o 
gremiales." 

Artículo 29: Para los efectos de los artículos 401 y  441 del Código de Trabajo, 

entiéndase expresamente incluido en el concepto empleador, al Estado y/o sus 

Instituciones Centralizadas o Autónomas y Semi Autónomas, y los Municipios. 

Artículo 30: Adicionase un parágrafo al artículo 403 del Código de Trabajo que 
diría así: 

"Parágrafo. Los acuerdos colectivos sobre salarios de los 
servidores públicos deberán ser consultados con el Ministerio de 
Economía y Finanzas, a fin de tomar las previsiones 
presupuestarias que sean necesarias" 

Artículo 31: El artículo 486 del Código de Trabajo quedará así: 

"Se entiende por servicios públicos esenciales los 
siguientes; Comunicaciones; transporte; energía eléctrica; 
distribución de agua potable; servicios sanitanos y 
hospitalarios; de navegación aérea y bomberos. En estos 
casos debe garantizarse un mínimo de 20% de 
funcionamiento en caso de huelga" 

Artículo 32: Adicionase un parágrafo al artículo 493 del Código de Trabajo que 
quedará así: 

"Parágrafo. Las oficinas estatales o municipales no están 
obligadas al cierre total en caso de huelga". 

Artículo 33: El Ministerio de Trabajo y Desarrollo laboral será el ente 

administrativo que atenderá lo concerniente a la nórmatividad laboral, tanto en el 

sector público como en el privado. 
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En los nasos que se involucre al Ministerio de Trabajo q Desarrollo 

Laboral as algún tipo be actividad que requiera bel asta administrativo Es la 

normatimbad laboral, sotnsrb como tal la Dirección General be Terrera 

Administrativa. 

GGíssla 34: di sEGois 1 be la isq L bel qq be  febrero be lbLb quedara así': 

"GGíaala 1. DraEsea, bastra de, la bahaElaelda Especial Ea 
Trabajo, lea bastas be DaesilieslEa y Decisión sea 
samqatassie Ehoedoe pera sasasar í''  EasiEit las aigstastas 
esastas: 

1. Damesbes par razón Ea EaapiEa a destitución 
isjsafdiaebe Ea treEejsEaraa bel sector Erioeba a asraibaras 
EbElisea Es Eeaa. 

b. DsmesEea irar reclamos da sselaapsiara 
Ersatasiasas par velar beata Ea rnjl quinientos 
balboas (13111,500,00). 

9. Demanda Ea sselpsisr setarelasa Ea las 
treEejeEaras bambsEaasT, 

Grtíssla 93: La jurisdicción laboral bsenhts as al sdGnio 1 Es la iaq qq 

be 3 Es diciembre Es bbbl, standard tobo lo concerniente a lee 

reclamaciones be ion senadores públicos be base, Ea acuerdo a lee 
o 

normas Ea la presente baq q' bel Libro 1G bel Tbbiqo Es Trabajo, cobra 

procedimientos. 

GGíssla 33: Traduce biso (1 0) nuevos Juzgados Eaomonsise Es trabajo ecL 

cuatro (b) as la provincia be desame, dos jbj as la brumnuis Es Thiriqní, 005 

uumqstsnnis as TGriqní q Posos bel Toro q las Tomarnos DEbe Enqia; uno (1) 
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en la Provincia de Colón con competencia en Colón, Darién y Kuna Yala; Uno. 

(1) en la Provincia de Herrera con competencia en Los Santos y Herrera;' uno (1) 

en la Provincia de Veraguas, y uno (1) en la Provincia de Coclé. 

Artículo 37: El artículo 6 de la Ley 9 de 20 de junio de 1994 quedará así: 

"Artículo 6. Los órganos Superiores de Carrera Administrativas 
son: 

1. Dirección General de Carrera Administrativa. 

2. La Junta Técnica de Carrera Administrativa. 

3. Las Oficinas Institucionales de Recursos Humanos". 

Artículo 38: El artículo 70 de la Ley 9 del 20 de junio de 1994 quedará así: 

"Artículo 70. Son acciones de recursos humanos las 
siguientes, que se desarrollarán en concordancia con las 
normas del Código de Trabajo en lo que sea aplicable a 
los servidores públicos de base: 

1. Retribución 
2. Traslados. 
3. Ascensos. 
4. Evaluaciones. 
S. Capacitaciones 
6. Bonificaciones. 
7. Incentivos. 
8. Reintegro." 

Artículo 39: El artículo 136 de la Ley 9 de 20 de junio de 1994 quedaría 
así: 

"Artículo 136. 	Los servidores públicos de Carrera 
Administrativa tienen derecho a: 

1. Ascensos y traslados. 
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2. Programas de rehabilitación por adición a drogas ilícitas 
o alcohol 

3 Bonificación por antigüedad. 

4. Licencia con sueldos".  

Artículo 40: La presente Ley entrará en vigencia un (1) año después de su 

promulgación en la gaceta Oficial. Las normas de presupuesto de 'la Nación 

deberán ajustarse en el periódo de transición, a fin de hacer eficaz la presente 

Ley. 

Artículo 41: La presente Ley deroga expresamente las siguientes normas: La 

Ley 92 del 27 de noviembre de 1974, por la cual se adoptan medidas de 

protección al sueldo del empleado público; los artículos 27; 28; 29; 30; 31; 32; 

33; 34; 35; 81; 82; 83; 84; 85; 86; 87; 88; 94;95; 96; 124; 125; 126; 127; 128; 129; 

130; 131; 132; 133; 134; 135; 136; 137; 138; 139; 140; 141; 142; 143; 144; 145; 

150; 151; 152; 153; 154; 155; 156; 157; 159; 160; 161; 162; 163; 164; 174; 175; 

176; 177; 178; 179, 180; 181; 182; 183; 184;185; 186; 187; 188; 189; 190; 191; 

192; 193; 194; y 195 de la ley 9 de 20 de junio de 1994. 

Subroga los artículos 6 y 70 de la ley 9 de 20 de junio de 1994 así como los 

artículo 2; 174; 292; 335; 486 del Decreto de Gabinete No.252 de 30 de 

diciembre de 1971, y el artículo 1 de la ley 7 de 25 de febrero de 1975. 

Adiciona los artículos 20; 29; 103; 126; 127; 136; 137; 138; 142-A; 183; 197-

A; 211; 212; 213; 229-N; 237-A; 281-A; 342; 403 y 493 del Decreto de Gabinete 

No.252 del 30 de diciembre de 1971. 
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Artículo 42: Autorizase a la Asamblea Legislativa para la emisión en texto único 

M Código de Trabajo y la Ley 9 de 20 de junio de 1994, de acuerdo a las 

reformas de la presente Ley. 

Normas Transitorias. 

Artículo 43: Los Juzgados Seccionales descritos en el artículo 35 de la presente 

Ley se crearán progresivamente así: 

• En el primer año de vigencia de la presente. Ley; dos (2) juzgados en Panamá 
y uno (1) en Chiriquí. 

• En el segundo año; uno (1) en Panamá, uno (1) en Chiriquí y uno (1) en Colón. 

• En el tercer año, se crearán un (1) juzgado seccional en Panamá, uno (1) en 
Los Santos y uno (1) en Santiago y, 

• En el cuarto año, se crearán el resto de los juzgados. 

Artículo 44: La Ley General de Sueldos y Salarios deberá entrar en vigencia a 

más tardar en un (1) año después de la entrada en. vigencia de lá presente Ley. 

En caso contrario, regirán las normas sobre salarios sin excepción, establecidas 

en el Código de Trabajo, para los efectos de los servidores públicos de base. 

COMUNIQUESE Y CUMPLASE. 



CONCLUSIONES 
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1. La historia Universal y en particular la de nuestro país, nos enseña que lós 

servidores públicos han ejercido funciones o sea, han trabajado, desde que la 

sociedad se estructuró; desde que nació el Estado; desde las más antiguas 

culturas conocidas manteniendo al principio un signo de distinción social que les 

garantizaba determinados privilegios. 

Los colaboradores del rey o faraón eran siempre las personas de su más 

alta confianza y el pueblo, la sociedad, concebía a los primeros como una especie 

de divinidad, mientras que los segundos, en tanto mortales, eran considerados los 

enlaces, vínculos entre la vida terrenal y el sumo jefe de la Tribu o el Imperio, más 

cerca de los Dioses que de los mortales. 

Los servidores públicos no recibían al principio  emolumentos algunos pero 

la sociedad los consentía al extremo que no sólo vivían sin necesidades, sino que 

gozaban de bienes y placeres materiales que la mayoría del resto de la sociedad 

no poseía. 

Esta situación cambió cuando el Estado asumió mayores 

responsabilidades, en el período del medioevo y sobre todo, de manera drástica, 

con la revolución francesa, que opuso al poder omnímodo del rey, la distribución 

de funciones estatales en tres órganos a saber; ejecutivo legislativo y judicial. 
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También fue a pedir de la revolución francesa que se consideraron,  enea 

vivideras de le nnee pública e lea llamados drsnicssrica estatales, ddsdnlea aP 

mete peyorativo de "derdvmtea". 

Lea servidores pddlinca tcercs nesaideredea ese dilte distinta de lea 

trabajadores, e qnienns se lea edenisde, es le doctrina, es el derecho p es le 

nedere popular, con le predenniés de dieses materiales, primero es forma* de 

enclaven (ceses, se peranssa(; inepe como siervos de le piada e vaselina p 

finalmente como "obreros ". 

Teesde se estigmatizó e lea servidores pddlicea ececiesdeina ces 

derecreme; corrupción; lentitud; etc, tampoco se las ndind como trsddjsdcrea. No 

ea sise e dueles del siglo XIX neesde empiece e producirse ns cambio as ase 

sentido. 

Nep día sin emdsrge, se cede dianeaids el raapcetc da la plena vigencia del 

Derecho del Trebeje es al dmdfc de lea relaciones entre el datede p aun 

trabajadores. Le cultura, le doctrina p el derecho positivo den reconocido le 

homogeneidad de necesidades, de actividades p de relaciones que se desarrollan 

entre lea empleadores pediveisrea ces sea trabajadores per ese pude p el baísde 

ces lea servidores públicos per le otra. 

9 Lea principios pasarelas del Derecho del Trebeje son perfectamente aplicables 

e le relación avistaste entre lea servidores pPdlicfm p el Estado. 
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La modernización del Estado desde el punto de vista conceptual, ha 

requerido el análisis de la relación que existe en el ámbito laboral entre el Estado y 

sus trabajadores. Ese análisis doctrinario ha llevado a la conclusión de, que el 

histórico derecho público administrativo o estatutuano con que se regía de manera 

incólume esta relación, ha ido dando paso poco a poco, a la vigencia del derecho 

social, del Derecho del Trabajo. 

Este fenómeno se produce riAbido a vanos factores, entre los que se puede 

destacar el factor político, en tomo 'a las funciones que el Estado debe desarrollar-,  

el factor ideológico en torno al papel que el Estado debe jugar en la sociedad, y el 

factor de índole cultural, en torno a cual es la ubicación social delos trabajadores 

al servicio del Estado. 

Hoy como se ha dicho, lbs trabajadores estatales no gozan de mayores 

privilegios (excepción hecha de la alta jerarquía de la Administración Pública) sino 

que se equiparan a los trabajadores de la ciudad y el campo; tienen las mismas 

necesidades y aún son objeto de menos derechos que el resto de los 

trabajadores. 

La conclusión en este sentido, es que la naturaleza jurídica de la relación 

laboral existente entre los trabajadores estatales y el Estado se enmarca en el tipo 

de relaciones que es regulada por el Derecho del Trabajo, debido como queda 

escrito, a factores fácticos, jurídicos y sociales. 
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3. El Derecho comparado nos permite declarar con certeza que en efecto, la 

legislación laboral ha invadido el campo de las relaciones entre él Estado y sus 

trabajadores, sobre todo en la región de América Latina, cuya tradición de lucha 

sindical es obviamente de más reciente data que Europa, sin embargo, k,s 

avances en éste sentido han sido importantes. 

Evidentemente no hay aún condiciones para legislar normas parecidas a las 

de la legislación europea como la italiana, en donde la mayor parte de la 

regulación de la relación entre trabajadores y empleadores incluido el Estado, se 

le deja a los convenios colectivos. 

No se trata de avanzar hasta ese nivel sin dar los primeros pasos porque en 

nuestro país hay un atraso jurídico e incluso ideológico al legislar sobre la relación 

de trabajo en el sector público. 

No es sino hasta 1994 cuando en realidad se puso en vigencia una Ley de 

Carrera Administrativa que debido a los temores del legislador, resultó en un 

documento un tanto incoherente y un poco difícil de ejecutar y debido a los 

temores del Organo Ejecutivo, ha sido ejecutada a desgano, incluso se suspendió 

su ejecución por vía formal normativa, durante por lo menos un año y medio (de 

1999 a 2001). 

Desde principios de la República se tuvo un concepto restringido de los 

servidores públicos panameños y no es sitio hasta 1941 cuando la Constitución 

Política se ocupa de ellos, más con el ánimo de ¡imitarlos que de garantizarle 

algunos derechos. 
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Se ha discutido mucho, sobre todo en las últimas tres décadas, acerca de 

la necesidad de modernizar el Estado panameño; hacerlo más eficiente, ménos 

burocrático, pero poeo se ha hecho poco para reestructurar el marco jurídico de la 

relación laboral existente en el sector estatal. Las pocas conquistas plasmadas en 

normas y acuerdos son producto de la tenacidad de los gremios en la lucha por 

sus derechos y en no pocas ocasiones sé retrocede en las conquistas legales 

obtenidas, debido a los intereses político-partidista de los gobernantes. 

4. La situación crítica de la sociedad panameña actual en aspectos económicos 

como el desempleo; la desaceleración del crecimiento económico; la pésima 

distribución de la riqueza y otros como la necesaria revisión de nuestro sistema 

educativo, además de la necesidad de estabilidad laboral en el sector público que 

coadyuve a trabajar con mayor eficiencia en la gestión de la Administración 

Pública, son aspectos fundamentales que mueven a proponer una reforma 

legislativa de cara a unificar la legislación laboral aplicable tanto al sector público 

como privado de la economía. 

A nuestro juicio existe viabilidad constitucional para desarrollar una 

iniciativa como la que proponemos. Además la misma, promovería la eficiencia en 

la administración y eliminaría la discusión a través de los medios de comunicación 

sobre temas laborales del sector público, sustituyéndola por una canalización 

reglamentaria que garantizaría una tranquilidad más permanente para todos. 
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El costo de nuestra propuesta es más barato que el costo que ha pagado el 

Estado panameño por no existir normas claras y permanentes, alejadas del 

partidismo y el clientelismo político. 

5. Proponemos una ley que unifique la legislación laboral existente, reconociendo 

las particularidades del sector público panameño pero que actualizaría las 

relaciones laborales existentes en el Estado y permitiría una política de mayor 

respeto a los derechos de los servidores públicos de base, como fundamento de 

una cultura de estadistas, y no de políticos al servicio de un partido, sino al. 

servicio del país. 

Proponemos reformas al Código de Trabajo y la Ley 9 de 20 de junio de 

1994, llamada Ley de Carrera Administrativa, que se ha ejecutado a desgano, 

dejando los aspectos individuales y colectivos a la legislación laboral, mientras que 

la Carrera Administrativa propiamente dicha sería desarrollada por las normas de 

la ley 9 de 1994. 

También proponemos que la jurisdicción laboral asuma el conocimiento de 

los casos del sector público, para lo cual sugerimos ampliar la cantidad de 

Juzgados Seccionales y Juntas de Conciliación y Decisión. 

La propuesta está dirigida a los servidores públicos de base que no forman 

arte de las otras carreras públicas. 
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Sugerimos que el Ministerio de Trabajo sea el rector de la administración de 

las normas laborales cc sólo para al sector qocabo siso también qsrn al público. 

SccSbaramcs importante un qarcbc be transición, al cual demos sugerido 

as un ano desde la promulgación be la iaq, lo que qarmitióa a todos qraqarema 

para al cambio. 

b. da qrcqcasts descrita baba ser sccmqahabs be otras isicistiosó legislativas 

como la óaq General be Sueldos o Salarios lo que nos pondría a qea q calco con 

lea normas semejantes actetantan as qsnae caninos q eón con las normas bel 

Derecho ósócrsl internacional, la mayoría be las cuales damos ratificado, 

sbambn bq acabar can la discriminación be los namiboran qbbiiccn en mataba be 

salarios pero sobra tobo se necesita un cambio be mentalidad, donde las 

actcóbaban pasen be ion ciGna esquemas 	icn—abmicistrsticustss, que 

consideraban al servidor público cus caos, cc engranaje mbo be la maquinaria 

estatal, al moderno concepto be la cambiante labinismón laboral, donde ion 

trabajadoras cc sólo tienen un lugar especial sino al qricGqsi oc muchos aspectos, 

qoan como se ha bicho as tórminon sbmucintrnticintsn modernos, nada as mas 

importante que al rcacrca humano. 
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